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INTRODUCCIÓN GENERAL 

La recaudación de contribuciones es un tema de import<1ncia y relevancia 

permanente, pues a través del ejercicio de éstd, e l Estado Mexica no asegura su 

subsis tencia y el cumplim iento de los fines y cometidos para los que hd sido creado. La 

idea del " bien común" no se puede alcanzar sin los fondos necesa rios para la 

realización de sus actividades. 

El artículo 31, fracción IV, de lc1 Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece que es obligación de los mexicanos contribuir a los gastos públicos 

de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. En este sentido, si es 

obligación de las personas contribuir a los gastos públicos, ello no implica que la 

actuación de las autoridades fiscales sea en forma contraria a lo dispuesto por la ley, 

pues existen límites a su potestad tributaria, las cuales se encuentra inmersas en la 

propia Constitución y en las leyes de carácter fiscal que de e lla emanan. 

De esta forma, si una autoridad fiscal, aplica el factor de dctualización a fin 

de determinar la actualización de la contribución fiscal, se integra a ésta y se torna 

obligatorio para el contri buyente. Por tal motivo, el objetivo de este trabajo terminal, es 

determinar la necesidad de que esa actua lización sea materia de sentencia emitida por 

el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adm inistrativa, toda vez que es absurdo 

considerar que por el simple hecho de que el Índice Nacional de Precios di Consumidor 

no sea la resolución im pugnada y el Banco de México no sea parte en el juicio fi scdl los 

conceptos de impugnación hechos valer por el <1ctor sean considerados inoperantes. 

Por otra parte, si bien es cierto que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa sólo tiene competencia expresa para conocer de los juicios promovidos 

contra las resoluciones definitivas mencionadas en el artículo 11 de su ley Orgá nica, 
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de la manera proporciona l y equitativa que dispongan las leyes. En este sentido, si es 

obligación de las personas contribui r a los gastos públicos, ello no implicet que la 

actuación de las autoridades fiscales sea en forma contraria c1 lo dispuesto por la ley, 

pues existen límites a su potestad tributaria, las cuales se encuentra inmersas en la 

propia Constitución y en las leyes de carácter fiscal que de ella emanan. 

De esta forma, si una autoridad fiscal, aplica el factor de actualización a fin 

de determinar la actualización de la contribución fisca l, se integrc:1 a ésta y se torn<t 

obl igatorio para el contribuyente. Por tal motivo, el objetivo de este trab<1jo terminal, es 
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también lo es que violaciones de este tipo sí pueden ser materia de análbis de la 

sentencia que se emila en un juicio de esa índole, (Uando el gobernado que lo promueve 

sufrió en su perjuicio la apl icación concreta de aquéllas, ya sea en la resolución 

definitiva impugnada o en el procedimiento que le precedió, ya que en cumplimiento al 

principio de legalidad aquéllos deben cuantificarse conforme a las reglas establecidas 

en el articu lo 20 bis del Código citado, el cual se estableció con el f in de generar certeza 

a los gobernados sobre sus obli gaciones tributarias. 

Lo anterior es así, toda vez que el T ribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa se crea como un órgano de control jurisdiccional de legal idad de los 

actos administrativos, cuyo objeto es lograr un equilibrio entre el poder públ ico y las 

l ibertades de los gobernados y de esta forma garantizar debidamente los derechos 

públicos subjetivos de los particulares. 

Máxime que es obligación de los mexicanos contribuir para los gastos 

públicos, correspondiendo a la autoridad determinar el quantum de la obligación 

histór ica y cuando se prevé su actual ización, debe fundar y motivar debidamente esa 

determinación, por ello dicha actualización tiene una presunción IURIS TANTUM i no 

JURE ET IURE como algunas de las Salas Regionales del T ribunal sostienen. 

Por último, señalar que al impugnar el particular un crédito fisca l, puede en el 

mismo sentido controvertir la aplicación del Índice N acional de Precios al Consumidor 

a la actual ización del impuesto a pagar, pues es precisamente tal aplicación de ese 

indice lo que puede causarle un perjuicio directo y actual, esto es vía juicio contencioso 

administTativo, o en su caso, recurso de revocación. 
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CA PÍTULO PRI MERO 

EL CONTROL JURISDICOONAL DE LA LEGAUDAD DE LOS ACTOS 

ADMI NISTRATIVOS 

S1111111rio: 1. 1. l11trod11cció11 111 Cap1/11/o. 1.2. La /usticia Ad111inislmli1111 1 3 Dos 
¡•ri11ápios básicos del Derecho Administralivo.1.3.'I Pri11dpio de: lcg111itlt11J. 1.3.:?. 
Pri11d p10 de Reserva de Ley. 1.4. El t"o11 tc11c1osu 11d111inistmtivo. l .5. A11trn•1k11t1-s 
"" M éxico. 1.6 El Trib1111t1/ Fedcrul dt• /uslicia Fiscal y Ad111i11istm/Íl'11. /.:' 
Estmct11m. /.S. Competi'llcia. 

1.1. INTRODUCCIÓN AL CAPÍTULO. 

En el Presente Capítulo, se tratará de justificar del porqué se crea un órgano de 

control jurisdiccional de legalidad de los actos adminis tra tivos, a fin de lograr un 

eq uilibrio entre e l poder público y las libertades de los gobernad os y de esta formc1 

garantizar debidamente los derechos públicos subje tivos de los particu lares. Por ello, en 

primer término, se enfatizará la importancia del principio de legalidad y de reserva de ley 

que rigen toda la legislación administrativa, dando paso a precisar sobre la creación del 

contencioso administrativo en México, tomando en consideración, todos aquellos 

acontecimientos, que llevaron a la creación de un Tribunal de legalidad. 

Poste riormente, se remontará hacia 1936, haciendo presente la manera como 

surge en nuestro país un tribunal especializado fuera de la esfera del Poder Judici.il, que 

resuelve originalmente controversias en materia ñscal. 

Y una vt-z puestas en claro estas ideas primordiales, se procedcr,í .i re.i li;:u 

un breve pero sust,rncioso análisis que nos describirá las CMa( te rístic.is propias d t>I 

mismo, así \'.Omo orga nización, funcionamit>nto v competC'ncia, qut> hacen del mismo 

toda una ins titución. 
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1.2. LAJUSTIClA ADM INISTRATIVA. 

El sometimiento del Estado al orde namiento jurídico implica que e l eje rcicio del 

poder público necesariame nte se realice conforme a las disposiciones legales que lo regulan, 

por lo que, cuando los actos de autoridad se formule n en contravención al mandato legal, 

deben ser anulados o revocados. 

La posibilidad de la actuación ilegal de la Ad ministración Pública hace necesario 

el establecimiento de medios de control, a fin de evitar la afectación a los derechos de los 

gobernados. Por esto constituye un punto esencial de l Derecho Administrativo el tema 

relativo a la justicia administrativa, la cual se int:egra por los medios de protección 

administrativos y jurisdiccionales para lograr la extinción de los actos administrativos 

contrarios a derecho, así como el resarcimiento de los daños y perjuicios que causa e l Estado 

con motivo del eje rcicio de sus funciones. 

Cabe precisar, que cuando aquí se hablrl de la Administración Pública, se hace 

refere ncia a la parte Central y Paraestata l, conforme a los artículos 90 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos v I", l' y 3°, de la Ley O rgánica de la 

Adminis tración Pública Federal, toda vez que ésta se conforma por las Secretarías de 

Estado, Departame ntos Administrativos y lñ Consejería Jurídicñ, e n donde conforme al 

artículo 26 de la citada Ley, el Ejecutivo Federdl pt1rt1 el despacho de sus asuntos de l orden 

admi nistrativo contará con dichas dependencit1s, además de los organismos 
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descentralizados, empresas de participación estatal y fideicomisos públicos. 

Una vez precisado lo anterior, los medios de control administrativos y 

jurisdiccionales se han considerado de dos tipos: indirectos y directos. En los primeros e l 

gobernado afectado no tiene intervención alguna, ya que constituyen, por un lctdo, 

mecanismos de autotutela administrativa derivados del poder de revisión que ejercen los 

órganos superiores sobre los inferiores, y que consisten en la supervisión de la actuación de 

sus subordinados a fin de verificar su legalidad y oportunidad, un claro ejemplo de estos lo 

son, las visitas ordinarias que realizan los Magistrados integrantes de Salct Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa a las Salas Regionales de dicho 

Tribunal, cuya finalidad consiste en realizar una revisión pormenorizada de sus 

expedientes en trámite y si los mismos cumplen las formalidades esenciales del 

procedimiento contencioso administrativo.' 

Por su parte, en los medios directos, la participación del gobernado es 

fundamental, ya que sin ella no tiene lugar esta forma de control. Dentro de ellos 

encontramos los recursos administrativos, así como los procesos jurisdiccionales, bien sea 

ante tribunales administrativos o tribunales judiciales. 

Estos medios de control constituyen una gtlra ntia para la protección de los 

derechos de los gobernados y tienen como fin la revisión de la legalidad de la actuctción 

1 Véase Artículo 7o Jpl Arnl'rúo G/16/98, l!mit1Jc1 por d Pk•no dt• Sula Supt!nor J 1•I Trihun.il F1•d1•rat u<· 
Juslida FiS<·al y Administrativa, r n scsi(m de 18 Jc• m¡iyo 1fo 1998 modifirndo por diwrsn A1 Ul'rd11 
G/27 / 2CXl2. Jp 20 J e sc>pli<>mhn• Úc' 2002. 
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administrativa, con el propósito de encauzarla dentro del marco legal. 

Cabe aclarar que, e l término justicia administrativa no ha tenido un<1 aceptación 

plena en el mundo juridico, quizá porque se le ha asignado diferentes significados, ya que 

algunos autores más que considerarla como un medio la identifican como un fin de los 

medios de defensa de los particulares. Sin embargo, para efectos del presente estudio, la 

justicia administrativa será considerada como un medio del que dispone el administrado 

para hacer que la Adminjstración Pública ajuste su actuación al Derecho. 

En esta medida, el Licenciado Manuel Lucero Espinosa define a la función 

jurisdiccional, como " ... la manifestación del Estado que tiene por objeto resolver controversias que se 

pla11tea11 entre dos partes COll intereses contrapuestos, que son sometidos a la co11sideració11 de su 

órgano estalal, el cual actlÍn de mm1era imparcial ... "z. 

Por otro lado, Héctor Fix Zamudio, -citado por José Luis Váz.quez Alfaro- la 

define como: " ... la f1111ció11 p1íblia1 que tiene por objeto resolver las amtroversills que se pla11tea11 

entre dos partes contrapuestas y que debeu someterse al co11oci111ie11to de 1111 órgano del Estado, el mal 

debe decidir didUIS controversias de manera imperativa y en 1111a posición imparcial ... ".;\ 

De lo anterior, podemos entender que la jurisdicción administrativa se refiere 

2 Lucero Espinosa Manuel. Teoña y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de 
la Federación. Editorial Porrúa, S.A .. Primera Edidón, México 2CXl0, página 15. 

J Vázquez Alfaro, José Luis. Evolución y Perspectiva de los Órga.nos de Jurisdicción Administrativa en 
el Ordenamiento Mexicano. Universidad Nación Autónoma d<' Mc!xico, México 1991, pá¡:ina 27. 

6 
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a las instancias que tienen los gobernados para impugnar los actos administrativos ante 

tribunales, sean éstos administrativos o judiciales. 

Cabe aclarar, que los recursos administrativos, s i bien constituyen instancias 

para los particulares afectados en sus intereses, lo cierto es que los mismos no son 

resueltos por un tercero, desligado de la Administración Pública, por lo que, en s í, dicha 

Adminjstración, no realiza una función de naturaleza jurisdiccional, ya que sólo se 

somete a revisión un acto administrativo, indepe ndientemente de que su finalidad, sea 

anular o revocar dicho acto. 

Esto es, el recurso administrativo es un medio de autotulela que se pone a 

d isposición del particular para hacer valer a la adm inistráción sus deficiencias legales 

de su actuación y, de esta manera, optar por una resolución que se encuentre apegada a 

ley. 

El autor Gabino Fraga, lo define como: "11n medio legal del q11e dispo11e el 

partic11lar, ~fectado en s11s derechos o intereses por 11n neto administrativo determi11ndo, para 

obtener en los términos legales, de In n11toridnd ndministrntiva, 11na revisión del propio neto, a ft 11 

de que didin n11toridnd lo revoque, lo anule o lo reformen caso de comprobada In ilegalidad o 

i11oport1111idnd del mismo ... ".4 

• Frap,a Gabino. Derecho Administrativo, Euiloridl Porrúa, S.A., Mrxiro '198(), páf\in.i ü'.\. 
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De acuerdo con lo anterior, se d ice que el recurso administrativo constituye 

una pretensión del gobernado en contra de un acto ad ministrativo, mediante un 

procedimiento establecido en ley, con el fin de anularlo o revocarlo, cuando éste se ve 

afectado en sus derechos. 

El problema de los recursos administrativos en México tiene interés sobre 

todo a partir de 1929, en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sentó la tesis de 

que la procedencia del amparo en materia administrativa estaba condicionada al 

agotamiento de los recursos o medios de defensa con que el particular contará para 

impugnar la decis ión que lo agraviaba. 

La autotute~a de La administración prácticamente puede traducirse en una 

real defensa para el particular por lo que autorés como Ihering y JeJlinek llamaron "el 

reflejo del derecho": una determinación tomada por la Administración Pública en 

ejercicio de sus facultades revocando, modificando, anulando o suspendiendo una 

decisión administrativa. 

Por otro lado, el establecimiento de tribunales que resuelvan la controversia 

entre administrados y la Administración Pública se justi fica por la necesidad de 

establecer un límite a las prerrogativas de los órganos administrativos, ya que se les 

impide, por un lado, que sean ellos los que revean el acto y, por otra parte, e l 

sometimiento ante un tribunal que se encarga de d irimir el conflicto. 
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Por lo que, la "justicia admi nistrativa", se refiere a la intervención 

jurisdiccional que tiene como materia o como antecedente una acción administrati\'a, 

pero que no se desa rrolla por órganos directos de la Ad minis tración Pública activa, si no 

por órganos que frente a la Ad ministración han alcanzado la autonom ia indispensable 

para ser considerados como jueces, como tribunales. 

A manera de ejemplo, es preciso señalar el contenido de la exposición de 

motivos que originó la reforma a los artlculos 197 y 237 del Cód igo Fisca l de la 

Federación, las cuales entraron en vigor a partir del 1° de enero de 1996, e n donde se 

señala, tratándose de las sentencias que resuelven sobre la legalidad de la resolución 

dictada en un recurso administrativo, que si se cuenta con elementos suficientes pa ra 

eUo, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se pronunciará sobre la 

legalidad de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del 

demand ante. 

Ahora bien, d el análisis efectuado a la exposición de motivos de las reformas 

a la ley en cita, se desprende que el legislador al otorgar tal facultad a dicho Tribunal 

consideró lo s iguiente: 1.- Que el recurso administrativo es una instancie\ d el 

contribuyente o particular afectado por una resolución adm inistrativa, que se da dentro 

del seno mismo de dicha administración activa a fin de que éste, confirme, revoque o 

modifique tal revisión; ya sea, porque se hayci actua lizado, o no, cilguna ca uscil de 

ilegalidad de las contenidas en e l Mticulo 238 del Código Fiscal de la Federación, es 

decir: a) por incompetencia del fu ncionario que dictó u ordenó o l-ramitó el 



"iNDICE NACIONAi. DE !'REC IOS Al. CONSUMll)()J< COMO KASE PARA 1.A FIJACIÓN DE l.A COl'ITRIBUCION FISCAL YSUS A<:n~OHIUi, 
s u IMPUGNACIÓN A TRA v es Da JUICIO l>t: NUIJllAIY" 

procedimiento del que deriva dicha resolución; b) por omisión de los requisitos 

formales exigidos por las leyes, o por vicios de procedimiento que afecten las defensas 

del particular y trasciendan al sentido de la resolución, inclusive la ausencia de 

fundamentación o motivación; c) si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron 

d istintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se d ictó en contravención de las 

d isposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas. 

Y, 2.- Por lo tanto, se toma en cuenta que el juicio de nulidad no es una 

segunda instancia del particular afectado por un acto administrativo, sino q ue es un 

medio de defensa jurisd iccional en el que el juzgador de manera autónoma y desligado 

de la administración pública, analiza la legalidad de una resolución adm inistrativa 

emitiendo formal y materialmente una sentencia. 

Consecuentemente, se reconoce la facul tad al particular para hacer va ler 

conceptos de impugnación no propuestos en el recurso ad ministrativo, en donde el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se encuentra obligado para estudiar 

a la luz de los argumentos planteados en el juicio, -litis abierta-, la legalidad de la 

resolución impugnada sin que necesariamente deba ceñirse o ajustarse a lo alegado y 

resuelto en un procedimiento de autotutela adm inistrativa, ya que el Tri bunal en cita 

cuenta con una jurisd icción más amplia originada en la reforma en cita. 

10 
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1.3. DOS PRINCIPIOS BÁSICOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. 

En primer término, es necesario señalar que existen limites al ejercicio de la 

función administrativa, los cuales se encuentran inmersas en la propia Constitución y en 

las leyes de ca rácter administrativo que de ella emanan. 

Esto es, el procedimiento administrativo, como 11,na unidad que ést:I 

integrada por un conjunto de actos coordinados entre sí y que tiende a la preparación 

de la expresión de la voluntad de la autoridad administrativa, se encuentra regulado 

por una serie de principios jurfdicos. 

Sin embargo, en opinión del sustentante son dos los principios básicos que 

rigen a toda la legislación administrativa: el de la legalidad y el de reserva de la ley, con ello 

no se quiere decir que los restantes principios no sea importantes, pues para efectos del 

presente asunto, éstos principios constituyen la parte substancial de la actuación de la 

autoridad. 

1.3.1. PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 

Necesario es referirse al principio de legalidad, que es la faceta más valiosa del 

régimen de Estado de derecho. Reza este principio, según el Tratadista Alfonso Na \'it 

Negrete: " ... /ns n11toridndes públicns sólo p11cde11 ltncer lo q11e In ley lrs n11torice ... " .; En 

¡ Nava N1>grcl~· Alfonso, Derecho Adminis trativo Mexicano, Fo11J11 Jp C ullurd En111íimkcJ. Prinwr.1 

11 
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consecuencia, ninguna autoridad legislativa, administrativa o judicial puede realizar 

actividad alguna sino ésta prevista y autorizada por ley. Es la autolimitación que consiente la 

autoridad dentro de este régimen. 

Este principio se consagra en el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, como garantfa de legalidad, en los siguientes términos: "Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud 

de mandamiento escrito de autoridad competente , que funde y motive la causa legal del 

procedimiento ... ". 

De lo anterior, podemos señalar que cuando el ar tículo 16 de la Constitución 

Federal, previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o 

derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y 

motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que 

apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que 

sirvan de apoyo al mandamiento relativo. 

En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto 

autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos 

legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos 

normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado a su 

cumplimiento, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, 

Edición, M~xico 1990, página 88. 

12 
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subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos q ue 

otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir e l acto en agravio del 

gobernado. 

Además, motivar consiste en senalar con precisión, las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la 

emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos 

y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. 

Asi lo ha interpretado siempre la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, y ahora la de los Tribunales Colegiados de Circuito en materia administrativa, como 

en la jurisprudencia Vl2o. J/ 43, sustentada por e l Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito, cuyo rubro es: FUNDAMENTACIÓN Y MOTIV ACIÓN.6 

Otro es el principio que rige los actos de los particulares y con el cual no debe 

confundirse aquel otro, privativo para las autoridades. Todo lo que no está prohibido está 

permitido, así rez.a este principio. De manera que si la ley no prohibe un acto o una conducta 

a los particulares, se entiende que estos últimos están autorizados para realizarlos. 

En cambio, las autoridades no podrían invocar en su favor que "como la ley no 

me lo prohíbe, luego puedo realizar e l acto o cond ucta". No, en todo caso la autoridad debe 

partir de una previa autorización de la ley. Tratándose de la competencia de las autoridades, 

se debe ser estricto; ella jamás debe resultar de una interpretación analógica, extensiva, tácita, 

I J 
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ni a partir de simples inferencias. 

Cuando aquí se hable de ordenamiento legal no se restringe a las del Congreso de 

la Unión, sino a toda nom1a jurídica capaz de prever la competencia de la autoridad, 

administrativa, judicial o legislativa. 

Esto es así, pues el artículo 16 constitucional, lleva implícita la idea de exactitud 

y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa 

para emitir e l acto de molestia del que se trate, al atender a l valor jurídicamente 

protegido por la exigencia constitucional q ue es la posibilidad de otorgar certeza y 

seguridad jurídicas al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 

lesionen sus inte reses jurfdicos, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante 

un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. 

En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha 

la garantía de la debida fundamentación, establece d icho precepto cons titucional, por 

lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa, para emitir e l acto de 

moles tia es necesario que en el documento que se contenga se invoque las disposiciones 

legales, acuerdo, o decre to que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en su caso 

que estas norman incl uyan diversos supuestos se precisen con claridad y detallen, el 

apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que se apoye su actuación, 

pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefens ión, toda vez que se 

6 V fase el Seman.irio Ju<lidal de la Fe<lcr.idón y su Gaceta, Tomo 111, de mar.to de 1996, página 769 , .. 
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traduciría en que éste ignorará si e l proceder de la autoridad se encuentra o no dentro 

del ámbito competencia! respectivo por razón de materia, grado )' territorio, y en 

consecuencia, si está o no ajustado a derecho, esto tiene su sustento en la jurisprudencia 

2ª /J.57 /2001, sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la Nt1ción, bajo e l 

siguiente rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES AD MINISTRATIVAS. EN 

EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBEN 

SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA 

ATRIBUCIÓN EJERODA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIY A FRACCIÓN, INCISO Y 

SUBINCISO" .7 

1.3.2 RESERVA DE LEY 

Se dice que cuando la Constitución impone que sea una ley la que regule una 

materia o un campo administrativo, se está en presencia de este principio. Lo que quiere 

decir también que en esa materia o campo, ni el Poder Ejecutivo, ni e l Judicial podrían ejercer 

poderes de regulación normativa. Sólo el Congreso de la Unión, con su ley, podrá regular o 

legislar e l área que expresamente le reserva la Constitución. 

Clásico es el caso de la fracción N del artículo 31 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. Según este precepto, las contribuciones necesarias para cubrir los 

gastos de la Federación, Distrito Federal, estados o municipios, se cubrirán por los 

particulares en forma proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Por inte rpretación 

15 
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uniforme de los Tribunales federales, sólo una ley del Congreso puede crear impuestos u 

otras contribuciones. La doctrina de derecho administrativo comparte esta interpretación 

jurisprudencia l. 

De acuerdo con las consideraciones plasmadas en los anteriores criterios, el 

respeto a la garantía de legalidad en materia tributaria exige que la carga impositiva esté 

prevista en una ley, por las siguientes razones: 

Para evitar que quede al margen de la arbitrariedad de las autoridades 

exactoras la fijación del tributo, quienes sólo deberán aplicar las disposiciones generales 

de obsen:ancia obligatoria dictadas antes de cada caso concreto. 

Para evitar el cobro de impu~.stos imprevisibles. 

Para evitar el cobro de impuestos a título particular. 

Para que el particular pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de 

contribuir al gasto público, al ser el legislador y no otro órgano quien precise los 

elementos del tributo. 

Es decir, la Ley Fiscal, prevea los elementos del tributo tales como: el sujeto, 

objeto, base, tasa, y época de pago, para que así no se de margen a la arbitrariedad de las 

1 Véase el Semanario Judicia l de Fc<lcr<1ción. de noviembre de 2001, Tom o XIV, pá¡\inu '.\ 1 y 12 
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autoridades exacloras. En resumen, el principio de legalidad en maleria lTibutaria puede 

anunciarse mediante el aforismo, adoptado por analogía del Derecho Penal, "nullum 

tributum, sine lege". 

A manera d e ejemplo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en el Amparo en Revisión 351/97, mediante ejecutoria de 20 de enero d e 1998, declaró 

la incons titucionalidad del artículo 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, toda vez 

que dejaba a las autoridades fiscales armar e l hecho imponible (obtención de ingresos) 

y, por tanto, fijar la base gravable y el impuesto a pagar. Es decir, el artículo referido es 

inconsti.tucional porque provoca que e l hecho imponible que origina el tributo 

(obtención de ingresos) se encuentre en la mente de quien aplica la norma (autoridad 

fisca l), y no en la norma de legislador. 

La expresión ingresos distintos a los señalados en los nueve capítulos que se 

establecen en la Ley del Impuesto Sobre la Renta, no es otra cosa que una vestidura 

exterior para establecer a placer el hecho imponible. Esa expresión deja un gran margen 

de laxitud a la autoridad fisca l que, cuando aplica e l artículo 132, prod uce una 

resolución arbitraria, porque se deja librada al crite rio del organismo recaudador la 

posibilidad de utilizar el precepto en forma totalmente d iscrecional. 

Por otra parte, como excepción a este principio, se tiene la posibilidad de quP 

ciertas materias, regulables originalmente mediante ley, para ser objeto de normación 

mediante reglas jurídicas de rango inferior a la ley. 
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Tales supuestos son: 

a) Decreto-Ley, es una norma con rango de ley dictada por el órgano estatal al 

que no corresponde normalmente el ejercicio de la función legislativa sino que por vfa de 

excepción se ve habilitado para ello por mandamiento constitucional, un claro ejemplo se 

prevé en el artículo 29 de la Constitución Política d los Estados Unidos Mexicanos que 

habilita al Presidente de la República a producir en caso de urgencia y por vfa de excepción 

las disposiciones jurldicas con valor de ley. 

b) La Delegación Legislativa, en virtud de taJ técnica es el propio órgano ejecutivo 

el que constitucionalmente se halla habilitado para transferir via acto delegatorio ciertas 

facultades legislativas a favor del Titular del Ejecutivo en determinados supuestos tasados, 

hipótesis prevista por el artículo 131, párrafo segundo, de la Constitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos, es decir en materia de cuotas compensatorias, a fin de regular el 

comercio exterior y la economia del país. 

c) La deslegalización, a través de esta técnica se amplía le ámbito de competencia 

normativa del Ejecutivo, al posibilitar que éste regule mediante normas de rango 

reglamentario materias que anteriormente se hallaban reservadas a leyes ordinarias. 

Ahora bien, la doctrina clasifica la reserva de ley en absoluta y relativa. La 

primera aparece cuando la regulación de una determinada materia queda acotada en forma 
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exclusiva a la ley formal; en nuestro caso, a la ley emitida por el Congreso, ya federal, ya 

local. En este supuesto, la materia reservada a la ley no puede, en consecuencia, ser regulado 

sino por nom1as con rango de ley. La reserva relativa, en cambio, rige cuando en 

determinado sector bien acotado a la realidad, en este caso el tributo por ejemplo, se 

determina su vigencia para que sólo ciertos ámbitos del mismo queden circunscritos a tal 

exigencia. Pudiendo el resto de las zonas de dicho sector ser regulado mediante normas de 

rengo distinto al de la ley, por ejemplo el reglamento. Asf, no se excluye la posibilidad de 

que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones 

hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la ley, lo que 

supondría una degradación de la reserva form ulada por la Constitución en favor del 

legislador. En suma, la clasificación de la reserva de ley en absoluta y relativa se formula con 

base en el alcance o extensión que sobre cada materia se atribuye a cada especie de reserva. 

Si en la reserva absoluta la regulación no puede hacerse a través de normas secundarias, sino 

sólo mediante las que tengan rango de ley, la relativa no precisa siempre de normas 

primarias. Basta un acto normativo primario que contenga la disciplina general o de 

principio, para que puedan regularse los aspectos esenciales de la materia respectiva. 

Reafirma lo anterior, la Tesis P. CXLVIll/97, sustentada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la Novena Época, cuyo rubro es: "LEGALIDAD 

TRIBUTARIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY."8 

~ Véase 5.?nuu1<1rio Juilidal di• la Fcdcr<1dón y su GJn•t,1, Tomo VI, di' novil'mhn• di• 1997, rJg:lna 78. 
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1.4. EL CONTENOOSO AOMfNISTRA TIVO. 

Lo contencioso administrativo es, estrictamente, la contienda que nace por el 

obrar de la Administración Pública, tanto en su seno mismo como fuera de ella. En este 

sentido, dentro de lo contencioso-administrativo debe comprenderse induso el proceder de 

la Administración activa cuando interviene para decidir un punto contencioso: el problema 

de los recursos administrativos, formarla así parte de lo contencioso administrativo. 

Por influencia de la terminologia francesa, se entiende por contencioso 

administrativo, según el Licenciado Manuel Lucero Espinosa como " ... 1111 medio de control 
.· 

jurisdiccional de los actos de la Admi11istr11ció11 Pública, puesto .que represe11ta w111 i11stm1cia por 

medio de la cual los administrados pueden lograr In defe11sa de sus dered1os e intereses, mando se ven 

afectados por netos administrativos ilegales ... ". 9 

Por su parte Manuel J. Argañaráz, señala que su materia esta constituida por 

" .. .el c.o11jliclo jurídico que crea el neto de la autoridad ad111i11istrativa al v11l11ernr deredws subjetivos o 

agraviar intereses legítimos de algú11 particul/U o de otra autoridad autárquica, por haber infringido 

aquélla, de alg1ú1 modo la 11on11a legal que reg11la s11 autoridad y a la vez protege tales dered1os o 

intereses ... " . w 

9 Lucero Espinosa Manuel. Op. O t., página 18. 

1
" Arganaráz, Manuel L. Tratado de lo Contencioso Administrativo. Tipo¡~ráfíca, Edilor.i Argentina, 
Buenos Ai11'.5 1995, página 13. 
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También, el Instituto de Investigaciones Jurfdicas, define al contencioso 

administrativo, como " ... el procedi111ie11/o que se sigue n11te 1111 tril11111nl 11 orgn11is1110 j11risdicrio11nl, 

sit11ndo de11tro del poder ejemtivo o del jurlicinl, con el ol1cto de resolver ril' 111ntll'rn imparcial /ns 

controversias entre los partic11/ares y In nd111i11istrndó11 P1íblim ... " .11 

De lo anterior, podemos resaltar lo siguiente: que el contencioso administrativo 

es un medio de control jurisdiccionaJ de los actos administrativos, de la Administración 

Pública, pues a través de él, el particular afectado por un acto emitido por una autoridad 

administrativa, puede lograr la defensa de sus intereses. 

En este sentido, el término contencioso en su aspecto general significa contienda, 

litigio pugna de intereses. E.sel proceso seguido ante un órgano jurisdiccional competente 

sobre derechos o cosas que se disputan las partes contendientes entre sL En el ámbito del 

derecho administrativo se refiere a la jurisdicción especial encargada de resolver los litigios, 

las controversias, las pugnas, entabladas entre los particulares y la Administración Pública. 

Bajo este orden de ideas, podemos señalar que la materia sobre la que versa el 

contencioso administrativo, la constituye exclusivamente actos de los órganos 

administrativos integrantes de la Administración Pública, sean centralizados o 

paraestatales, conforme al artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, emitidos en el desempeño de su gestión administrativa, y no los que 

11 Instituto J1• lnvcstig<1ciones Jurídica.~. Dkcion.uio Ju ridko Mt'xicdno. EJitt•ri.il Purni.i, S.A .. 
Dedm.icuart.i EJiri(m, Méxi('O 2lXXl, pár,ina 685. 
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correspondan a su actividad política o gubernativa, ni los derivados del derecho privado. 

La defensa de los particulares frente a la Administración se pueden re.a lizar de 

diferentes fomia y ante distintos órganos jurisdiccionales, lo que dio origen a los sistemas 

francés o administrativo y angloamericano o judicial. 

El sistema francés se caracteriza por la creación de tribunales administrativos 

enclavados en el Poder Ejecutivo, que son lo que van a dirimir las controversias entre los 

particulares y la Administración. En cambio, el sistema angloamericano, los tribunales que 

conocen de tales controversias pertenecen al Pode Judicial, de ahí que a este sistema 

también se le denomine "sistema judicialista". 

El contencioso administrativo francés surgió de la interpretación de la división 

de poderes que plantea la igualdad e independencia entre ellos, por lo que, al no quedar 

ninguno sometido a otro, el Poder Judicial sólo debe juzgar asuntos del orden común que 

planteen los particulares sin inmiscuirse en materia de la administración, ya que si los 

asuntos de ésta quedaran sometidos a los tribunales judiciales, habria dependencia de un 

poder sobre otro. 

Con esta idea se creó el Consejo de Estado Francés que en principio instruyó los 

expedientes de las controversias entre la Ad ministración y los gobernados, para que la 

resolución definitiva la dictara el soberano; es decir, se trataba de un sistema de j11sticin 

retenida, lo cual prevaleció hasta 1872. Posteriormente se otorgaron facultades para que este 
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Órgano instruyera la cusa y emitiera la resolución, dando lugar a un tribunal de justicia 

dclcgndn, todo ello en el ámbito de la Administración. 

L11j11sticin rete11idn es la que realizan los órganos jurisdiccionales enclavados en la 

esfera de la Administración Pública activa, que aunque poseen cie rta independencia 

funcional, s us resoluciones requieren la aprobación de las autoridades administrativas de 

mayor jerarquía. Ln justicia delegndn, se presenta cuando el tribuna l cldministra tivo, situado 

dentro de l Poder Ejecutivo, emite sus resoluciones en forma definiti va y obligatoria, pero lo 

hace a nombre de la Administración Pública. Plena auto110111ín, por último, los tribunales 

administrativos dotados de plena autonomía, son aquellos que resuelven las controversias 

de manera autónoma, s in vinculación alguna con la Adminis tración. 

El sistema angloamericano, con otra interpretación de la d ivisión de poderes, 

atribuye a los órganos judiciales la facultad de conocer y resolver las controversias entre los 

particulares y la autoridad administrativa, con lo que deja el control de la legalidad en e l 

Poder Judicial, ya que considera que la función jurisd iccional debe ser analizada 

precisamente por este poder, ya que de lo contrario habria duplicidad de funciones. 

Dentro del sistema francés son dos las formas más importc\ntes de lo contencioso 

administrativo: contencioso-administrativo de c\nulación, objetivo o de legitimación y el 

contencioso-administrativo de plena jurisdicción o subjetivo. 

El contencioso de anulación sólo persigue el restablecimiento de la legalidcld 

)' _ _, 
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violada cuando la Ad ministración Pública ha actuado con exceso de poder, que se 

manifiesta cuando el acto administrativo ha sido emitido: 

1.- Por Funcionario incompetente. 

2.- Por inobservancia de las formas o procedimientos señalados por la ley. 

3.- Por no haberse aplicado la disposición debida. 

4.- Por desvío de poder. 

Por su parte, el contencioso subjetivo al versar sobre derechos subjetivos no 

requiere la existencia de cusas de anulación, -artículo 238 del Código Fiscal de la 

Federació~, pues para tal efecto sólo se basa que la autoridad administrativa haya violado 

el derecho subjetivo de algún particular. 

En nuestro país tienen aplicación los dos sistemas de lo contencioso 

administrativo, ya que para algunos actos administrativos, a nivel federal y local, existen 

tribunales administrativos especializados, con lo cual estariamos en presencia del sistema 

continental europeo, administrativo, o francés. Además, para otro tipo de actos, también a 

nivel federal y estatal, cuyo conocimiento no éste reservado a los tribunales admi.nistrativos, 

existe la vía de amparo, por lo que para este tipo de actos se ha establecido el sistema 

anglosajón angloamericano o judicial. 

El sistema francés, a nivel federal, está representado por e l Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, el cudl sirvió de modelo para el establecimiento de algunos 

tribunales locales como el Tribunal de lo Contencioso Ad ministrativo del Distrito Federal y 
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los estados de Baja California, Chiapas, Guerrero, Jalisco, Querétaro, Guanajuato, México, 

Morelos Nuevo León, Sonora, Yucatán, por mencionar algunos. 

Sin embargo, el hecho de la existencia en nuestro país de tribunales 

administrativos, conforme a lo cual ha evolucionado la jurisdicción administrativa de tipo 

francés, ello no implica un abandono total al sistema judicialista mexicano, en tanto que 

existe intervención preponderantemente de los tribunales judiciales en la decisión final de 

las controversias administrativas, ya que las resoluciones que lleguen a dictar los tribunales 

administrativas, son impugnables, por las partes, ante los Tribunales Colegiados de 

Circuito, bien sea por las au toridades a través del recurso de revisión o por los particulares 

por medio del amparo administrativo, según e l caso. 

1.5. ANTECEDENTES EN MÉXICO. 

Una vez explicado eJ origen de la justicia administrativa, se analizará el origen y 

desarrollo en nuestro país; y antes de dar inicio con ello cabe mencionar que en México 

hasta 1936, no se contaba con un procedimiento jurisdiccional ordinario a través del cual los 

particulares pudieran impugnar las resoluciones que dictara la administración afectando 

sus intereses. 

En materia administrativa únicamente se podía promover el juicio de garantías; 

y, es hasta 1929 cuando se le da la importancia debida al amparo e11 maleria nd111i11istrativa. 
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En conjunción con lo anterior, observemos, que el artículo 103, fracción l, de la 

Constitución Federal, pem1ite que los tribunales de la federación resuelvan controversias 

que se susciten por las leyes o actos de autoridades, siempre que a causas de estos, se violen 

las garantías individ uales del particular. Frente a esta disposición no se consideraba la 

necesidad de crear un proced imiento contencioso-administrativo, pues se creía que el 

amparo cumplía de manera efectiva y absoluta con la necesidad de seguridad jurídica de 

los administrados. Sin embargo, es importante no olvidar, que antes de llegar al amparo 

había más instancias dentro del derecho privado que atendían a la especialización; asr que 

surge por tanto como una necesidad en el campo del derecho público la es~cializació11 en 

materia administrativa abriendo paso al procedimiento contencioso-administrativo. 

Al respecto la Lic. Susana Rurz González nos señala:12 

"Es importante seiíaJar que e.n relación con el der<.>e.ho privado, antes de 

Uegar al amparo se contaba con instancias previas donde se ventilaba la ütis 

a la luz de la legislación secundaria; es decir, dis posiciones jurídicas que 

atendieran a las necesidades conCTcLas de la materia relativa. Esto mismo 

sucedia en el á mbito penal. ¿Qué aconteda entonces con la materia 

adtnínistraliva, acaso ésta no tenía sus propias particularidades? ¿No pod.ía 

el parlicular hacer valer su acción en u.n juicio ordinario ron una rep,ula<·ión 

cspcciaJ, aplicable en materia administrativa? 

( ... ). 
"En .itendón a las interrogantes planteadas, u ecmos que la respuesta, asf 

como su efocto en nuestro país los encontramos en el cstahlccimienlo de un 

procedimiento que atendiera a t.>s<1s pa_rtk ularidadl'S. Dicho proccdinucnlo 

corresponde al contencioso administrdtivo." 

12 Trabajo reccpcional para obhmer el Ululo d1• lil.:cnnaJo <'11 derecho intituJaJo "Necesidc1d de una 
Segunda lnstancia en el Tribunal Fiscal de la Federación". Uniwrsidad Tecnológk.i dt~ Méxirn. Méxini, 
D.F. 1997. página 10. 
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En México, desde la época de la Colonia nos encontramos con la existencia de 

Tribunales llamados de Hacienda y Cuentas. Sin embargo, tenían el grave defecto de no 

tener delimitadas sus funciones ni su jurisd icción. Por tanto, más que prestar ayuda a los 

particulares para resolver los problemas que tuvieran con la administración, hacían más 

complicados y molestos los tramites ante ese organismo, lo que motivaba la desconfianza 

de los ciudadanos y el abuso de las autoridades. 

A través de los años, nos hemos dado cuenta que la influencia francesa, ha 

marcado en lo concerniente a la materia administrativa a los ordenamientos jurídicos de 

varios países la tinos, y ha comenzado precisamente, por el principio de división de 

poderes, tan pregonado por Carlos Luis de Secondat, (mejor conocido como Montesquieu), 

y México no ha sido la excepción. 

El 22 de Octubre de 1814, se expidió la Constitución de Apatzingán; en éste 

.documento se consagró el principio de separación de poderes, en los artículos 11, 12 y 167, 

que a la letra dicen: 

"Artícu lo 11- Tres son las atriliuci01ws dl' la soberanía: la facultad de dicta r 

k•ycs, la facu ltad de han'rlas 1•i1'rul.ir y la fa1.·ultad d1• aplicarlas ,1 lo~ c.isos 

p.irlicul.ires. 

"ArliL1Jio U. · falo!> lrl's podl'rl'S, lq•,islativo, ejecutivo y juJic1c1l, no d!'hc>n 

ej1~rcersc> ni por una sola p1'rson,1 , ni por unc1 sola rorporacion. 

"Arlkulo 167. - El suprPn111 Gohi1'rno no podrá: d<'pom·r ..i h•s 1•mplt•at.los 

puhlicos, ni rnnon~r 1•11 1w¡:ocio .il¡:uno judicial; ;ih111-.1rs1• a c,1us..is 

,. _, 
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¡wmlit' nl<'s o ejpcutoridJas, ni MU<'ndr 4ul' se' allran nu1~vos 1uirios" . 

Como podemos apreciar de la anterior transcripción, estos preceptos hacfan 

imposible la existencia de órganos de jurisdicción administrativa con sede en el Poder 

Ejecutivo, debido a la estricta interpretación gramatical al principio de separación de 

poderes, pues conforme a ello era imposible reunir dos o más poderes en una sola persona. 

El Supremo Tribunal de Justicia como máximo órgano jurisdiccional sólo conocia de 

cuestiones civiles y penales 

Posteriormente, encontramos la Constitución de 182413, que incluyó el principio 

de separación de poderes en su articulo sexto y otorgaba competencia a la Suprema Corte 

de Justicia para "Terminar las disputas que se susciten sobre contratos o negociaciones 

celebrados por el gobierno supremo o sus agentes" (art. 137, II), estableciendo que "Una ley 

determinará el modo y los grados en que deba conocer la Suprema Corte de Justicia en los 

casos comprendidos en esta sección" (arl 138). Como se puede apreciar, en · este 

ordenamiento se contempla ya, tácitomente, la posibilidad de que el Poder Judicial 

resolviera la materia contencioso administrativa. •~ 

"La Constitución J e '1824 adoptó ricrlamente un Consejo de Gobiem o­

correspondiente al Consejo d1• Estado, imitado de Franri<l p11r la 

Constitución Española Je HS12, jamás vip,enlll -dotándolo J.r faculwdes J<' 

consulta y dictamen en Ci<?rtos 1wgocios dt' la admini.~tración públicc1, no así 

1
" Cadena, Rojo Jaime. Eíemérides del Tribunal Fiscal de la Federación. C uurenl.i y cinco .inos di 

servicio lle Móxico. Editorial Tribunal Fisr.il J r. l¡i fodt•ratión. Móxico, 1982. T. 11. r .i¡\in.i 117. 

11 Nava, Negrr.lt? Alfonso. Derecho Procesal Administrativo. Editorial Porrúa, S.A., M('xico, 1959. 
páginas 266 y si1~s. 
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J e las facull.iJPs 1urisJin ·mnalcs qm' r(lmr('li.rn al modelo ori1•,in.il.. ." 1s 

Más tarde, encontramos que en la quinta ley de las Sie te Constitucionales de 

1836, incluía a los Tribunales de Hacienda como órgano del Poder Judicial de la Repúblic,1 

y anunciaba la expedición de una ley que regulara el contencioso en esos asuntos. Fue así 

como nació la Ley del 20 de enero de 1837, cuya importancia radica en los aspectos 

siguientes: 

a) Concedió al Poder Judicial la facultad de conocer y resolver los asuntos 

contencioso-administrativos y; 

b) otorgó a las autoridades encargadas de la recaudación de los ingresos públicos 

la facultad económico-coactiva e instituyó promotores oficiales de la acción del 

fisco ante los tribunales. 

El 12 de junio de 1843, se promulgaron las Bases para la O rganización Política de 

la República Mexicana, señalando en su artículo 115 que aún subsistían los Tribunales de 

Hacienda dentro de la esfera del Poder Judicial, y le es encomendado a la Corte el 

conocimiento de la jurisd icción administrativa. 

En e l año de 1853, e l presidente Santa Anna, elaboró las Bases de lc1 

Administración de la república hasta la promulgación de la Constitución y ahí en su 

artículo 9, ya se veía una clara noción del contencioso administrativo en la esfera del Poder 

Ejecutivo. 

'' H<!\.lu.in, Viniés Dolons. L.is fUJl(iOnl'S del T ribwldl Fisc.tl de Lt Federación. &litori.JI Conlin1·nwl, Mr xk t•, %1. 
r ap,ina .is. 
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Confom1e a éstas bases, se estableció un Consejo de Estado con funciones de 

asesoría y cons ulta respecto de los ministros de gobierno, su competencia, fue siendo 

ampliada por ordenamientos posteriores en un intento por convertirlo en un órgano 

jurisdiccional de justicia retenida. 

Fue por decreto del 25 de mayo de 1853, por el que se encomendó a Don 

Teodosio Lares, en su carácter de Ministro de Hacienda, estudiar la posibilidad de crear en 

México un procedimiento contencioso-administrativo, así como el establecimiento de un 

organismo que conociera de esta clase de asuntos. El resultado de estos estudios fue la "Ley 

Lares" y estableció entre otras cosas: a) La separación definitiva de las autoridades 

judiciales de las administrativas16; b) La determinación de los asuntos con carácter 

administrativo; c) Senalaba que el Consejo de Estado tendrfa una sección especial para el 

conocimiento de lo contencioso indicando la integración de la misma y su competencia. Sin 

embargo, estas disposiciones nunca vieron la luz pues con e l triunfo de la reforma y del 

partido liberal, todas las leyes expedidas durante el periodo en que estuvieron los 

conservadores en el poder fueron abrogadas. 

El ilustre tratadista Antonio Carrillo Flores, nos comenta al respecto: 

"En el año de 185'.\ s1• dicta la llamada Li!y Lan,~ para Id orr,ani7.<1ción dr lo 

contencioso adminislr.ilivo. Es ésta t!jemplo rnrncleríslico de• lo 4ue l.i 

doctrina que se ocupa de lo contencioso de tipo europeo Uama ·1a 1ustiria 

retenida '; •~s la mis ma adminislrarión activa la 401~ d<>cidl' sobn• el dsunlo 
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n mtencioso y no 6rg.ino indeP<•ndirnlc fon jurisdkdc\ n rniri.1..." 

Dra. Dolores Heduán Virués: 

"No ruc hasta 1853 l·uando, al nMrgen de las bases d1' lcJ ,idminis trdción 

conforme a la'i cua l1!S SI' 1'Sldhl<~dó r l Consejo dl' Estado, una vez l'On sólo 

funciones consultivclS d e aS<'SOrla y diclameo rnmo 1'11 l824 ... l'I 25 de mayo 

de ese mismo año, uncJ ley secunda ria y su respc•rLivo Reglamento 

a tribuyeron a dicho rnnsl'jo lcJs facultades juri'idicdonalcs 4u1• en la época 

corresponden a su homónimo l'n Francia ... " 

Posteriormente, vinieron los Decretos de 30 de junio de 1911, 10 de mayo de ·19'13 

y 24 de noviembre de 1917, por medio de los cuales se crearon comisiones encargadas de 

conocer, examinar y depurar las reclamaciones que hicieran por concepto de los daños y 

perjuicios sufridos como consecuencia directa de la revolución de 1910. Es en el último de 

estos decretos siguiendo la opinión de Cadena Rojo, en donde se encuentra la piedra angular 

sobre la que se sustentó la Ley de Justicia Fiscal, puesto que el procedimiento establecido en 

el mismo, es en mudzos aspectos, similar ni que co11tuvo In Ley de /11stid11 FiSClll. 17 

Más tarde, tenemos la Ley de Organización del Servicio de Justicia Fiscal para el 

Departamento del Distrito FederaPª, en la cual, "se encuentran también algunos de los 

principios que formaron a la Ley de Justicia Fiscal, entre los más sobresalientes encontramos 

la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución mediante la garantía del interés 

fiscal; también ya se habla en él "de partes" y de " tribunal". 

16 Articulo l" de la Ley pcira el Arrci:lo út• lo Conlcmtioso Admini<;trclliv11 d<•I 25 U(' mJyo d1· 1853 
,. Cad1:na, Rojo Jaime. Op. CiL páRina 219. 

18 Pnimul¡~ada PI 11 de febrero d11 1929 y ruhh1"<ldt11'n el Di.irio Oíicial Út• la F<>dN.1ci6n 01 7 d1• m ar/.O dl'I 
mismo año. 
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Su carácter de órgmw j11risdiccio11nl lo señaló la Corte, pero desafortunadamente 

no fue posible admitir el criterio por ser órgano administrativo que ejercía facultades 

administrativas y algunas de jurisdicción retenida junto con la junta revisora del impuesto 

sobre la renta y el jurado de revisiones fiscales.El 16 de enero de 1929, el Congreso emitió 

un decreto donde se facultaba al Ejecutivo Federal para expedir un Código Fiscal de la 

Federación y realizar también todas aquéllas reformas legales necesarias para guardar la 

armonía de las leyes anteriores, con el ordenamiento nuevo. F:sto estableció un precedente, 

pues disponía que el servicio de justicia fiscal, tendría a su cargo la tramitación y resolución 

de las inconfomtidades presentadas por las personas que se consideraran afectadas por las 

resoluciones emitidas por las autoridades fiscales. 

Con tres años, de posterioridad es promulgada la Ley Orgánica de la Tesorería 

de la Federación, en la cual se regulan tanto los procedimientos de cobro de los créditos 

fiscales, como el derecho de los particulares para oponerse a los mismos, a través de un 

juicio sumario, el cual se tram itaba ante las autoridades judiciales federales. En diciembre 

de 1934, se plantea la necesidad de modificarla, en virtud de la conveniencia de crear un 

órgano distinto de la dependencia recaudadora de los créditos fiscales, encargado de la 

interpretación. 
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1.6. EL TRIBUNAL FEDERAL DEJUSTICLA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 

Del breve recorrido histórico hecho de la jurisdicción contenciosa-administrativcl 

en México, podemos destclcar que hasta 1934, no existía propiamente una jurisdicción 

ordinaria, es decir, un medio de impugnación en primera instancia y un debido proceso 

legal que resolviera sobre la legalidad de un acto dictado por alguno de los órganos que 

integran la Administración Pública Federal. 

Pues si bien es cierto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvía en 

segunda instancia sobre la constitucionalidad de dichos actos también lo es, que se dejaba 

en estado de indefensión al particular respecto de la validez del mismo, dicha circunstancicl 

no implica que la Corte no reconozca la validez de los procedimientos con carácter 

jurisdiccional tramitado ante autoridades administrativas. Con Don Antonio Carrillo Flores, 

es precisamente cuando surge la idea de crear un Tribunal indepe11rlie11te con la función de 

resolver las controversias suscitadas entre los particulares y la administración pública en 

materia exclusivamente tributaria. Esta idea fue planteada al Lic. Narciso Bassols, Secretario 

de Hacienda y Crédito Público bajo el mandato del Presidente Lázaro Cárdenas, quien se 

interesa en eJ proyecto y designa una comisión de estudio, integrada por e l propio Cmillo 

Flores, Manuel Sánchez Cuén y Alfonso Cortina Gutiérrez. El proyecto de ley, estuvo listo 

en 1936 y asf, en uso de las facultades legislativas extraordinarias concedidas por e l 

Congreso de la Unión en Decreto de 30 de diciembre de 1935, para la organización de los 

servicios públicos hacendarios, el entonces Presidente de la República dictó la Le,· de 

Justicia Fiscal. 
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El 27 de agosto de 1936, es entonces promulgada la Ley de Justicia Fiscal 

entrando en vigor el 1° de enero de 1937, marcando así la fecha de más importancia y 

trascendencia para la justicia administrativa de México y por tanto, nace a la vida jurídica el 

primer tribunal contencioso-administrativo en el sistema jurídico mexicano, al que se le 

denominó Tribunal Fiscal de la Federad(m, creado dentro del marco del Poder Ejecutivo. 

Al respecto, la propia Ley de Justicia Fiscal en su artículo primero, nos señala: 

"Se crea el Tribunal Fiscal de la Federación con las facultades 4ue esta 11>y le 

otorga. El Tribunal Fiscal dictará sus fallos en representación del Ejecutivo 

de la Unión, pero será independiente de la 51..>cretaria de Hacienda y Crédito 

Público y de cualquiera otra actividad adminisLrativa., . 

Como hemos comentado ya desde la nota introductoria del presente capítulo el 

Tribunal Fiscal tiene su origen en la doctrina francesa del contencioso-administrativo y 

dando razón de ello Don Alfonso Cortina Gutiérrez, nos dice: 

la Ley de Juslid a Fiscal se inspiró en lo contencioso administrativo 

francés y no en el italiano, al definir la competencia del Tribunal Fiscal. El 

régimen procesal italiano en el (ampo imposilivo era incompleto y 

defectuoso. 

( ... ) 

" ... para 1:omprobar esta dfirmaclón d1?be hacerse reforcncia a los cuatro 

casos de anulación que señalaba el arliculo 202 d1>l Códip,o anterior mismos 

que menciona el artículo 228 actual, que son idénlicos a los 4ue se abren el 

recurso frano\s por el rontrol <le la U.'p,alidad (l•xcés de pouvoir), a Sdhcr, los 

puntos la i.ncompetencia del órp,ano la omisión o incumplimiento <le las 

fom1alidades necesarias para el actll impul\nado la violación o la incorrecta 

apHcación de la ley aplicada y el desvio de poder. Más aun, en el dt>Sa rrollo 

histórico dr la jurisprud1•nda del rontcncioso administrativo franrés, esas 
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r ucJt rc• úius.is dt' cJnul..id6n se prt-st•nt,1rnn s ucp-;iv.rnwntt• l'n t>I nrdt•n tl1• lt>s 

cit.1dos lt•xlos nwxiranos señalan a CJda un<1 dl' 1.• llas" Iº 

Dos años después, el texto de la Ley de Justicia Fisca l fue incluido en el 

Código Fiscal de la Federación, el cual, a través de los anos ha ido cambiando su 

estructura y adicionando nuevas materias a su competencia. 

Desde la instauración del Tribunal Fiscal en México, mucho se cuestionó sobre 

su constitucionalidad, originándose un fuerte debate doctrinal, algunos tratadistas opinaron 

que no había precepto constitucional que en su texto, autorizara la creación de Tribunales 

Administrativos, ni por el Congreso de la Unión ni por el Poder Ejecutivo Federal. 

señaló: 

Al respecto la Exposición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal textualmente 

"En cuanto di problemc1 J e la Vd lidc7. rnnsliLudonal Jp l..i lt•y que crea a un 

Tribunal AdmínisLralivo en senlido íormal, ha d1• rcs1>lvcrsc 

administrali.vamcnlc, pues si bien, romo un.ínimcmenlc St' rc~:onoce en l..i 

doctrina mexicana, no pueden ncc1rst.• tribunah'!' ,1JministraLivos 

indrp<mdiC'nLes en absoluto, eslo 1's, ron rapacid<1d para 1.•m iL.ir fallos no 

sujetos al t!xamen d1• ni11p,una Jult•ridad, d..ido 4ul' 1.•xisle lc1 suj<~d<in y.i 

apunladd .:i los Tribunales Federal1-s. om vrn dl' amparo, ncJda se op11nc. 1•n 

1'd01bio a Id 1.·r1!ddón Ul' Trihunlllt.>s AdminislniLivos, 4ul' Junqut• 

inde p<'ndil'nlcs d i• la c1 dminislrdt:i(ln ,1<1iv.a, m> lo s;•;m J1' l Pod1•r Judicial". 

A fin de que el texto Constitucional reconociera los Tribunales Administn1tivos, 

19 PuglieSt!, l'vl.irio. Lnstitudones de Derecho Findnciero. Editori.il. Porni.1. S.A., M1•xit."o, 197ó. RPí1•rido 
por Cortina, Culiérrc7 Alf1mso. Estudio Preliminar. p,i)',1na 1tl8. 
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éste se reformó en su artículo 104, fracción I, por Decreto de diciembre de 1946, para quedar 

en los siguientes términos: 

"Corresponde .i los Tribunales de la Federación conocer: 

" \.- Di.> Lodas las (()nlroversias del ordc•n civil o criminal... en los asuntos c•n 

que la F(~dcn1dún (~Slé inten.'Silda, las ((~yes podrán cstabll>cl'r rel'.ursos a nh• 

la Suprema Corle> de justicia contra las sentencias dt? Tribunales 

Administrativos por la Ley Federal. siempre que dichos Lrihunales es tén 

dotados de plena autonomla para dictar sus fallos." 

Dicho numeral fue reformado e l 25 de octubre de 1%7, en la fracción I 

regulando con mayor claridad la naturaleza y los obje tivos de los Tribunales 

Administrativos, estableciendo lo siguiente: 

"Las Leyes Federales podrán instituir Tribunales de lo Contencioso 

AdmínisLTalivo, dotados de plena autonomía pa.ra d ictar sus fallos, que 

tengan a su cargo dirimjr las controversias que se susciten enLTe la 

Administración Pública Federal o del Distrito y Territorios Federales y los 

particulares ... " 

Con las reformas constitucionales anteriormente precisadas, se terminó la 

pretendida incompatibilidad del sistema de Tribunales Adminis trativos con la 

organización jurisdiccional prevista en la Constitución. 

A través de la adición constitucional publicada en el Diario Oficial de la 

Federación e l 10 de agosto de ·1987, se dio una mejor ubicación a las facultades del 

Congreso de la Unión, para legislar en est.a materia, quedando la fracción XXfX-H del 

36 
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artfwlo 73, hasta nuestros dias en los siguientes términos: 

" El Congreso licne farultad: 

"XXIX- H.- Para expedir leyes que instituyan Tribunales d1• lo Contencioso­

Administrativo, dolados de plena autonomla para dictar sus fallos, y que 

lcngan a su cargo dirimir las controversias que se suscil!'n entre la 

Adminislratión Pública Federal y los parliculares, estableciendo las normas 

para su organización, s u funcionamiento, el procedimicnlo y los recursos 

contra sus resoluciones" . 

De lo anterior podemos concluir, que con dicha reforma S(> eliminaron todas las 

dudas que surgieron respecto a la constitucionalidad del TribunaJ Fiscal. 

Con la aparición del Tribunal en comento, se rompió la tradición formal del 

sistema constitucional mexicano, ya que la estructura potitica del Estado mexicano, descansa 

en el principio de división de poderes -Ejecutivo, Legislativo y Judicial.20 

As~ para la doctrina, el Poder Judicial es el encargado de dirimir las 

controve.rsias derivadas de la aplicación de la ley y por lo tanto, lo correcto era que el 

Tribunal Fiscal de la Federación quedara encuadrado dentro de éste poder y no dentro del 

Ejecutivo. 

La corriente que invocaba la violación al principio de división de poderes, fue la 

que se opuso a la creación de este órgano jurisdiccionaJ, en razón de que, a su parecer, la 

facultad de decir el derecho al resolver controversias, única y exclusivamente le 

::> • VéaSC' Artículo 49 de la Constilución Pol.ílica de los E.5Lados Unidos Mcxi(,rnos 

37 
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correspondia al Poder Judicial y no al Ejecutivo. 

Sin embargo, quienes apoyaban la creación de este Tribunal sostenian que para 

no incurrir precisamente en una violación al principio de división de poderes, era que se 

creaba el supracitado Tribunal. Lo anterior, a efecto de impedir que uno de los poderes de 

la Unión (Poder Judicial), cuestionara la actuación de otro Poder (Ejecutivo), mediante el 

análisis de la legalidad de sus actos, lo cual sí daría lugar a una violación al principio de 

división de poderes. 

Asi pues, con el nacimiento del Tribunal Fiscal se generaba la posibilidad de que 

el Poder Ejecutivo revisara sus propias actuaciones por medio de un organismo con 

características jurisdiccionales, que siendo autónomo de aquél, pudiera anuJar sus actos si 

estos no se ajustaban a la ley. 

Así las cosas, la creación del órgano que nos ocupa procede, según señala 

Bonnard,21 -citado por Gabino Fraga-, por la existencia de dos tipos de separación. 

• la que impide que tribuna.les judiciales inlervenp,an en la administraúón y 

• la que separa la Administración activa de la Administración contenciosa. 

Lo anterior además de que la Constitución, con las reformas realizadas, 

contempla la existencia de los tribunales administrativos, resulta que su creación no se 

contrapone al principio de división de poderes establecido en el artículo 49 de nuestra Carta 

21 Fraga, Gabino. Derecho Administrcttivo. EJitoria l Porrúa, S.A., México, 1989. pá¡:ina 461 
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Magna, en razón de que el Tribunal Fiscal de la Federación conoce de los actos emitidos por 

el Poder Ejecutivo (dependencias y órganos), pero resuelve con independencia de éste 

úJtimo, de conocer y resolver de ese tipo de asuntos, estaría violando el principio antes 

mencionado. 

Esta reunión de funciones en el interior de cualquiera de los poderes del Estado, 

obligan a desentrañar la naturaleza jurídica del órgano. Por esta razón, se han clasificado 

doctrínalmente en dos criterios: el formal y el material. a) El formal atimde al órgano que 

realiza las fimdones en cuestión. b) El material atiende a la nah1raleza intrínseca del acto, es decir, 

la actividad que esencialmente realiza ese órgano. 

No es para nadie desconocido que tradicionalmente y desde e l punto de vista 

formal, el órgano perteneciente al Poder JudidaJ, es el encargado de aplicar y declarar e l 

derecho en nuestro país; sin embargo, en atención a lo antes expuesto, e l Tribunal Fiscal de 

la Federación es competente para atender sobre las pretensiones de las partes (autoridad y 

particular) y declarar a quien ampara e l derecho, por ello, podemos asentar que el Trib1111a/ 

Fiscal de la Federadón es formalme11te administrativo - por estar colocado en el marco del Poder 

Ejee11tivo- y 111aterial111et1te jurisdicdo11al - por resolver res~cfo de lns co11troversins jurídicas 

sometidas a su conoci 111 ie11 to-. 

Al respecto la exposición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal apunta: 

"El más alto tribunal e.Je Ja repúblicCJ íijó estas tesis frenll' .i or¡:anisrnos y 

proccc.Jimicmtos que no presentaban lodos los Car-dcl<>res U\' OrJ\dnL<;mos y 
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procedimientos jurisdiccionales particularmente en lo que loca a su 

independencia &ente a la Administración activa por eUo confía el ejecutivo 

en que con mayor razón se reconocerá la Constitucionalidad de un cuerpo 

como el Tiibunal Fiscal de la Federación, que desde los puntos de vista 

orgánicos, formal - en cuanto a formas de proceder y poder en que está 

colocado- y material será un tribunal y ejercitará funciones jurisdiccionales." 

1.7. ESTRUCTURA. 

El Tribunal Fiscal ha sido sujeto de diversos cambios como hemos podido ir 

observando; uno de los últimos y de especial importancia administrativa corresponde al de 

1995, donde por fin logra autorwmía presupuestaria22 y corta su cordón am la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público para la obtención de sus remrsos. 

El Tribunal Fiscal, actualmente se integra por una Sala Superior y Salas 

Regionales.23 

La primera se compone por once magistrados nombrados especialmente para 

e llo, de entre los cuales se elige al Presidente del Tribunal. Ésta puede actuar en Pleno o e11 

dos Secciones. 

El Ple110 se compone por los magistrados de la Sala Superior, y por el Presidente 

de l Tribunal necesitando para sesionar un quórum de siete de s us miembros Dentro de s u 

l
2 Decreto publicado en el Diario Oficial de la Fedcrat'ión el 31 de diciembre J e 1995 

:l Véase Arlículo 2 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de justicia Fiscal y Administrativa. 
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rompete11cia jurisdiccional e11co11tramos: a) Fijar o sllspender la jurisprudencüi del Trib1111al, así C1)1110 

ordenar su publicación; b) Resolver por atracción los juicios en que sea necesario establecer la 

interpretación directa de un precepto de ley o reglamento o fijar el alcance de Jos elementos 

constitutivos de una contribución, l1asta fijar jurisprudencia; c) Resolver los incidentes y 

recursos que procedan en contra de los actos y resoluciones del Pleno, asi como la queja y 

determinar las medidas de apremio; d) Resolver sobre las excitativas de justicia y calificar 

los impedimentos, etc. 

Dentro de sus f acultades administrativas se encuentran: a) Designar al 

Presidente del Tribunal, asi como a los principales funcionarios; b) Señalar la sede y el 

número de las Salas Regionales, asi como resolver los conflictos de competencia que se 

susciten entre ellas; c) Adscribir a los magistrados a las Secciones de Ja Sala Superior y a las 

Salas Regionales; d) Expedir el Reglamento Interior del Tribunal y los acuerdos necesarios, 

y no olvidamos, es el órgano supremo por tanto, aplica las sanciones administrativas a que 

haya lugar. 

Las Secciones se integran con cinco magistrados cada una, de entre los cuales 

elegirán a su Presidente, necesitando para sesionar un quórum de cuatro de sus miembros. 

Son competentes para resolver: a) Los juicios que traten las materias señaladas en el artículo 

94 de la Ley de Comercio Exterior; b) Juicios en que la resolución impugnada se encuentre 

fundada en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o en materia 

comercial, c) Resolver los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos ~· 

.¡¡ 
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resoluciones de la Sección, asf como la queja y determinar las medidas de apremio; d) Fijar o 

suspender la jurisprudencia del Tribu11al, etc. 

El Presidente del Tribunal es designado por el Pleno, por un período de dos 

años sin posibilidad de reelección inmediata. No integra Sección, salvo que sea insuficiente 

el quórum para sesionar, en cuyo caso presidirá dicha sesión; sus funciones estriban en: a) 

Vigilar su buena marcha asf como el despacho de los asuntos administrativos encaminados 

a su correcto funcionamiento, b) Rendir un informe anual dando cuenta de la marcha del Tribunal 

y de las principales jurisprudencias estableadas por el Pleno y las Secciones de la Sala Superior, etc. 

Es aquí donde no hay que olvidar hacer mención de Ja importancia que 

revisten los órganos y unidades administrativas establecidos en la Ley Orgánica como: 

la Oficialia Mayor, la Secretada General de Acuerdos, la Contraloría Interna y las demás 

unidades administrativas que establezca el reglamento interior Las cuales auxilian al 

magistrado Presidente al buen y eficaz desempeño de sus funciones. 

En cuanto a las Salas Regionales, el Tribunal cuenta con 20 Regiones, con un 

total de 37 Salas. Cada Sala se íntegra por tres magistrados entre los cuales se designa 

anualmente a su presidente quien tampoco puede ser reelecto en forma inmediata. 

Para una mayor comprensión de lo anterior, tenemos que las Salas 

Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se conforman de la 

siguiente manera: 
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l.- Región del Noroeste 1: Con una Sala que se denomina Sala Regional del 

Noroeste I, con sede en Tijuana, Baja California. 

Il.- Región del Noroeste U: con dos Salas que se denominan Primera Sala 

Regional del Noroeste Il y Segunda Sala Regional Noroeste Il, ambas con sede en la 

ciudad de Hermosillo, Sonora . 

fil- Región del Noroeste 111: Con una Sala que se denomina Sala Regional 

del Noroeste lIL con sede en la ciudad de CuJiacán, Sinaloa. 

IV.- Región del Norte-Centro 1: con una Salas que se denomina Sala 

Regional del Norte Centro 1, con sede en la ciudad de Chihuahua, Chihuahua. 

V.- Región del Norte Centro 11: integrada por dos Salas que se denominan: 

Primera Sala Regional del Norte Centro U y Segunda Sala Regional del Norte Centro TI, 

ambas con sede en la ciudad de Torreón, Coahuila. 

VI.- Región del Noreste: con 2 Salas, que se denominan Primera Sa la 

Regional del Noroeste y Segunda Sala Regional del Noroesle, ambas con sede en 

Monterrey, Nuevo León. 

VII.- Región del Occidente: integrada con 2 Salas que se denominan Prime r" 
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Sala Regional del Occidente y Segunda Sala Regional del Occidente, ambas con sede en 

Guadalajara, Jalisco. 

VID.- Región del Centro l: Con una Sala que se denomina Sala Regional del 

Centro I, con sede en Aguascalientes, Aguascalientes. 

IX.- Región del Centro 11: Con una Sala que se denom ina Sala Regional del 

Centro II, con sede en la ciudad de Querétaro, Querétaro. 

X.- Región del Centro III: Con una Sala que se denomina Sala Regional del 

Centro ID, con sede en la ciudad de Celaya, Guanajuato. 

XL- Región Hidalgo México: Integrada con 3 Salas, que se denominan, 

Primera Sala Regional Hidalgo México, Segunda Sala Regional Hidalgo México y 

Tercera Sala Regional Hidalgo México, con sede en el Municipio de Tlalnepantla, 

México, cuya juriscticción abarca los estados de Hidalgo y México. 

XII.- Región de Oriente: Con 2 Salas, que se denominan Primera Sala 

Regional de Oriente y Segunda Sala Regional de Oriente, ambas con sede en la ciudad 

de Puebla, Puebla. 

XIIL- Región del Golfo: Con una Sala que se denomina Sala Regional del 

Golfo, con sede en Jalapa, Veracruz. 
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XIV.- Región dt.>1 Padfü·o: Con unil Sillil qut> se denomina Sala Regional del 

l'ilcifico, con sede t>n la riudild de Acapulco, Guerrero. 

XV.- Región del Sureste, Con unil Sala que se denomina Salil Regiona l del 

Sureste, con sede en Oaxar a, Ü ilxac.l. 

XVI.- Región Peninsular, Con una Sa la que se denomina Silla Regional 

Peninsuldr, con sede en Mérid a, Yucatán. 

XVII.- Región Metropolitana: Con 11 Salas, todas ellas con sede en la Ciudad 

de México, Distrito Federal. 

XVlll.- Región del Golfo-Norte: Con una Sala que se denomina Sala 

Regional del Gol fo Norte, con sede en la ciudad de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

XIX .- Región Chiapas Tabasco: Con una Sala que se denomina Sala Regional 

Chiilpas-Tabasco, con sede en la ciudad Tuxtla Gutiérrez Chiapas, Chiapas. 

XX.- Región del Caribe: Con una Sala que se denomina Silla Regional del 

Cuibc', con sede en la ciudild de Benito Juárez, Quintana Roo. 
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1.8. COMPETEN CIA. 

Lc1 competenci,1 por mc1teria de las salas regionales se encuentra establecida en el 

c1rtirulo 11 de la Ley Orgánica del Tribuncll Federal de Justicia Fiscal y Adm inistrativa, y el 

articulo 31 de dicho ordenamiento señala la competencia en razón de territorio, por lo que 

se deduce que las salas regionales tienen competencia en razón de materia y el territorio. 

Por razón de te rritorio, las salas, de acuerdo al ordenamiento legal en estudio, 

serán competentes por regla general tomando en cuenta e l lugar donde se encuentre la sede 

de la autoridad demandada; si fueran varias las autoridades demandadas, donde se 

encuentre la que dictó la resolución impugnada. 

Cuando el particular sea el demandado, se entenderá su domicilio. Lo anterior, 

toda vez que en el penúltimo párrafo del articulo 11 de Ley Orgánica del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, se prevé "el juicio de lesividnd", al señalar que las salas 

regionclles conocerán de los juicios que promuevan las autoridades para nulificar las 

resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que dichas resoluciones 

sean de su competencia. 

Por otro lado, en razón a la competencia por matericl, e l Tribunal Federcll de 

justicia Fiscal y A dministrativa, es competente, según lo dispuesto por el artículo 11 de 

su ley orgánica, de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas que 

se indican c1 continuación: 
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1. Lcis drrtadas por autoridades fiscales federales y organismos fisca les autónomos, 
en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida 
o se den las bases para su liquidación. 

11. Las que nieguen la devolución de un ingreso, de los regulados por el Código 
Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución 
proceda de conformidad con las leyes fiscales. 

111 Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales. 

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las 
fracciones anteriores. 

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que 
concedan las leyes en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la 
Armada Nacional o de sus familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de 
Pensiones Militares o al Erario Federal, asi como las que establezcan obligaciones a 
cargo de las mismas personas, de acuerdo con las leyes que otorgan dichas 
prestaciones. 

Cuando el interesado afirme, para fundar su demanda que le corresponde un mayor 
número de años de serv1cio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que 
debió ser retirado con grado supérior al que consigne la resolución impugnada o 
que su situacióf1 militar sea diversa de la que le fue reconocida por la Secretaria de 
la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se versen cuestiones de 
jerarquía, antigüedad en el grado o tiempo de servicios milita.res, las sentencias del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a 
la detem1inación de la cuantía de la prestación pecuniaria que a los propios 
militares corresponda, o a las bases para su depuración. 

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al Erar.io Federal 
o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

VIL Las que se dicten sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras 
públicas celebrados por las dependencias de la Administración Pública Federal 
Centralizada. 

VIII. Las que constituyan créditos por responsabilidades contra servidores públicos 
de la Federación, del Distrito Federal o de los organismos descentralizados federales 
o del propio Distrito Federal, así como en contra de los particulares involucrados en 
dichas responsabilidades. 

IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito 
Federal, los Estados y los Municipios, asi como sus organismos descentra lizados. 

X. Las que se dicten negando a los particulares la indemnización a que se contrae el 
artículc 77 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. El 
particular podrá optar por esta vía o acudir ante la instancia judicial competente. 
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XI. Las que traten las materias señaladas en e l artículo 94 de la Ley de Comercio 
Exterior. 

XII. Las que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en los 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

XIIl. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un 
procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los 
términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

XIV. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que 
se indican en las demás fracciones de este artículo. 

XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del TribunaL 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán 
definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de 
éste sea optativa. 
El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que 
promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas 
favorables a un particular, siempre que dichas resoluci9nes sean de las materias 
señaladas en las fracciones anteriores como de su competencia. 

También conocerá de los juicios que se promuevan contra una resolución negativa 
ficta configurada, en las materias señaladas en este articulo, por el transcurso del 
plazo que señalen las disposiciones aplicables o, en su defecto, por la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. Asimismo, conocerá de los juicios que se 
promuevan en contra de la negativa de La autoridad a expedir la constancia de 
haberse configurado la resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista 
por la ley que rija a dichas materias. 

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los 
que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o 
anotación ante autoridad ad ministrativa. 

De lo anterior, pode mos resaltar que esta Ley incorpora materias que antes se 

encontra ban dispersas en otras leyes, como lo es l.o re lativo a las responsabilidades de 

los servidores públicos, los requerimientos de pago de pólizas fianzas, oto rgad as para 

garantizar e l cumplimiento de obligaciones a favor de la Federación, Estados y los 

Municipios, y de s us organismos descentralizados, así corno lo re la tivo a la mate ria de 

Come rcio Exte rior; competencia que se encontraba en la Ley Federal de 
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R('sponsabilidades de los Servidores Públicos, Ley Federal de lnstituciones de Fianzas y 

Ley de Comercio Exterior, respectivamente. 

Además, reviste una gran importancia, el resaltar e l contenido de la fracción 

XIll del artículo l"I de la Ley en estudio, pues incorpora como competencia del Tribunal 

Fiscal casi la totalidad de las materias que realizan las dependencias de la 

Administración Pública Federal centralizada, en virtud de que dicho Órgano 

Jurisdiccional es competente para conocer de las resoluciones que resuelvan el recurso 

de revisión, previsto por e l artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, el cual es procedente para impugnar los actos y resoluciones de las 

autoridades administrativas que pongan fin, a una instancia o resue lvan un expediente, 

de las materias que regula dicho ordenamiento procedimental. 

En esta medida, si dicho ordenamiento legal, en su artículo 1° se aplica a los 

actos, procedim ientos y resoluciones de la Administración Pública Federal centralizada, 

con exclusión de las materias que en e l mismo se establecen, y de las cuales las únicas 

que no son competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi nistrativa, son los 

re lativos a las materias e lectoral, justicia laboral y agraria, ni a l Ministerio Público en 

ejercicio de s us funciones constitucionales, resulta que ahora este Tribunal es competente 

para conoce r de todas las materias adm inistrativas, con exclusión de las sei\aladas.24 

=·• V1\1sc Aru\·u lo 1'' de la wy frJcr.il J1• Prnn•Jimk•nto Administnilivo. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 

LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA 

Sumario: 2.1. lntrod11cció11 al Capítulo. 2.2. Obligación Trib11taria. 2.3. 
Nacimiento. 2.3.1. Hecho Gcncratlor. 2.3.2. Hecho /111po11iblc. 2.4. S11jctos de la 
relación trib11taria. 2.4.1. Los 511jctos Activos. 2.4. 2. Los S11jetos Pasivos. 2.5. La 
dctermi11aáó11.2.5.1 Concepto. 2.5.2 Tipos de Deter111i11adó11. 2.6. El crédito Fiscal. 

2.1. INTRODUCCIÓN AL CAPÍTULO. 

En el Presente Capitulo, el fin que se persigue es demostrar el cómo nace la 

relación jurfdico-tributaria, por medio de la cual los gobernados contribuyen a sufragar 

los gastos públicos, asl cómo surge la facultad de la autoridad para determinar en 

cantidad liquida la obligación y su exigibilidad. 

Para elJo, se definirá en qué consiste la obligación tributaria, el momento de su 

nacimiento, así como se precisará los sujetos que intervienen en ésta relación. 

Consecutivamente, se podrá conocer cómo se determina la obligación jurídico-

tributaria, para poder Hegar al conocimiento y fijación del crédito fiscal a cargo de un 

particular. 

íO 



"INOICf. NACIUNAl . llf. l'Rf.Cll"t; Al. t;O~UMll>OR Cl) Ml) M St. l'A RA 1.A f IJA<"IÜN llt 1.A CONTRl~UCIÓN FISCAi. Y SU. Al "( 'fSORlfi', 
~u IMl'UCNM"IÓN A TRAVl1s 01'.i,JUl\'lll l)f. NUl.ll) AIY" 

2.2 OBLIGACIÓN TRlBUT ARIA. 

En primer término, el sustentante conviene indicar que el Estado para el ejercicio 

de sus funciones requiere de los medios económicos necesarios para Uevarlas acabo 

adecuadamente. La idea del "bien común" no se puede alcanzar sin los fondos necesarios 

para la realización de sus actividades. Es aqul, donde aparecen las Finanzas Públicas y en 

que términos generales nos dan la idea de dinero. 

La palabra ''.fi11m1zns'' se deriva de la voz latina faier, que significa "terminar, 

pagar". Asi, el concepto de finanzas hace referencia a todo lo relativo a pagar, y Jo relaciona 

no sólo el acto de terminar con un adeudo, de pagar, sino también la forma de manejar 

aquello con que se paga y la forma en que se obtuvo a fin de estar posibilidad de pagar. Es 

asi que por finanzas debemos entender la materia relativa a los recursos económicos. 

Aplicado lo anterior a nuestro campo, las Finanzas Públicas constituyen la 

materia que comprende todo el aspecto económico del ente público y que se traduce en la 

actividad tendiente a la obtención, manejo o ad111i11istraci.ón y erogación de los recursos con que 

cuenta el Estado para la realización de sus actividades y que efectúa para la consecución de 

sus fines. 

Las Finanzas Públicas como materia de estudio, ha dado lugar a una serie de 

conceptos, principios e instituciones relativos a los fenómenos de la obtención, 

administración y erogación de los recursos económicos con que cuenta el Estado para la 
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realización de sus fines. Estos conocimiento se estructuran sistemáticamente en una 

disciplina, la cual se conoce como Derecho Financiero. 

Esto es, el Derecho Financiero comprende las normas relativas a la obtención, 

manejo y aplicación de los recursos del Estado; este campo se reduce cuando se concentra al 

aspecto de la obtención de los recursos que recibe el Estado por distintos medios, ya sea por 

la explotación de sus recursos, por la aportación voluntaria de diversos sujetos, o por la 

imposición que establece debido a su poder de imperio. 

Por ello, cuando se enfoca es1a materia exclusivamente hacia la obtención de 

recursos, se encuentra frente al llamado Derecho Fiscal, el cual comprende las normas que 

regulan la actuación del Estado para la obtención de recursos y las relaciones que se 

generan con esa actividad. 

Esto es, lo fisca l, se refiere a todo tipo de ingresos, es decir, a todo lo que ingresa 

en el "fiscus" o erario. Desde este punto de vista, se encuentra que lo Fiscal se extiende a 

todo tipo de ingresos de derecho público que percibe la Federación: contribuciones, 

aprovechamientos y sus dccesorios, todos los regulados por la Ley de Ingresos de la 

Federación que anualmente publica el Congreso de la Unión. Por lo que, validamente, se 

puede dfirmar que el Derecho Fiscal regula todo lo relativo a los ingresos que el Estado 

obtiene en el ejercicio de sus funciones. 
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Por último, una corriente de tratadistas dentro del cc1mpo de la Finanzas 

Públicas se ha concentrado en el estudio de la regulación de la c1ctividad del Estado 

tendiente a la obtención de recursos fundada en su poder de imperio, a través de la cual se 

impone a los particulares la obligación de contribuir a las cargas públicas, con lo que ha 

estructurado la disciplina denominada Derecho Tributario, es decir, el conjunto de normas 

y principios jurídicos que se refieren sólo a los Tributos, y no a los demás recursos que 

ingresan al Estado, como lo relativo a la explotación de sus propios recursos y los 

crediticios. 

Ahora bien, antes de dar un concepto de lo que debe entenderse por oblignció11 

tributnrin, resulta conveniente mencionar la definición de obligación utilizada en'eJ Derecho 

Romano, ya que finalmente ha traspasado la barrera del tiempo convirtiéndose en clásica, 

así en las Instituciones de Justi.niano la obligación es " iuris vinculum, quo necesitate 

adstringimur alicufos solvendae rei, secundum nostrae civitati.s iura; es decir, la obligación 

es el vínculo jurídico por el cual quedamos constreñidos a cumplir necesariamente, de 

acuerdo con e l derecho de nuestra comunidad politica. 

Ahora bien, la ley fiscal no da una definición especifica respecto de lo que debe 

entenderse por obligación tributaria, solamente hace referencia a las obligaciones que tienen 

las personas físicas o morales, nacionales y extranjeras que se coloquen en e l supuesto 

normativo, de contribuir a los gastos públicos conforme a las leyes fiscales respectivas. 
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En este sentido, para poder conceptuar el término obligación tributaria, en 

necesario referirnos al concepto"rt'/ació11 j11rídiro tri/111/nrin", para e llo es conveniente partir 

de la presencia de una norma jurídica que en sí y por sí, no obliga a nadie mientras no se dé 

un hecho o situación previsto en ella; es decir, mientras no se realice el presupuesto 

normativo. Una vez realiz.ado este supuesto previsto por la norma se producirán las 

consecuencias jurídicas, las cuales serán imputadas a los sujetos que se encuentren legados 

por el nexo de la causalidad que relaciona el presupuesto con la consecuencia. Esa relación 

que nace al darse la situación concreta prevista por norma legal, es la relación jurídica, la 

cual, cuando su materia se refiere al fenómeno tributario se conoce con el nombre de 

relación jurídico tributaria, misma que el Licenciado Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez 

define como: "el vfnatlo jurídico entre diversos sujetos respecto del uacimiento, modificació11, 

tra11smisió11 o extinción de deredws y obligaciones e11111ateria tributaria. ". 1 

Este concepto, nos pem1ite identificar a la relación jurídico tributaria y 

diferenciarla de la obligación tributaria, pues resulta claro que la relación jurídica, como 

vínculo entre cliversos sujetos, comprende tanto a los derechos como a las obligaciones, de 

donde se deriva que aquélla es el todo y ésta sólo una de sus partes. 

Por su parte el Marga in Manautou, la define como: " ... el ví11c11lo jurídico en virt11d 

del mnl el Estado denominado s1~ieto activo, exige al deudor, de110111i11ndo sujeto pasivo o 

1 Ddp,aJiilo Gulillrr~z Luis Humberlo. Principios de Del\'cho Tributario. Limus.i Nori1•p,a Editores. 
Tercern Edición, Mí?xirn 1995, página 98. 
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rcmtri/Juymtc el rnm¡1/imie11to de 1111n prestnció11 penminrin o rxcepcio11n/111e11te e11 especie ... " .2 

Por otro l.ldo, el Diccionario Jurídico Espasa, señala que la obligación tributaria 

es: " ... In lotnlidrut de deberC'S tri/Jutnrios correspo11die11tes ni sujeto pasivo, praue11ie11tes de In relnció11 

tri/111 /nrin ... " :' 

Por otra pa rte, en términos generales se ha considerad o como obligación a la 

necesid ad jurídica que tiene una persona de cumplir una prestación de d iverso 

contenid o, o como la conducta debida en virtud d e la sujeción de una persona a un 

mandato lega l. 

Por lo que a la obligación tributaria, se le ha clasificado de la siguiente 

manera: 

a) Atend iend o a su naturaleza: sustantiva y formal. 

La sustantiva.- Se refiere al pago de los tributos, es decir, el cumplimiento de 

la prestación de dar, que se trad uce en el pago de una suma de dinero o 

esporádica mente, la entrega de ciertos bienes. Esta o bligación implica un 

desprend imiento natural por parte del sujeto pasivo de recursos económicos, ya sean 

monetarios o en especie. 

= MM!',ilin l'v!Jnuu lou. Intnu.iun:ión .i.1 Estudio del Derecho Tribut.lrio Mexicano, Edilorial Porrú<1. S.A., 
Dedmoni.irtJ Edidím, M1\xirn 1999, página 216. 
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La formal (consiste en un hacer, no hacer o tolerar). 

i) Hacer, son las que tienden a la realización de actos o acciones en sentido 

positivo; ejemplo, presentar avisos, realizar declaraciones, inscribirse en el Registro 

Federal de Contribuyentes, llevar contabilidad, e tc. 

ii) No Hacer, se presentan como consecuencia de una prohibición por ley a 

cargo de los contribuyentes para realizar una acción, que en ausencia de la norma 

tributaria o prohibitiva será ilícita. A manera de ejemplo, llevar doble contabilidad, con 

distiJlto contenido. 

iii) Tolerar, consiste en soportar una determinada conducta de la autoridad o 

del sujeto activo de la relación tributaria, que invapa la esfera jurídica del sujeto pasivo, 

ejemplo: la realización· de una visita dom iciliaria, etc. 

Por otro lado, de acuerdo con la doctrina civilista de las obligaciones, éstas 

nacen bien de la voluntad del obligado o bien de la voluntad de la ley. En el primer 

supuesto, se está ante las obligaciones denominadas vol1111tarias o consensuales y en el 

segundo frente a las legales, o "ex lege" . Tratándose de las obligaciones denominadas 

voluntarias se acepta comúnmente que en éstas la ley es la fuente mediata de las mismas 

y la voluntad su fuente inmed iata, lo anterior en virtud de que efectivamente es la 

voluntad la que da nacimiento y vida a la obligación pero siempre y cuando se 

J Diccionario Juridico Espasa. Espas¡¡ Calpc, S.A., Espilña 2001, pá¡~ina 1050 
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encuentre tutelada por la norma jurídica, es decir, para que la voluntad pueda ser 

fuente de obligaciones se requiere que exista una norma jurídica que le atribuya tal 

eficiencia. Por tanto, se habla de obligaciones consensuales s imple y sencillamente por 

la preeminencia del consentimiento, el ejemplo más acabado de tales obligaciones son 

las contractuales. 

Distingue, también la doctrina otra gran categoría de obligaciones 

atendiendo a su fuente, como son las denominadas legales; en ellas, tanto la fuente 

mediata como la inmediata se encuentran en la ley, es decir es ella misma. Por tanto, 

puede afirmarse que dentro de tal categoría de obligaciones la ley resul ta un elemento 

necesario para que nazca la obligación, pero no suficiente, toda vez que sin la 

actualización del supuesto normativo la obligación no nace. El nacimiento de las 

obligaciones legales se vincula la existencia de la norma y verificación del supuesto en 

ella previsto. La norma por si misma no genera obligación alguna, es sólo una 

proposición; el presupuesto sin norma no tiene existencia, por tal motivo, para que 

puedan nacer las denominadas obligaciones legales se requiere la concurrencia de la 

norma jurídica y la verificación del supuesto en ella previsto, y por supuesto distinto de 

la voluntad del obligado. 

Por último, por no dejar de mencionar existe otra fuente de las obligaciones, 

las cuales la ley, por s i misma, s in conexión con ningún hecho jurídico: a las 

obligaciones que nacen en esa forma, se les da el nombre de obligaciones 111ern111e11te 

legales. 
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Si se aplican est<1s ideas, se puede concluir que el contenido de la obligación 

tributaria es la conduct,l dP dar, hacer, no hacer o tolerar, que un sujeto debe cumplir 

por haber realizado el supuesto previsto en lci norma tributaria. De donde se deriva que 

el Derecho Tributario comprende todos los aspectos relativos al fenómeno jurídico de la 

imposición, los cuales se encuentran sistematizados en una rama autónoma del 

Derecho, lo que trae como consecuencia que la obligación, como parte fundamenta l de 

esta disciplina, se debe considerar como una conducta consistente en dar, hacer, no 

hacer o tolerar. 

23. NAOMIENTO. 

Partiendo de lo anterior, puede afirmarse que la obligación tributaria 

atendiendo a su fuente, es una obligación ex lege, ya que nace, se crea se instaura por fuerza 

de la Ley; es decir, surge por determinación de la ley una vez que se realiza el supuesto 

previsto en ella, por tanto en el campo de la obligación tributaria la voluntad del sujeto 

deudor y obligado carece de toda relevancia constitutiva de la obligación. 

Bajo estos lineamientos, Safoz de Bujanda -citado por Jesús Quintana Valtierra-, 

proporciona una definición bastante aceptable de lo que es el hecho imponible, señalando 

que: " ... es el l1ec/10 liipotéticn111e11te previsto en la 11or111a t¡fle genera, ni realizarse In o/Jlignrió11 
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tril111fnria ... " .1 

Por tanto, se puede concluir que la obligación tributaria nace una vez que se 

actualiza 1<1 hipótesis normativa prevista en ley. 

El artículo 17 del Código Fiscal de la Federación de 1%7, disponía que la 

obligación fiscal nace cuando se realizan las situaciones jurídicas o de hecho previstas en las 

leyes fiscales. 

El legislador mexicano es receptivo de tal doctrina cuando proclama en el 

Artículo 6" del Código Fiscal de la Federación: "Las contribuciones se causan conforme se 

realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fisca les vigentes 

durante eJ lapso en que ocurran ... ". 

Por lo anterior, el nacimiento de la obligación tributaria tiene su génesis en la 

existencia del hecho imponible que representa la hipótesis o supuesto normativo y el hecho 

generador, que es el hecho material que se consuma en la vida real, que actualiza la 

hipótesis normativa; en este sentido, la obligación tributaria se origina en e l momento en 

que el hecho generador coincide con la situación abstracta prevista en la norma tributaria. 

'Quinlana Vallierr.1 J<:süs. Oen!cho Tributario Mexicano, EJilorial Trillas, Méxirn 1998, página 88 
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2.3.1. HECHO GENERADOR. 

Como ya se indicó, la obligación tributaria como obligación ex lege, nace por 

disposición de la ley. Sin embargo, para su nacimiento es menester señalar que surja 

concretamente eJ hecho o presupuesto que el legislador señala como apto para servir de 

fundamento a la ocurrencia de la relación jurídico tributaria. 

Por lo que, el hecho generador es la conducta concreta y material que se 

despliega de Ja realidad, el cual aJ reunir los elementos contenidos en la hipótesis, logrando 

la adecuación al supuesto jwidico, da nacimiento a la obligación tributaria. 

23.2. HECHO IMPONIBLE. 

En la doctrina encontramos diferentes tendencias respecto de la identificación de 

la conducta que, como se señaló en el punto anterior, se denomina !Iec!Io generador y que en 

muchas ocasiones se confunde con el llec!Io imponible, por lo que es necesario, de una vez, 

concretar que se trata de dos aspectos de un mismo fenómeno de la tributación: El hecho 

imponible, es la situación jurídica o de hecho que el legislador seleccionó y estableció en la 

Ley para que al ser realizada por un sujeto, genere la obligación tributaria; por lo tanto, se 

concluye que se trata de un hecho o s ituación de contenido económico, que debe estar 

previsto en la ley formal y materialmente considerada, con sus elementos esenciales: objeto, 

sujeto, base, tasa, tarifa o cuota. 
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Por citar, un ejemplo, el hecho imponible en el 1mpuesto sobre la Renta lo 

constituye la disponibilidad de una renl,1 por parte del sujeto pasivo del tributo, 

entendiendo el concepto renta como la suma de tod os los ingresos netos que eleva n la 

ct1pacidad económica del receptor. 

Por tanto, el objeto del impuesto lo constituye el ingreso que mod ifica el 

patrimonio del contri buyente. 

En efecto, el hecho imponible es el presupuesto de naturaleza jurídica o 

económica fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya real ización origina el 

nacimiento de la obligación tributaria. 

El hecho imponible cons tituye el hecho definidor o configurador que 

identifica a cada tributo, más aún, que legitima la im posición, en cuanto q ue sólo por su 

realización puede prod ucirse la sujeción al tributo y será licita su exigencia. 

En efecto, el hecho imponible debe ser, en todos los casos, un elemento fijado 

por la ley; se trata siempre de un hecho de naturaleza jurfdica, creado y definido por la 

norma, y que no existe hasta que ésta lo ha descrito o tipificado. 

En cuanto a la estructura del hecho imponible, la doctrina distingue dos 

elementos: el subjetivo y el objetivo. 
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El elemento subjetivo es la relación, preestablecida también por la ley, en la 

que debe encontrarse e l sujeto pasivo de l tributo con aquel primer e lemento (objetivo) a 

fin de que pueda surgir frente a é l el crédito impositivo del ente público. 

Por su parte, el elemento objetivo del hecho imponible (o presupuesto 

objetivo) es un acto, un hecho o una situ ación de la persona o de sus bienes que puede 

ser contemplado desde varios aspectos (material, espacial, tempora l y cuantitativo). 

El aspecto m aterial o cualitativo indica el hecho, acto, n egocio o situación 

que se grava, y que en los sistemas tributarios desarrollados s ue le encontrarse en 

estrecha re lación con un indice de capacidad económica, como la renta, el patrimonfo o 

e l consumo. 

Para fines ilustrativos, se puede señalar eJ siguiente esquema de supuestos: 

1°. Un acontecimiento material o un fenómeno de consistencia económica, 

tipificado por las normas tributarias y transformado, consiguientemente, en fig ura 

jurídica tfotada de un tratamiento de terminado por el ord enam iento positivo. 

2º. Un acto o negocio jurídico, tipificado por el Derecho privado o por otro 

sector del ordena miento positivo y asumido como hecho im ponible por obra de la ley 

tribu ta ria. 
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3°. Un estado, situélción o cualidad de la persona. 

4°. La actividad de una persona no comprendida dentro del marco d e una 

élCtividad específica jurídica. 

5°. La mera titularidad jurídica de cierto tipo de derechos sobre bienes o 

cosas, sin que a ello se ad icione acto juridico alguno del titular. 

El aspecto espacial expresa el lugar de realización del hecho imponible, lo 

que será relevante en el ámbito internacional para determinar el ente púbHco impositor, 

dada la vigencia del principio de territoriaJidad y su correlativo de residencia efectiva. 

También en el ámbito interno es significativo, deslindando competenc!as entre los entes 

territoriales (Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios), a tendiendo 

normalmente al lugar de residencia de la persona en los impuestos personales, al de 

rad icación de los bienes cuando gravan éstos y al de celebración o efectos de los actos y 

contratos cuando tienen éstos por objeto. 

El aspecto cuantitativo indica la medida, el grado o la intensidad con que se 

rea liza el hecho imponible, siempre que se trate de tributos variables, cuyos 

presupuestos de hecho son susceptibles de realizarse en distinta medida ( por ejemplo 

nivel de renta obtenida, valor de un bien transmitido o de un patrimonio, etc.). Por 

contra, los tributos fijos presentan hechos imponibles s in posibilidad de graduación, no 

encerrando este aspecto (por ejemplo, los derechos por el otorgamiento de una 
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certificación). 

Finalmente, el aspecto temporal manifiesta el momento de realización del 

hecho imponible, dando lugar a la división entre tributos instantáneos y periódicos. En 

los primeros, es posible identificar el instante concreto en que el hecho imponible se 

realiza (por ejemplo, transmisión de un bien mediante escritura pública), mientras que 

en los segundos el hecho se produce de forma continuada o ininterrumpida en el 

tiempo, con tendencia a reproducirse, por lo q ue no es posible aislar un instante 

concreto como momento de realización (por ejemplo, titularidad de un bien inmueble). 

En estos últimos, no podría exigirse el tributo hasta que no cesara el hecho, y por ello la 

ley crea la ficción de fraccionar esa continuidad en períodos impositivos, entendiendo 

que en cada uno de ellos se realiza íntegramente el hecho imponible y surge la 

obligación tributaria, con autonomía e independencia respecto a las de periodos 

anteriores y posteriores. 

Cabe hacer mención que el fenómeno por medio del cual el hecho generador, -

hecho real-, se adecua o se ajusta al hecho imponible, -supuesto normativo-, recibe el 

nombre de subs1111ció11. 

Nuestra legislación, al estipular que las disposiciones fisca les que establezcan 

cargas a los particulares son de aplicación estricta, no hace más que prohibir la integración 

de la ley y el uso de la interpretación analógica, impidiendo que puedan concebirse como 

hechos generadores aquéllos que no se ajustan o subsumen rigurosamente en la hipótesis 
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jurídica o hecho imponible. 

2.4. SUJETOS DF. LA RELACIÓN TRIBUTARIA. 

En primer término, es necesario precisar que la potestad tributaria se manifiesta 

en e l poder del Estado para establecer las contribuciones en un ordenamiento determinado, 

señalando en forma precisa los elementos de las contribuciones: objeto, sujeto, base, tasa, 

tarifa o cuota; y que la manifestación de ese poder concluye precisamente con la 

culnünación del proceso legis lativo, razón por la cual a partir del momento en que la ley 

entra en vigor, los sujetos de la relación j11rídico-tributari111 que nace con la realización del 

hecho imponible, quedan s upeditados al mandato legal en los términos establecidos en este 

ordenamiento; ambos sujetos, ambos obligados al cumplimiento de sus disposiciones. 

La muJtiplicidad de vínculos que comprenden la denominada genéricamente 

''relación Juridico-tributariá', exige en correspondencia a ello, por una parte, la existencia de 

un sujeto titu.lar de poderes jurídicos que lo habiliten para exigir a otro sujeto el pago de la 

prestación debida a título deuda tributaria o el cumplimiento de cargas de naturaleza no 

pecuniaria, como presentar avisos, declaraciones, tolerar visitas domiciliarias, etc. Sujeto a 

quien corresponde la posición jurídica activa y que se identifica con el Estado en cuanto 

titular de la función en mate ria tributaria. 

La contracara de tal posición jurídica es la del obligado tributario, es decir, frente 

al sujeto activo deberá darse la presencia de una diversidad de sujetos respecto a los cuales 
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se despliegan los poderes jurídicos que definen la posición acreedora y que por tal razón 

quedan definidos genéricamente como sujetos pasivos. La calidad de sujeto pasivo es una 

condición jurldica que conviene a una multiplicidad de sujetos por el sólo hecho de tener 

que soportar el cumplimiento de una obligación o carga y si ésta es de naturaleza tributaria 

se esta.ría ante sujetos pasivos u obligados tributarios. 

2.4.1. LOS SUJETOS ACTIVOS. 

Para poder comprender la figura del sujeto activo de Ja obligación tributaria 

es necesario djstinguir previamente los dos planos o niveles de actuación de l Estado en 

la esfera tributaria. En primer momento el Estado, a través de la función legiferente y en 

ejercicio de la potestad normativa tributaria, emite las normas que dan nacimiento a los 

tributos. Dicha potestad se traduce en actos de soberanía y encuentra su fundamento 

constitucional en el articulo 31, fracción N y 73, fracción VII, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. Cuando el Estado actúa en ejercicio de esta potes tad 

es evidente que no asume el carácter de sujeto activo de la citada obligación tribu.taria, 

toda vez que como consecuencia del ejercicio de Ja función legislativa no adquiere la 

titularidad de un derecho de crédito preferente a sujeto alguno. 

De conformidad con· el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, el 

principal destino de las contribuciones es el gas to público, que como ta l, es el que 

realizan las entidades del Estado a cualquier nivel: Federación, Estad os y Municipios y 

otros entes públicos. 
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En este sentido, el sujeto activo en toda relación jurídico tiene la facu ltad de 

exigir el cumplimiento de la obligación en los térm inos fijados por la propia ley. Sin 

embargo, en materia tributaria esta facultad no es discrecional, como en el Derecho 

Privado, sino por el contrario, se presenta como una facultad reglada. 

Esto es, cuando las facultades o poderes que se encuentra investido el órgano 

ad ministrativo se hallan preestablecidos en la ley, no sólo seiialando la autoridad 

competente para obrar, sino también su obligación de obrar y cómo debe hacerlo, en 

forma que no deja margen alguno para la apreciación subjetiva del funcionario sobre las 

circunstancias del acto, se está en presencia de facultades o poderes totalmente 

reglados, vinculados por completo por la ley. 

En cambio, cuando el órgano administrativo se encuentra investido de 

facultades o poderes para actuar o no actuar, para obrar en una o en otra forma, para 

actuar cuando lo crea oportuno, o para obrar según su discreto juicio, buscando la mejor 

satisfacción de las necesidades colectivas que constituyen el fin de la actuación, por 

cuanto la ley le otorga cualquiera de esas posibilidades en forma expresa o tácita y con 

mayor o menor margen de libertad, entonces se habla del ejercicio de facultades 

discrecionales. 

Con relación al primer aspecto se señala que, como lo ha reconocido la 

Su prema Corte de Justicia de la Nación, el cobro del créd ito tributario es de interés 
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público, ya que toda legislación tributaria tiende a regular la obtención de los recursos 

que necesita el Estado para hacer frente a sus gastos, por lo que la administración se 

encuentra obligada a la obtención de lo que tiene derecho y necesita, -facultad reglada-. 

El segundo aspecto se fundamenta en e l principio de que la autoridad sólo 

puede realizar aquello que la ley le autoriza, por lo que, a l estar plasmado en ley el 

cobro de tributos, se encuentra frente a una facultad reglada, la cual la obliga como 

consecuencia del ejercicio de Ja función legislativa, artículos 31, fracción lV y 73, 

fracción VII, de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos. 

También, existen los denominados "Organismos Fiscales Autónomos", ya que 

no obstante sus características particulares, conforme a la ley tienen la facultad para 

determinar las contribuciones, dar bases para su liquidación y IJevar acabo el procedimiento 

administrativo de ejecución, en algunos casos por sr mismos o a través de las Oficinas 

Federales de Hacienda. 

De acuerdo con este orden de ideas, cuando el crédito tiene un contenido 

tributario que, como hemos visto, se puede derivar de impuestos, aportaciones de 

seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, el sujeto facul tado para realizar el 

cobro es el sujeto activo de la relación jurídico tributaria; y cuando estamos frente a los 

adeudos originados por cuotas de Seguridad SociaJ, cuotas del ISSSTE, cuotas del 

INFONAVIT, etc., el acreedor es el ente o institución encargado de reca udar dichos 

ingresos. 
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Cuando se habla de estos conceptos adquiere relevancia fundamental el lnstituto 

Mexicano del Seguro Socia l, que como organismo fiscal autónomo, además de poder 

determinar los adeudos tiene facultad económica coactiva, que se traduce en la posibilidad 

de ejecutar sus propias resoluciones, ya que con base en su ley, está autorizado para ello. 

Por tanto, se puede concluir que el sujeto activo de la re lación jurídico tributaria 

es e l Estado, ya sea Federación, Estado o Municipio, y el Distrito Federal, y que además 

pueden ser los llamados organismos fiscales autónomos. 

2.4.2. LOS SUJETOS PASIVOS. 

En el otro extremo de la relación jurídica se encuentra el sujeto pasivo que, 

conforme a la Teoría General del Derecho, es la persona que tiene a su cargo el 

cumplimiento de la obligación en virtud de haber realizado el supuesto jurídico establecido 

en la norma. 

En materia tributaria, se dice que cuando el hecho generador se adecua al hecho 

imponible (subsunción), se crea a favor del sujeto activo la facultad de exigir el 

cumplimiento de las obligaciones, tanto sustantivas como formales. Sin embargo, se puede 

dar el caso, (como de hecho realmente sucede), que la contribución no sea enterada por la 

persona que realizó el hecho generador, sino por un tercero que de una o de otra forma 

tuvo relación con el sujeto del impuesto, ya sea por la coparticipación en la celebración del 
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acto jurídico, la adquisición de un derecho, u otra circunstancia, lo que nos coloca frente a 

dos tipos de sujetos: el sujeto del impuesto y el sujeto pagador, sin que esto qufora decir q ue 

la presencia de un sujeto excluya la del otro, puesto que de ninguna manera se produce la 

liberación del adeudo. 

Cabe aclarar que, el sujeto pasivo debe ser una persona física o moral, en Los 

términos del Derecho Común, como lo señala el artículo 1° del Código Fiscal de la 

Federación. Por taJ motivo, se puede afim1ar que son sujetos pasivos del impuesto las 

personas ffsicas o morales comprometidas al pago de la obligación tributaria, en virtud de 

haber actualizado el hecho imponible de dicha obligación. 

Por no dejar de mencionar, nuestra legislación contempla a la figura jurídica del 

sujeto responsable solidario, que es aquella persona que, sin haber realizado el hecho 

generador, por disposición de ley se encuentra obligada al pago de la obligación tributaria. 

De conformidad con la doctrina adm itida en derecho tributario, e l sujeto pasivo 

es, al que le corresponde pagar la deuda tributa.ria, ya sea suya propia o de otras personas, 

y como afirma Mario Pugliesse en su obra de Derecho Financiero, si se hace referencia al 

que jurídicamente debe pagar la deuda tributaria, es para indicar que el Derecho Tributario 

se preocupa solamente del contribuyente de derecho y se desinteresa del contribuy~te de 

hecho, q ue puede no coincidir con el prime.ro por el fenómeno de la traslación de los 

tributos y por otros motivos diversos. 
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En esta forma es romo se enumera entre las personas obljgadas al pago de una 

prestación lributario, no sólo a los suje tos pasivos de deuda ajena con responsabi lidad 

solidaria y aun los sujetos por deuda ajena con responsabilidad objetiva. Esta doctrina está 

admitida expresamente en el Código Fiscal de la Federación en sus artlculos 25, 26, 28 y 29 

que establecen la posibilidad de arroja r la carga de la prestación tributaria sobre sujetos 

pasivos que no tengan responsabilidad directa o propia. 

Sin embargo, en todos estos casos es indispensable que se demuestre 

previamente que en e l tercero a quien se trata de hacer efectivo el cobro de la prestación, 

concurre la situación jurídica o de hecho en virtud de la cual se le pueda considerar como 

responsable substi tuto o solidario de una deuda ajena o como responsable de ella por 

motivos objetivos. 

2.5. lA DETERMINAOÓN. 

Como se explicó en líneas anteriores, cuando la obligación tributaria sustantiva 

se ha manifestado con la adecuación del hecho generador al hecho imponible, se debe 

cumplir la conducta predeterminada por la norma consistente en un dar. Para que esto 

pueda realizarse se requiere precisar su contenido, es decir, cuál es la cantidad que debe 

darse, e l q11n11t11111 de la obligación. 

A través de la historia distin tos países han adoptado diferentes conceptos, 

respecto de la determindCión fiscal, en ltaHa, tanto la legislación como la doctrina, han 
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adoptado la palabra "accertamento" para referirse a la actividad de la autoridad 

ad ministrativa o de los sujetos pasivos de los tributos encaminada a " la fijación de los 

elementos inciertos de la obligación". 

Este procedimiento, que dio origen a su uso generalizado, y que posteriormente 

se tradujo como deten11inaci.ó11, término que utiljza en la actualidad para sena lar el hecho de 

fijar en cantidad líqwda la cuantia del crédito fiscal, dio pie por mucho tiempo a discusión, 

respecto de su naturaleza, tratando de precisar si solamente era declarativa o constitutiva 

del crédito fiscal, discusión que se desarrollo en nuestro país debido a la distinción que se 

hacía en el Código Fiscal de la Federación, de los conceptos de obligación fiscal y crédito 

fiscal, sin embargo, las propias disposiciones eran claras respecto de una y otra figuras; la 

obligación nace con Ja realización deJ hecho imponible, y eJ crédito fiscal con el acto de 

determinación. 

En España y Argentina, algunos autores utilizan indistintamente los vocablos 

determinación y liqwdación. A veces también la palabra "aplicación". 

El Código Fiscal de la Federación de 1%7, establecfa las palabras 

"determinación" y " liquidación" de manera distinta. Sin embargo, en algunas dispos iciones 

parecia que la palabra "determinación" la usaba para referirse a la identificación de la 

existencia del hecho generador y reserva la expresión " liquidación" para la actividad de 

cuantificación del crédito fiscal. 
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Entre los tratadist<1s mexicanos, Flores Zavala utiliza indistintamente los 

vocablos "de terminación" y "liquidación". Margáin Manautou usa más frecuente la palabr..i 

"determinación". 

En este sentido, resulta necesario deslindar la fase de determinación de la 

liquidación tributaria. La determinación tributaria constituye un procedimiento que tiene 

por propósito constatar o corroborar que los elementos configurativos del hecho generador 

de una obligación tributaria se han dado a la realidad y por ende concluir con certeza que 

ha surgido una determinada obligación tributaria. 

Por tanto, la determinación se sustenta en un acto de mera constatación y su 

conclusión, en caso de ser afirmativa, da como consecuencia la obligación tributaria. 

La liquidación por el contrario, se agota en un procedimiento más o menos 

com plejo dependiendo de cada tipo de tributo que reconoce como fin natural la fijación del 

quantum o monto de la deuda tributaria. Por tanto, en el orden lógico se presenta como una 

fase posterior a la determinación. 

Tales fases, que resultan diferenciales en el orden de los conceptos, sin embargo, 

en la práctica acaecen en ocasiones como eventos práctica mente s imul táneos o superpuestos 

lo que dificulta su diferenciación en la experiencia diaria. 

El Código Fiscal de la Federación vigente, utiliza en forma exclusiva el vocablo 
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"determinación" como comprensiva tanto de lo que en rigor dicho término significa, como 

de lo que implica el proced imiento liquidatorio. 

2.5.1. CONCEPTO. 

Doctrinalmente, ha s ido definida la figura de la deter 111 i11ació11 como el acto u 

operación posterior al señalam iento en la ley de las circunstancias o presupuestos de 

hecho de cuya p roducción deriva la sujeción deJ tributo. Es decir, el acto o conjunto de 

actos mediante los cuaJes Ja disposición de la ley se particulariza, se adapta a Ja 

situación de cada persona gue pueda hallarse incluida en los presupuestos fácticos _, 

previs tos. 

EJ concepto de determinación en el cual se apoya el Código Fiscal de la 

Federación, también se hace consistir en el acto o conjunto de actos emanados de la 

ad ministración, de los particulares o de ambos coord inadamente, destinados a 

establecer en cada caso concreto, la configuración del presupuesto de hecho, la medida 

de lo im ponible y el alcance cuantitativo de Ja obligación. Dicha determinación tiene 

varios momentos; se inicia con la investigación sobre si la persona correspondiente tiene 

la calidad de sujeto del tributo y termina con la liquidación q ue constituye la etapa fi nal 

en la que se precisa la suma cierta a pagar. Es p or esto que la liquidación se traduce en 

Ja cuenta que resume el acto de determinación y por medio del cual se exterioriza. 

Tomando en cuenta los conceptos anteriores, se ha admitido que la 
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determinación tiene carácter declarativo, cumpliendo además la función de 

reconocimiento formal de una obligación preexistente; por ello es que se ha considerado 

que en la repetida determinación se fija la medida de lo imponible y se establece el 

monto o quantum de la deuda; y cuando el acto o conjunto de actos que constituyen la 

determinación los lleva al cabo la autoridad, ésta puede va lerse de ciertos elementos de 

juicio para efectuar el acto o conjunto de actos que le corresponden, pudiendo recurrir 

incluso, como sucede en nuestro sistema jurfdico, a la llamada visita domiciliaria. 

Sobre el particular, el Licenciado Sergio Francisco de la Garza, señala que la 

determinación es: "un acto del sujeto pasivo por el que reco11oce que se ha realizado 1m l1ec/10 

generador que le es imputable o un acto de la Administración que constata esn realizació11, imputable 

a uno o varios sujetos pasivos, y e11 ambos casos, por el que se liquida o cua11tijica el adeudo en di11ero, 

111111 vez valorizada la base imponible y aplicada la tasa o alícuota ordenada en ley ... " .5 

Por su parte, el licenciado Alfonso Cortina Gutiérrez, dice que:" se trata del acto 

en virtud del cual los órganos de la Administración financiera determinan": Primero. El 

hecho que da nacimiento lll crédito fiscal, por ser el hecho hipotéticamente previsto en la 

ley; segundo: la medida de la obligación bibutaria, ya sea señalándose las bases de las 

cuales se desprende su liquidación, o ya sea determinando el crédito en cantidad liquida".6 

' De la Gar1..i S..:rgio Fmndsn>. Derecho Fin.utciero Mexicano. Editorial Porrúcl, S.A., MtixiLo 2002, 
V i1~ésima Cudrta Edición, páginil 556 
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Adolfo Arrioja Vizcaíno la define como: " la determinación en cantidad líquida 

de un tributo se define como la operación matemática encaminada a fijar su importe exacto 

mediante la aplicación de las tasas tributarias establecidas en la ley hacendaría" .7 

De las anteriores definiciones podrá advertirse que la determinación puede ser 

tanto un acto jurídico del sujeto pasivo (por adeudo propio o por deuda ajena), como un 

acto administrativo e.manado de la autoridad tributaria. 

El procedimiento que se conoce como determinación está constituido por dos 

aspectos: 

a) Por una parte, se integra con eJ conjunto de actos tendientes a la verificación 

del hecho generador, con lo cuaJ se comprueba que la hipótesis contenida en el hecho 

imponible se ha realizado. 

b) Por otra, se realiza la calificación de los elementos de las contribuciones; es 

decir, se precisan el objeto, los sujetos, la base y la tasa, tarifa o cuota, y se hace la operación 

aritmética que nos dará como resultado la cantidad liquida a pagar o crédito fiscal. 

• Corlin.i Gubérrez Alfonso, Cien cia financier.i y Derecho Tributario. México1981, páFin.i 131 
- Arrioja Vi1.caino Adolfo. Derecho Fiscal. Décima Cuana Edición. Edilorial Thcmis. S.A. de c:v., página 132. 
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2.5.2TIPOS DE DETERMINACIÓN. 

En nuestro Derecho, así como en la mayor parte de los sistemas juridicos 

tributarios extranjeros, puede senalarse varias clases de detenninación o liquidación, según 

dos criterios: uno, según el sujeto que la realice, y otro, según la base confom1e a la cual se 

efectúe. 

1.- La Determinación según el sujeto que la realice: 

a) La determinación hecha por e l sujeto pasivo principal o por deuda ajena, 

según lo determina la Ley, cumpliendo un mandato de ésta, sin la intervención de la 

autoridad administrativa. A esta forma de determinación la llaman los tratad istas 

"determinación por e l sujeto pasivo", "autodeterminación", o "autoaplicación". 

b) La determinación que realiza la autoridad administrativa tributaria, 

generalmente con la colaboración del sujeto pasivo principal o por deuda ajena, pero 

también por si sólo, sin tal colaboración. Parte de la doctrina llama determinación de 

"oficio". 

c) La determinación de la base imponible, o aún de la cuota tributaria, 

mediante un acuerdo o convenio celebrado entre la Autoridad tributaria 

ad ministradora del tributo y el sujeto pasivo principal. Se le conoce con el nombre de 

"concordato" . 
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2.- Determinación según la base conforme a la cual se realice. 

Es la que se distingue entre determinación "con base cierta" o de 

comprobación directa, y lcl deternünación "con base presunta" o determinación "con 

base estimativa" o indiciaria. 

La determinación con base cierta es la que se ejecuta, sea por el sujeto pasivo 

o por la Administración tributaria, con completo conocimiento y comprobación del 

hecho generador, en cuanto a sus características y elementos y además en cuanto a su 

magnitud económica. 

La determinación con "base presunta" o " base estimativa" existe cuando, sea 

la Administración tributaria (caso más frecuente) o sea el propio sujeto pasivo principal, 

lcl base imponible se determina con ayuda de presunciones establecidas en ley. Este 

método ha sido llamado por alguno autores, y también por la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación con el nombre de "indiciario" y en palabras de ésta, en él "se investiga por 

los medios o signos externos del sujeto del impuesto para así, presuntivamente, 

determinar la citada ca pacidad ." 
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2.6. EL CRÉDffO ASCAL. 

Si la obligación fisc¡¡J en genera l no es exigible de inmediato, tratándose de lct 

obligctción sustantiva s u exigibilidctd ¡¡dquiere matices especiales, y¡¡ que ésta no es exigible 

como tal, puesto que requiere su transformación a crédito fiscal, lo cual se realiza a través 

de un procedimiento denominado "determinación". 

El crédito fiscal nélce cuando la obligación tributaria es objeto del acto de 

detenninación y liquidación, ya que a partir de ese momento la obligación es cuantificada 

en cantidad líquida y en consecuencia se conoce a ciencia cierta el monto del impuesto a 

pagar a cargo del sujeto obligado. 

Es preciso puntualizar que cuando la autoridad lleva acabo la última etapa de la 

determinación, o seél la liquidación de la obligación tributaria, en ese momento no nace a la 

vida jurídica el crédito fiscal, sino requiere que esa obligación estipulada en cantidad 

liquida se haga del conocimiento del contribuyente por sus causes legales, es decfr, por 

medio de una notificación de carácter personal, en virtud de que las resoluciones 

determinantes de los créditos fiscales tienen el carácter de definitivas, y por lo tanto son 

ctclos susceptibles de impugnación, lél l y como se desprende de la interprelélción de los 

a rtículos 117, fracción I, inciso a), y 134, fracción I, del Código Fiscal de la Federación y 11, 

fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Por último, el artículo 18 del Código Fiscal de la Federación anterior establecía 
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que: "El crédito fiscal es In oblignció11 fisrnl dcter111i11ndn e11 cantidad líquida ... ", por lo que toda 

cantidad que la Federación tuviera derecho a percibir, por cualquier concepto, debería ser 

considerada crédito fiscal una vez que estuviera precisada su cuantia. En el Código Fiscal 

vigente se precisa el alcance y contenido de este concepto al establecer en su artículo 4o, 

que: 

"Artículo 4.- Son créditos fiscales los que tenga derecho a percfüfr el Estado o sus 
organismos descentralizados que provengan de contribuciones, de 
aprovechamientos o de sus accesorios, incluyendo los que deriven de 
responsabilidades que el Estado tenga derecho a exigir de sus servidores públicos o 
de los particulares, as! como aquéllos a los que las leyes les den ese carácter y el 
Estado tenga derecho a percibir por cuenta ajena. 
( ... )." 

Comparando amb~s disposiciones, se puede percatar de que la concepción 

genérica que existía conforme al Código anterior fue modificada, ya que en la actualidad se 

precisa que sólo pueden ser créditos fiscales aquellas cantidades que provengan de 

contribuciones, de aprovecham ientos (dentro de las cuales quedan incluidas las 

responsabilidades) y de sus accesorios, por lo que deja fuera los ingresos denominados 

producto. Sin embargo, permite que adquieran la característica de crédito fiscal otras 

cantidades que debe percibir el Estado, que sin tener naturaleza fiscal la ley les otorgue ese 

carácter con el fin de facilitar su cobro. 

Por lo que, se puede concluir que toda obligación fiscal determinada en cantidad 

líquida es un crédito fiscal, pero no todo crédito fiscal deriva de una obligación fiscal 

80 



" INlll< ~NA< IPNA I ll~ 1•1:H'.I<);: Al < ON>'ll Mll XlR ( 'OMP lt A..;~. l'AltA l.A FIJA< ll lN m l.A CONTRIHU(°l()N ft-< 111 YS~ A< <·f."<)RI();., 
.;u IMl'U<:NA< lÓN A TltAV~:< ll~.I IUIC'ICl llt· NUl .ll)AI)" 

CAPÍTULO TERCERO 

ÍNDICE NACIONAL DE PREOOS AL CONSUMIDOR 

Sumario: 3.1. l11trot/11(ció11 al G1pil11lo. 3.2. Antecedentes. 3.3. /11stificación 
Teórica. 3.4. Ml'todologia. 3.5. Concepto y su i11crde11ci11 e11 el timbito tributario. 
3.6. Nnturalc:.a Juritlicn de la Act1111/i:11ció11. 3.7. Proccd11me11to poro la 
tletcr111i11nció11 del /111ii<c N11cio11nl de Precios al Consumidor. 3.8. Procedimiento 
pam la determi1111dó11 de la at:111alizadó11 e11 base al fndkc Nado1111I de Precios al 
Consumidor. 3.9. Pri11ápio de Leg11lidad Tributaria. 

3.1. INTRODUCCIÓN AL CAPÍTULO. 

El propósito de este capitulo, es precisar la importancia que tiene la obtención 

del Índice Nacional de Precios al Consumidor como base para la fijación de la 

actualización de contribuciones federa les pues, cabe recordar que dicho indice es eJ 

indkador oficial para medir la inflación en el pais. 

Para esto, es necesario conocer sus antecedentes, así como la metodología 

que el Banco de México utilizó para instrumentar su cambio. 

Posteriormente, se fijará el procedimiento para su obtención y precisará qué 

naturaleza tiene la cantidad ad icionada al crédito fiscal para djustar en el tiempo la 

suma determinada originalmente, es decir su actual ización, y cómo se obtiene. 

Por último, se senalara si el Organismo Técnico encargado de su elaboración 

se encuentra obligado al respeto al principio de legalidad tributaria, contemplado por 

el articulo 3·1, fracción IV, de Id Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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3.2 ANTECEDENTES. 

El Banco de México inició la estimación del Índice Naciona l de Precios al 

Consumidor en 1969. En ese entonces se adoptó como base de comparación para 

estimar el crecimiento de los precios el año de 1968 y una estructura de ponderadores 

provenientes de la Encuesta de Ingresos y Gastos Familiares, elaborada por el propio 

Instituto Central en el ano de 1963. A partir de entonces se han llevado a cabo tres 

cambios de bases para el Índice Nacional de Precios al Consumidor, como puede verse 

a continuación: 

a) En 1978 se modificó la base de comparación, manteniéndose fija la base de 

ponderación (1963). 

b) En 1980 se modificaron ambas referencias, fijándose la base de 

comparación en ese mismo año y definiéndose una base de ponderación a partir de la 

Encuesta NacionaJ de Ingresos y Gastos de los Hogares levantada en 1977 (ENIGH 

1977); y 

e) Finalmente, en el Diario Oficial de la Federación de 10 de abril de 1995, el 

Banco de México inició la publicación del Índice Naciona l de Precios al Consum idor 

mensual con la base de presentación 1994=100, que sustituyó a la de 1978=JOO, mismo 

que se encuentra vigente en la actualidad. 
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De <\cuerdo ron el procedimiento establecid o en e l Dia rio Oficial d e la 

foe>d e rnción refe rido, para converti r e l Índice Nacional de Precios a l Consumidor base 

1978= 100 de cualquier mes a la nueva base de publicación (1994=100), se deberá dividir 

e l correspondiente indice mensual entre l<l constante C=3739:1 34 y e l resul tado 

multiplicMse por 100. 

Cabe mencionar que en congruencia con las últimas publicaciones d e los 

índices que e l Banco de México viene realizando, los cálculos se efectuaron a tres 

decimales con redondeo. 

En este último cambio, se adoptaron nuevos ponderadores con fundamento 

en los gastos reportados en la ENIGH 1989. De ese esfuerzo provino la definición de las 

bases de comparación (1994) y de ponderación (1993) que están en vigor en la 

actualidad. 

Acerca de los antecedentes presentados, conviene hacer dos observaciones. 

Por un<l parte, la instrumentación del cambio de base para un índice que agrupa a un 

número grande de precios de bienes y servicios (como es eJ Índice Nacional de Precios 

a l Consum idor), requiere de dos procedimientos bien identificados: 

1.- L1 definición del período contra e l cual se compararán los precisos (base d e 

comparación). 
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2.- Una estimación de cómo se dis tribuye el gasto de los hogares, de lo cual se 

derivan los ponderadores del indicador. (base de ponderación). 

3.3. JUSTIFJCAOÓN TEÓRICA. 

La instrumentación del cambio de base, fundamental para el Índice Nacional de 

Precios al Consumidor, se ha llevado a cabo en un contexto particular, caracterizado por 

una transformación importante de los paradigmas que hasta hace poco tiempo 

predominaban en el mundo en cuanto a la teoría de la medición de la inflación. Las ideas 

en que se funda esa transición se resumen en la siguiente premisa: la estimación de la 

inflación ya no sólo depende de la representatividad de los precios involucrados, sino 

también de la actualidad o vigencia de los restos de los componentes del indicador, 

como son la canasta, los ponderadores y el sistema de cálculo implícito (mecanismo de 

agregación). Más aún, en la nueva teor!a se sostiene que cuando la inflación se calcula 

con componentes que han perdido su vigencia (es decir, componentes obsoletos) el 

procedimiento puede redundar en una medición deficiente del fenómeno. Obviamente, 

lo anterior ilustra y determina la necesidad de contar con una estrategia que contribuya a 

gara ntizar una mayor exactitud de la medición. 

Esta renovación de ideas ha empezado a influir sobre la manera en que los 

paísE>s ca lculan su respectivo índice de precios al consumidor. El proceso parte de la 

recomendación relativa a la necesidad de contar con componentes (canasta, 
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ponderadores, y precios), que reflejen con mdyor actualidad posible las preferencias de 

los consumidores. Esto implica conocer lo que los hogares compran, en qué ca ntidades lo 

hacen y los lugares en donde realizan sus adquisiciones. La actualización de los 

procedimientos de cálculo es también deseable y contribuye a que se tenga una 

estimación más precisa. 

La transformación de Ja estructura del gasto revela que en la medida que el 

país se ha ido desarrollando, el porcentaje del ingreso que en los hogares destinan a la 

alimentación y al vestido ha disminuido. En contraste, la proporción que se aplica a la 

vivienda, salud, educación y transporte es cada vez mayor. Si bien en la composición del 

gasto influyen variables diversas (gustos nacionales, precios relativos, características 

demográficas, importancia de los bienes públicos, etc.), es claro que en los países más 

avanzados los hogares tienden a destinar proporciones menores de sus ingresos a la 

satisfacción de las necesidades básicas. 

Otro sesgo potencial que se presenta en el cálculo del índice Nacional de 

Precios al Consumidor es el relacionado con la sustitución de productos que integran un 

mismo concepto. Un ejemplo de ello es el genérico jitomate, formado por los específicos 

de bola, soladette, guaje, etc., donde un segmento de los consumidores probablemente se 

inclinará por la variedad con menor precio dada una calidad similar. Dicho sesgo se 

deriva del uso que se hace de la media aritmética para promediar los precios, lo cual 

supone implícitamente que no hay sustitución entre los productos, cuando en la realidad 

los consumidores comúnmente están buscando lo mejor al menor precio. 
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3.4. METODOLOGÍA. 

Como se mencionó en líneas atrás, por lo regular el cambio de base de un 

índ ice de precios implica dos proced imientos bien identificados: el cambio de base de 

comparación y el cambio de base de ponderación. En este sentido, el cambio alud ido 

implica, por una parte, que el promedio de los precios observados durante la segunda 

quincena de un determinado mes, sea la referencia contra la cual se compararán los 

precios que se recopilen durante la primera quincena de ese mismo mes. Es decir, Ja 

anterior será la nueva base de comparación. 

En lo que se refiere al cambio de base de ponderación, el pJan es el siguiente: 

a partir de la segunda quincena del mes más reciente los ponderadores (importancia de 

cada concepto dentro de la canasta del Índice Nacional de Precios al Consumidor) y la 

canasta de bienes y servicios del índice Nacional de Precios al Consum idor 

corresponderán a la estructura del consumo de los hogares observada el año de dicho 

mes, pero actualizada median te precios relativos a la quincena elegida como base de 

ponderación. 

La materia prima para Jlevar a cabo el cambio de los ponderadores se deriva 

de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) que levanta y 

publka el Instituto Nacional de Estadistica, Geografía e lnform<\tica.(INEGn. La 

información así captada proporciona los gastos med ios asociados a una canasta de 580 
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conceptos, y cubre la totalid<td del gasto de consumo ejercido por los hog<tres de l pais 

en un periodo en particular. 

A continuación se presenta un resumen de las acciones que se han llevado 

<tcabo para tra nsformar la información contenida en la ENJGH, a fin de actualizar la 

canasta y los ponderadores del Índice Nacion<tl de Precios a l Cons umidor: 

a) Definición de la población objetivo considerada en e l Índice Nacional de 

Precios a l Consumido. Se han incluido todos los municipios que cuentan con a l menos 

una localidad de 20,000 o más habitantes; 

b) Selección de los cuestionarios levantados en la ENIGH 2000 que 

corresponden a la población objetivo del Índice Nadona.1 de Precios a.1 Consumidor. Del 

total de los cuestionarios de la ENIGH se escogieron los aplicados a hogares 

domiciliados en los municipios que cumplen con la característica señalada; 

e) Clasificación de los cuestionarios según la d istribución geográfica del Índice 

Nacional de Precios al Consumidor. Se asignaron los cuestionarios re levantes entre los 

conglomerados que conforman la clasificación regional de l ind icador; 

d) Cálculo de los gastos med ios por ciudad mediante la agregación de 

cuestionarios. Se obtuvo e l gasto promed io por conglomerado para todos los 
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componentes de la canasta ENlGH. Estos son promedios ponderados según el expansor1 

asociado en cada cuestionario; 

e) Selección de la ca nasta del Índice Nacional de Precios al Consumidor con 

base en Ja distribución del gasto de los hogares reportada en la ENIGH 2000. Se 

incorporaron todos los conceptos que tuvieran una participación de cuando menos 0.02 

por ciento en el gasto total medio en la encuesta; 

f) Identificación y análisis de los gastos atípicos por ciudad y por producto. Se 

eliminaron las observaciones individuales asociadas a los gastos que sin justificación 

alguna estuvieran muy alejadas del promeclio. 

3.5. CONCEPTO Y SU INODENCIA EN EL ÁMBITO TRIBUTARJO. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante la 

Tesis 2a. XXVll/2001, definió a el Índice Nacional de Precios al Consumidor como: 11 
... 1111n 

disposició11 de observancia general, aplicable respecto de lodos los co11trib11ye11tes que se ubican e11 

/ns hipótesis narmativns que dan lugar a la actualización del rmlor de /ns co11trib11ciones, de los 

hed1os o circunstancias que se grnvnn 111edin11te éstas y de /ns cuotas o tarifas que se establecen 

pnrn su n11todetermi11ación o liq11idación"2• 

1 El ex.p.i1isor <'S un indicador qut• sei'i.i l.i .i r uantos ho¡~ares representa un ( U\°!Slionario de encuesta 
: Véase Semanario Judicial de la Federac.ión y su Gaceta, Tomo XIII, de marzo de 2001, página 198. 
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En este sentido, PI Índicf' Nacional de Precios al Consumidor en si mismo no 

lesiona algún derecho de los gobernados, pero en el supuesto de que ta l índice sea 

aplicado a fin de determinar la contribución fiscal, se integra a ésta y se torna obligatorio 

para el contribuyente. 

Por tal motivo, para abordar tal cuestión, por principio, conviene precisar en 

qué térm inos incide ese indice en el ámbito tributario. 

Al efecto destaca que su inclusión en el Cód igo Fiscal de la Federación tuvo 

lugar mediante la reforma al artículo 20 de este ordenamiento, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y seis, 

precisándose en su párrafo segundo que: 

"En los casos en que las leyes fiscales así lo establezcan a fin de determinar 
las contribuciones y sus accesorios, se aplicará el indice Nacional de Precios 
al Consumidor, el cual será calculado por el Banco de México y se publicará 
en el Diario Oficial de la Federación dentro de los primeros d iez días del mes 
siguiente al que corresponda." 

Posteriormente, mediante reforma publicada en el propio diario el treinta y 

uno de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, se ddicionó al propio Código 

Fiscal, el articulo 20 bis, precisándose en éste los lineamientos conforme a los cuales se 

sujetaría el Banco de México para elaborar el Índice Nacional de Precios al Consumidor. 

De lo anterior, se desprende que el Banco de México rea liza una función 

técnica en la fijación del referido índice y que éste se encuentra al alcance de los 
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gobernados. 

Desde aquella época múltiples disposiciones de ordenamientos federales y 

locales, que establecen diversas contribuciones, remiten a l mencionado Índice Nacional 

de Precios al Consumidor. A nive l federal destacan los artícu los 17-A del Código Fiscal 

de la Federación, el artículo 7' de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y 7' del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación, los cuales disponen, en la parte 

conducente: 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
"Artículo 17-A. El monto de las contribuciones, aprovechamientos, asf como de las 
devoluciones a cargo del fisco federal, se actualizará por el transcurso del tiempo y 
con motivo de los cambios de precios en el pafs, para lo cual se aplicará el factor de 
actualización a las cantidades que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá 
dividiendo el índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más 
reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más 
antiguo de dicho periodo. Las contribuciones, los aprovechamientos, asf como las 
devoluciones a cargo del fisco federal, no se actualizarán por fracciones de mes . ... " 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
"Artículo 7o. Cuando esta ley prevenga el ajuste o la actualización de los valores de 
bienes u operaciones que por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios 
de precios en el pais han variado, se aplicarán Jos siguientes factores: 

"l. Para calcular la modificación en el valor de los bienes y operaciones en un 
periodo se utilizará el factor de ajuste que corresponda conforme a lo siguiente: 

"a) Cuando el periodo sea de un mes, se utilizará el factor de ajuste mensual que se 
obtendrá restando la unidad del cociente que resulte de dividir el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor del mes de que se trate, entre el mencionado indice del mes 
inmediato anterior. 

"b) Cuando el periodo sea mayor de un mes se utilizará el factor de ajuste que se 
obtendrá restando la unidad del cociente que resulte de dividir el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo, entre el citado indice 
correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo. 

"11. Para detemünar el valor de un bien o de una operación al término de un 
periodo, se utilizará e l factor de actualización que se obtendrá dividiendo el Índice 
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Nacional de Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo, entre el ci tado 
índice correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo." 

REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
"Artículo 7".- Para los efectos del artículo 17-A, del Código, el factor de actualización 
a que el mismo se refiere deberá calcularse hasta el diezmilesimo" 

De la lectura de los preceptos antes transcritos, se advierte que ante el 

fenómeno inflacionario, que provoca la pérdida del valor adquisitivo de la moneda 

nacional, en aras de que las contribuciones que s irven de sustento al gasto público 

pierdan en Ja menor medida posible ese poder, el legislador ha vincu.lado eJ monto al 

que deben ascender aquéllas con la erosión que sufra ese medio de cambio. 

Con el fin de evitar que ese fenómeno económico disminuya la capacidad del 

gasto público programado e impida a los gobernados contribujr a éste en la medida 

proporcional que el legislador estimó conveniente, se consideró necesario actualizar el 

valor monetario de los hechos o circunstancias que constituyen el objeto de diversos 

tributos, así como las tarifas que resultan aplicables para determinar el monto de 

algunas contribuciones. 

Con tal objeto se acudió al instrumento estadistico que para efectos de la 

medición del fenómeno inflacionario ya se venía utilizando por el Banco de M éxico, el 

Índ ice Nacional de Precios al Consumidor. 
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3.6.- NATURALEZA JURJDICA DE LA ACTUALIZAOÓN. 

Antes de precisar Ja naturclleza jurídica de la actualización, es necesario conocer 

que se entiende por actualización. 

En el lenguaje ordinario el sustantivo actuaLiz.ación deriva del verbo actualizar, 

cuyo significado es adecuar algo a la actualidad, hacerlo actual, ponerlo al día. 

Ahora bien, en el mundo jurlcLico el concepto actualización, lo contempla el 

artículo 17-A, del Código FiscaJ de la Federación, al señalar: "El monto de las co11tribucio11es, 

aprovechamientos, así como de las devol11cio11es a cargo del fisco federal, se actualizará por el 

transcurso del tienrpo y con motivo de los cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el 

factor de actualización o de las cantidades que se deban de actualizar. Dicho factor se obtendrá 

dividie11do el Indice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del 

período entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de didw periodo. 

Las contrib11cio11es, los aprovechamientos, así como las devol11cio11es a cargo del fisco federal, 110 

se actualizarán por fracciones de mes." 

De lo anterior, se advierte que el legislador no proporciona una definición de 

lo que debe entenderse por actualización, sino sólo se concreta a precisar que el mon to 

de las contribuciones, aprovechamientos, asi como de las devoluciones a cargo del fisco 

federal, se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de 

precios en el pais. 
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Sobre el particular, Refugio de jesús Fernández Martinez, la define como: "el 

reco11oá111ie11to de In 111011ed11 de 1111estro país por el trn11swrso del tiempo y con motivos de los 

cn111l1ios de precios e11 el pnís" .:' 

Por su parte, Agusto Fernández Sagardi, Ja define como: " ... el mecnnismo 

mediante el cual el legislador Ita protegido los intereses del Fisco Federal evitando que por el paso 

del tiempo y por el cambio de precios en el país, el recurso pemniario que obtiene de los 

particulares que han incurrido en mora pierden su valor adquisitivo consistente en aplicar a la 

contribución no cubierta en tiempo, la inflación acrecida en el período de morn." 4 

De lo anterior, se puede señalar que, la actualización tiene como finalidad 

reconocer el efecto inflacionario que sufren las contribuciones, aprovechamientos, así 

como las devoluciones a cargo del fisco federal, en virtud de los cambios de precios en 

el país. 

La actualización, por inflación, de todo tipo de contribuciones, no se trata de 

una idea enteramente nueva. Países que han vivido décadas de elevadas tasas 

inflacionarias como Argentina y Brasil, no han tenido otro recurso que el de " indexar'' 

sus economías, ajustando precios, salarios e impuestos a los índices de inflación que 

mes a mes determinan sus respectivos Bancos Centrales. 

3 Fcrmindcz Martincz, Refugio J e Jesús. Derecho Fiscal. Editorial MacGr.iw-Hill, México 1999, pcí p,inu 
162. 
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Por tanto, se concluye que la actuaLiz.ación es la figura jurídica que opera por el 

transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el pais, a fin de dar et 

valor real al monto de la contribución en el momento del pago, para que el fisco reciba 

una suma equivalente a la que hubiera recibido de haberse cubierto en tiempo la 

contribución. 

Una vez precisado lo anterior, para atender a la naturaleza jurídica de la 

actuaHz.ación, es necesario inferir, a las dos posturas que tanto la doctrina como la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación han adoptado de dicha figura jurídica. 

En primer término, para algunos, la actualiz.aciór:t tiene una naturaleza accesoria 

de contribución, al señalar que, si bien es cier to el artículo ~ del Código Fiscal de la 

Federación cita como accesorios a los recargos, las sanciones, Jos gastos de ejecución y la 

indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del artículo 21 del citado Código, lo cierto 

es que tal numeral no establece en forma Limitativa que solamente las figuras que en él 

mencionan sean las únicas que tengan un carácter accesorio de la contribución. 

Por lo tanto, el hecho de que la actualización no esté expresamente señalada en 

el último párrafo del artículo 2 del Código Fiscal de la Federación, ello no implica que no 

tenga la calidad de accesorio tributario y participe de la naturaleza de la contribución. 

" Femándcz Sagilrdi, Agusto. Cometarios y Anotaciones del Código Fiscal de la Federación. SICCO, 
México 2000, página 35 
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Sigue diciendo esta postura que, la actualización como cantidad que se agrega a 

la contribución o al aprovechamiento cuando su pago no se realiza en forma puntual, no es 

otra cosa que una indemnización al fisco por el perjuicio que se le causa con motivo de la 

ausencia del entero oportuno del tributo y está es necesariamente la naturaleza jurídica de 

los recargos, es decir, dicha postura, concluye que la actualización y recargos son lo mismo, 

al sostener que son derivadas de la misma conducta ilícita del contribuyente. 

Por su parte, Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió lo referente a 

este punto, senalando que el articulo 21 del Código Fiscal de la Federación, no era violatorio 

de garantías individuales, considerando que la naturaleza jurfdica de los recargos y de la 

actualización del monto de las contribuciones es diferente, pues aun cuando ambas 

figuras operaban por no cubrirse las contribuciones en la fecha o dentro del plazo fijado 

por las disposiciones fi scales, los recargos son accesorios de las contribuciones y tienen 

por objeto indemnizar al fisco por la falta oportuna del pago, mientras que la 

actualización opera por el transcurso del tiempo y con motivo d e los cambios de precios 

en el país, a fin de dar e l valor real al monto de la contribución en el momento del pago, 

mas no como una sanción por no haberse cubierto la contribución en la fecha o dentro 

del plazo fijado por las disposiciones fiscales, concretamente por no haber podido 

disponer en su momento de las cantidades de dinero derivadas del pago oportuno de 

las contribuciones a fin de sufragar los gastos públicos; además, d e que la cantidad 

actualizada conserva la naturaleza de contribución. 
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Bajo este orden de ideas, la actualización deJ monto de las contribuciones no 

cubiertas en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones fiscales, prevista por 

el articulo 17-A del Código Fiscal de la Federación, opera por el transcurso del tiempo y 

con motivo de Los ca mbios de precios en el pals a fin de dar el valor real al monto de la 

contribución en el momento deJ pago, para establecer un valor real en términos 

económicos, con respecto al monto de éstas, en donde dicha cantidad actualizada 

conserva la naturaleza jurídica de la contribución, mas con ello no se le resarcen los 

perju icios ocasionados por la falta de pago oportuno, concretamente, por no haber 

podido disponer en su momento de las cantidades de dinero derivadas del pago 

puntual de las contribuciones, a fin de sufragar los gastos públicos, ni tampoco sanciona 

al infractor, aspectos que distinguen a la actualización tanto de los recargos, como de las 

multas. 

Por tanto, si la cantidad actualizada conserva la naturaleza jurídica de la 

contribución, constituye una de las formas de contribuir al gasto público conforme al 

articulo 31, fracción N de la Constitución, en donde el articulo 21 del Código Fisca l de 

la Federación no es inconstitucional pues no establece doble indemnización por la falta 

oportuna del pago de las contribuciones. 

El anterior criterio, se sustento en la jurisprudencia P./J. 124/99, de la 

Novena Época, emi tida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de Ja Nación, cuyo 

rubro es: "CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 21 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, QUE PREVÉ LA ACTUALIZACIÓN DEL MONTO DE AQUÉLLAS, 
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ADEMAS DEL PAGO DE 1.05 RECARGOS, NO ESINCONSTITUOONAL."5 

A mayor abundamiento, si un créd ito fiscal que deriva de una contribución 

es una ca ntidad que se determina en un momento específico, misma que el legislador ha 

permitido que, por efectos de la inflación, sea adicionada con una cantidad para ajustar 

en el tiempo la suma determinada originalmente,; por tanto, la determinación original, 

así como su actualización por el transcurso del tiempo, constituyen el crédito fiscal en 

cuanto a lo principal, y la diferencia existente entre ambas cantidades -la original y la 

actualizada- sólo se refiere a momentos distintos en el tiempo. 

Lo anteri.or es así, ya que en los términos del artículo J7-A del Código Fiscal 

de la Federación, las contribuciones se actualizan por el transcurso del tiempo y con 

motivo de los cambios de precios en el país, de donde es dable concl uir q ue la 

actualización a que se refiere el artículo mencionado, es la misma contribución ajustada 

por motivos inflacionarios al tiempo de su pago; consecuentemente, no tiene el carácter 

de accesorio al crédito principal. 

Por todo lo anterior, es dable concluir que en los términos de lo dispuesto en 

el artículo 17-A del Cód igo Fiscal d e la Federación, la actualización tiene como finalidad 

reconocer el efecto inflacionario que sufren las contribuciones, aprovechamientos, así 

como las devoluciones a cargo del fisco federal, en virtud de los cambios de precios en 

el país. De este modo, al actualizarse una cantidad no se le incorpora un accesorio, sino 

' Véase Semanario JuJiciJI J1• IJ foJerad(Jn y :;u GJn •l.i, Tumo X, J r noviemlm~ Je 1999, pá¡~ina 25 
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se le reconoce e l efecto inflacionario conservando la naturaleza jurídica que tenían antes 

de la actual ización. 

Lo anterior, es congruente con lo dispuesto en el párrafo octavo del articulo 

20 del mismo ordenamiento, que prevé cuales son los conceptos reconocidos como 

accesorios, a saber: gastos de ejecución, multas, recargos y Ja indemnización a que se 

refiere el séptimo párrafo del artículo 2·1 del mismo Código, s in hacer referencia a la 

actualización, por tanto la actualización a que se refiere el artículo mencionado, es la 

misma contribución ajustada por motivos inflacionarios al tiempo de su pago; 

consecuentemente, no tiene el carácter de accesorio al crédito principal, y por ende 

puede hacerse efectiva vía económica-coactiva, esto es, procedimiento administrativo de 

ejecución, artículos 6°, 65, 145 y 151 del Código Fiscal de la Federación, dada la 

aplicación estricta de las disposiciones fiscales. 

3.7. PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DEL ÍNDICE NACIONAL 

DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. 

Los artículos 20 y 20 Bis del Código Fisca l de la Federación, en la parte 

conducente, establecen: 

"Artículo 20. Las contribuciones y sus accesorios se causarán y pagarán en moneda 
nacional. Los pagos que deban efectua rse en el extranjero se podrán realizar en la 
moneda del país de que se trate. 

En los casos en que las leyes fiscales asi lo establezcan a fin de deterrnindr las 
contribuciones y sus accesorios, se aplicará el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor, el cual será calculado por el Banco de México y se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación dentro de los primeros diez dias del mes siguiente al 
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que correspondil.( ... )." 

" Artkulo 20-bis. El Indice Nac.ion.11 de Pl'E'<..·ios al Consumidor a que se refiere el 
segundo párrafo del artkulo 20, que cc1Jcula el Bam·o de México. se sujeta c1 lo 
s i?, u 1en te: 

L Se cotizarán cu.mdo menos los precios en 30 ciudades, las cuales estarán ubicadas 
en por lo menos 20 entidades federc1tivas. Las ciudades selefcionadas deberán en 
todo caso tener una población de 20,000 o más habitantes, y siempre habrán de 
incluirse las 10 zonas conurbadas o ciudades más pobladas de la República. 

11. Deberán cotizarse los predos correspondientes a cuando menos 1000 productos y 
serviaos específicos agrupados en 250 conceptos de consumo, los cuales abarcarán 
al menos 35 ramas de los sectores agricola, ganadero, ü1dustrial y de servicios, 
confom1e al catálogo de actividades económicas elaborado por el Instituto Nacional 
de Estadistica, Geografía e lnfom1ática. 

líl. Tratándose de alimentos las l'otizadones de precios se harán como mínimo trl?'S 
veces durante cada mes. El resto de las cotizaciones se obtendrán una o más veces 
mensuales. 

IV. Las cotizaciones de precios con las que se calcule el Índice Nacioncll de Precios al 
Consumidor de cada mes, deberán corresponder al periodo de que se trate. 

V. El fndice Nacional de Precios al Consumidor de cada mes se calculará utilizando 
la fórmula de laspeyres. Se aplicarán ponderadores para cada rubro del consumo 
familiar considerando los conceptos siguientes: 

Alimentos, bebidas y tabaco; ropa, calz.ado y accesorios; vivienda; muebles, aparatos 
y enseres domésticos; salud y cuidado personal; transporte; educación y 
esparcimiento; otros sen1icios. 

El Banco de México publicará en el Diario Oficial de la Federación los Estados. zonas 
conurbadas, ciudades, dftirulos, servicios, conceptos de 1:onsumo y ramas a que se 
re.fiereJ1 las fracciones 1 y 11 as! como las cotizaciones utilizadas para calcular el 
índice." 

De lo a nterior, se desprende que: 

a) Que cuando las leyes fiscales así lo establezcan, a fin de determinar las 

con tribuciones fiscales y s us accesorios, se aplicará el índice Naciona l de Precios a l 

Consumidor, el cual será calculado por el Banco de México y se publicará e n el Diario 
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Oficia l de la Federación, dentro de los primeros d iez días del mes siguiente al que 

corresponda. 

b) Que el índice Naciona l de Precios al Consumidor a que se refiere el 

segundo párrafo del articulo 20, debe sujetarse al procedimiento establecido en el 

articulo 20 Bis del Código de referencia. 

Con relación a los elementos que toma en cuenta el Banco de México para 

determ inar el índice Nacional de Precios al Consumidor, previstos por el articulo 20 bis 

del Código Fiscal de la Federación, como son las ciudades, zonas conurbadas, entidades 

federativas y ramas de actividad económica, asi como la fórmula Laspeyres, su 

constitución y los factores que la integran, no producen incertidumbre al particular, ya 

que todos y cada uno de ellos son publicados, en el Diario Oficial de la Federación, lo 

que permite su conocimjento por el contribuyente y su consecuente aplicación. 

Bajo estos lineamientos, y manera de ejemplo en el Diario Oficial de la 

Federación de veintinueve de abril de mil novecientos noventa y cinco, se publicaron 

las ciudades, zonas conurbadas y Estados de la Repúblka que se consideran en la 

determinación del indice Nacional de Precios al Consumidor para esa época, como a 

continuación se observa: 

"Región frontera norte: Mexicali, B.C.; Cd. juárez, Chih.; Tijuana, B.C.; Matamoros, 
Tamps.; La Paz, B.C.S.; Cd. Acuña, Coah.-Región centro norte: Guadalajara, )al. 
(zona metropolitana); León, Gto. (zona metropolitana); San Luis Potosí, S.L.P. (zona 
metropolitana); Morelia, Mich.; Aguascalientes, Ags.; Colima, Col; Jacona, Mich.; 
Cortazar, Gto.; Querétaro, Qro.; Tepatitlán, )al-Región noroeste: Culiacán, Sin.; 
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1-lermosillo, Son.; Tepic, Nay.; Huatabampo, Son.-Región metropolitana: Área 
metropolitana de la Ciudad de México.-Región noreste: Monterrey, N.L. (zond 
metropolitana); Torreón, Coah. (zona metropolitana); Tampico, Tamps. (zona 
metropolitana); Chihuahud, Chih. (zona metropolitana); Monclova, Coah.; Fresnillo, 
Zac.; Cd. Jirnénez, Chih.; Durango, Dgo.-Región centro sur: Puebla, Pue. (zona 
metropolitana); Veracruz, Ver. (zona metropolitana); Córdoba, Ver. (zona 
metropolitana); Acapulco, Gro.; Toluca, Méx.; Iguala, Gro.; Tulancingo, Hgo.; 
Cuernavaca, Mor.; Tlaxcala, Tlax.; San Andrés TuxtJa, Ver.-Región sur: Mérida, Yuc. 
(zona metropolitana); Tapachula, Chis.; Villahermosa, Tab.; Oaxaca, Oax.; 
Campeche, Camp.; Chetumal, Q.R.; Tehuantepec, Oax." 

Igualmente se indica que las ramas de actividad económica a considerar son: 

"Agricultura; ganaderia; caza y pesca; procesamiento de productos cárnicos y 
lácteos; preparación de frutas y legumbres; molienda de trigo; molienda de 
nixtamal; beneficio y molienda de café; azúcar; aceites y grasas vegetales 
comestibles; otros productos alimenticios; bebidas alcohólicas¡ cerveza; refrescos y 
aguas gaseosas; tabaco; hilados y tejidos de fibras blandas; otras industrias textiles; 
prendas de vestir; cuero y calzado; otros productos de madera; papel y cartón; 
imprenta y editoriales; refinación de petróleo y fabricación de derivados; productos 
farmacéuticos; jabones, detergentes y cosméticos; otros productos .químicos; 
productos de hule; artículos de plástico; vidrio -y sus productos; muebles metálicos; 
otros productos metálicos; máquinas y equipo no eléctrico; aparatos 
electrodomésticos; equipos y aparatos electrónicos; equipo y aparatos eléctricos; 
automóviles; partes y accesorios para automóviles; equipos y materiales de 
transporte; otras industrias manufactureras; electricidad; restaurantes y hoteles; 
transportes; comunicaciones; servicios financieros; alquiler de inmuebles; servicios 
de educación; servicios médicos; servicios de esparcimiento; otros servicios." 

Por otra parte, define la fórmula Laspeyres a que se refiere la fracció n V del 

artículo 20 bis del Código Fiscal de la Federación, de la forma siguiente: 

n 
a pit pio 
i=l 
"lt/o = ----­
n 
a pio qio 
i=l 

"La fórmula anterior también puede expresarse: 

n 
pioqio 
"I t/ o= a ---- (pit/ pio) 

IOI 
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i=l n 
á pio q10 
í=] 

"donde: 
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"1 t/ o= f ndice q ue mide la variación promedio ponderado de los precios del periodo 
(t) en relación con los del periodo (o). 

"(pit/pio) = lndice de precios relativos del i-ésimo producto en el periodo (t), mide 
la variación del precio del periodo (t) en relación con el periodo base (o). 

"pioqio = 

n 
á pioqio 
i=l Ponderación del precio relativo del i-ésimo producto en el indice y se obtiene 
dividiendo el valor de las (q) unidades del i-ésimo producto en el periodo base (o) 
entre el valor total de los (n) productos del indice en el mismo periodo base (o)." 

Todo lo anterior permite afirmar, que el procectimiento utfüzado por el Banco 

de México para determinar el ínctice Nacional de Precios al Consumidor, es un 

elemento que se determina con base en normas técnicas, el cual constituye un i.ncticador 

que refleja las variaciones en el valor de la moneda, es decir, que permita conocer la 

magnitud de los cambios económicos der.ivados del proceso inflacionario. 

Para determinar este Ind ice se parte de la base de que el valor de los bienes y 

operaciones se mide por unidades monetarias y por esa razón, cuando la economía 

sufre un proceso inflacionario, la moneda tiene variaciones en su poder adquisitivo, lo 

que da lugar a que la contabilidad arroje información inexacta sobre la situación 

financiera de una negociación, que es preciso actualizar o expresar de nueva cuenta 

para adecuar los val.ores contables y los estados financieros al que realmente le 

corresponden. Uno de los procedimientos para calcular la variación mencionada, es el 
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consistente en elaborar una media estadistica, que exprese el cambio porcentual de Jos 

precios de un conjunto preestablecido de bienes, en lugares y momentos determinados, 

que es lo que se conoce como indice Nacional de Precios al Consumidor. 

Por tanto, se puede seña lar que el Índice Nacional de Precfos aJ Consumidor, 

es un elemento que se determina con base en normas técnicas, esto es asf, porque el 

legislador por conducto del artículo 20 bis del Código Fiscal de la Federación estableció 

básicamente, en forma general, las características y directriz que deben reunir los 

elementos a considerar para determinar el referido indice, mismos que fueron 

debidamente especificados por la institución encargada de ello, esto es, por el Banco de 

México y publicados en el Diario Oficial de la Federación. 

Apoya, a esta determinación la jurisprudencia la./]. 72/2001, sustentada por 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubros es: "íNDICE 

NACIONAL DE PREOOS AL CONSUMIDOR. AL PREVER EL ARTICULO 20 BIS 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE DICHO INDICADOR SE 

CALCULARÁ TOMANDO EN CUENTA DETERMINADOS ELEMENTOS Y 

CONFORME A LA FÓRMULA DE LASPEYRES, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 

DE LEGALIDAD TRIBlITARIA"6 

Otro aspecto importante, que conviene senalar es lo relativo a la reforma 

6 V~ase el Scm,rnario Judicial Je la FeJen1Lión y su Gal"f?la, Tomo XJI, J1! a1~osto J e 2001, pJgina 145 
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realizada al artículo 20 Bis Código Fiscal de la Federación, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 31 de diciembre de 1999, en donde se disminuyó de 2,000 a 1,000 el 

número de productos cuyos precios deben cotizar para la determinación del índice 

Nacional de Precios al Consumidor el Banco de México. 

La exposición de motivos por parte del Ejecutivo obedecía a que para 

cumpfü con el principio de legalidad en ajuste por inflación, se incorporó en el Código 

Fiscal de la Federación el procedimiento que sigue el Banco de México para calcular el 

Índice Nacional de Precios al Consumidor. En otras reglas, lo relativo a los 2000 

productos y servicios que debía cotizar dicho órgano Técnico. 

No obstante lo anterior, debido a que el rango de cotizaciones que exigía el 

citado precepto era demasiado amplio, la mencionada institución tenía dificultades para 

cumplir apropiada y oportunamente con dicha disposición, y ante tal imposibilidad, en 

algunas ocasiones utilizaba un número inferior de bienes y servicios. 

Por todo lo anterior, se propuso la reforma en estudio, para asf adecuar la 

mecánica de determinación del índice Nacional de Precios al Consumidor a las 

posibilidades reales que actualmente rigen su determinación, con lo cual se evitará 

poner en riesgo el esquema de actualizaciones y ajustes de inflación previsto en el 

sistema fiscal actual, en el entendido de que el número de cotizaciones de bienes y 

servicios, propuesto, es decir 100 y no L:OOO-, continúa siendo representativo de los 

cambios dP. precios en el país. 
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3.8. PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA ACTUALIZACIÓN 

EN BASE EN EL ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

Los artículos 17-A, 20 y 21 del Código Fiscal de la Federación, previenen que 

cuando las leyes fiscales asi lo establezcan, a fin de determinar las contribuciones 

fiscales y sus accesorios se aplicará el Índice Nacional de Precios al Consumidor, el cual 

será calculado por el Banco de México y se publicará en el Diario Oficial de la 

Fed eración dentro de los primeros diez dias del mes siguiente al que corresponda; que 

el monto de las contribuciones se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo 

de los cambios de precios en el pafs, para lo cual se aplicará el factor de actualización a 

las cantidades correspondientes, el que se obtendrá dividiendo el índice nacional de 

precios al consumidor del mes más reciente del periodo entre el citado índice 

correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo; asf como que cuando no se 

cubran las contribuciones en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones 

fiscales, el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que debió hacerse el 

pago y hasta que el mismo se efectúe. 

Además, el artículo 7° del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, 

establece que para los efectos del artículo 17-A, del Código en cita, el factor de 

actualización a que el mismo se refiere deberá calcularse hasta el diezmilesimo. 

Respecto a lo anterior, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
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Administrativa del Sexto Circuito, interpretó que la expresión "mes a11terior al más 

reciente" del periodo, debía entenderse de la siguiente manera: 

El mes anterior al más reciente de ninguna manera puede ser el anterior al 

que transcurre al momento de emitir la liquidación, pues para efecto del factor de 

actualización dicho mes es el más reciente, pero no es el anterior al más reciente. Para 

esquematizar lo dicho, si una liquidación se emite en el mes de mayo, el mes más 

reciente es abril y el anterior al más reciente es marzo, cuyo índice debe utilizarse, sin 

que se obstáculo que para ese momento ya se hubiera publicado el fnd ice relativo al 

mes de abril, en tanto que el mes más reciente no puede corresponder al de mayo, dado 

que si todavía no conduia al momento de la liquidación no es más reciente, sino 

corriente o que transcuxre. Tampoco es el caso de que sea procedente la hipótesis que 

contempla el segundo párrafo del arjículo 17-A del Código Fiscal de la Federación, en el 

sentido de que la actualización se realizará mediante la aplicación del último índice 

mensual publicado, pues esa no es la regla general sino la excepción para cuando el 

índice del mes anterior al más reciente no se haya publicado por el Banco de México.7 

Esto, a manera de ejemplo, se puede establecer en los siguientes térmfoos: 

cuando a un contribuyente se le determina un crédito fiscal en cantidad de $1,000, 

respecto del periodo de diciembre de 1997 hasta agosto de 2002, el factor de 

actualización utilizado es el de 1.5239, el cual se determinó dividiendo el Índice 

' Véase el Samario judidal dia la Federadón y su Ga1:ela, Tomo XVIII, de agosto de 2003, pá¡iina 1667 
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Nacional de Precios al Consum idor del mes de junio de 2002 (360.669) publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el día 10 de junio de 2002 (por ser el Índice Nacional de 

Precios aJ Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo), entre el índice 

Nacional de Precios al Consumidor del mes de enero de 1998 (236.931), (por ser el 

índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo). 

En este sentido, dicho contribuyente tendrá que pagar como concepto de 

impuesto omitido y actualizado la cantidad de $1,523.9, es decir, Ja cantidad de $523.9, 

por concepto de parte actualizada. 

Se s igue de lo anterior que, el procedimiento para determinar el monto de la 

contribución que se cubre extemporáneamente se establece con toda precisión, pues 

basta actualizarlo desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta q ue se cubra, 

aplicando dicho factor a la cantidad correspondfonte, e l que se obtendrá en la forma 

prevista por eJ artículo 17-A citado, es decir, dicho factor se obtendrá dividiendo el 

Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente d el periodo 

entre el citado fndice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo. 

3.9. PRJNOPIO DE LEGALIDAD TRlBUT ARIA. 

Para atender a fondo, este principio constitucional, resulta necesario conocer, 

en primer término, los principios elementales de todo s istema tributario, como son: de 

igualdad, certidumbre, comodidad y economfa que hace más de dos siglos expuso 
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Adam Smith en su Libro J11vestigació11 sobre In 11nt11rnlezn y cnrisas de In riquezas de las 

naciones, los cuales siguen tl:'niendo vigencia en la actualidad . 

a) PRINCIPIO DE IGUALDAD. 

"Los súbditos de cualquier Estado deben contribuir al sostenimiento del Gobierno, en la 
medida de lo posible, en proporción de sus respectivas capacidades, es decir, en proporción 
al ingreso que disfruten bajo la protección estatal" . 

Este principio se proyecta bajo dos formas: la generalidad de los impuestos y 

la uniformidad de los mismos. 

La generalidad se refiere a que todos los individuos debemos pagar 

impuestos, por lo que nadie puede estar exento de esta obligación. La única excepción 

será la falta de capacidad contributiva. Con ello la idease reduce a que nadie que tenga 

capacidad contributiva debe abstenerse de pagar im puestos. 

La uniformidad significa que todos los contribuyentes deben ser iguales 

frente al impuesto, lo cual se logra con base en dos criterios: la capacidad contributiva 

(posibilidad económ ica de pagar un impuesto) como criterio objetivo; y la igualdad de 

sacrificio, que sirve para repartir equitativamente los impues tos y señalar cuotas del 

gravamen para cada fuente de ingreso, como cri terio subjetivo. 

b) PRINCIPIO DE CERTIDUMBRE. 

"El impuesto que cada individuo debe pagar debe ser cierto y 110 arbitrario. El momento del 
pago, la forma de su pago, la t:antidad a pagar, todo debe ser claro y preciso, lo mismo para el 
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contribuyen/e que cualquier persona. La incertid11111bre de pábulo al abuso y f111.1orece la 
corrupción de ciertas gentes que so11 impopulares por la naturaleza misma de sus cargos. 
aun cun11do no i11curran en corrupción y abuso." 

Para el cumplimiento de este principio es necesario especificar con precisión 

los siguientes elementos: el sujeto, el objeto, la tasa, cuota, la forma de hacer la 

valuación de la base, la forma de pago, la fecha de pago, quién paga, las penas en caso 

de infracción, et.e., lo cual hace necesario que las formas tributarias sea claras y precisas. 

c) PRINCIPIO DE COMODIDAD. 

"Todo impuesto debe cobrarse en el momento y de la forma que probablemente sean más 
convenientes para ser recaudados." 

Existen una serie de impuestos que por su naturaleza en ocasiones resultan 

problemáticos para su cobro y otros no, por el contrario, se cobran aun sin que el 

consumidor lo sepa. Un impuesto que se cobra inmediata o casi inmediatamente se 

resiente menos que e! que se recauda tiempo después de la situación que lo o'riginó. 

d ) PRINCIPIO DE ECONOMíA. 

"Todos los impuestos deben estar diseíiados para extraer de los bolsillos de los contribuyentes 
o para impedir que entre ellos la menor suma posible más allá de lo que ingresan en el Tesoro 
público del Estado.'' 

Si, por el contrario, la diferencia es mucha, es posible que la recaudación del 

impuesto necesite de gran número de funcionarios y empleados cuyos sueldos devoran 

la mayor parte del producto del mismo, independientemente del costo de equipos de 

recaudación y control que, finalmente lo transforman en antieconómko. 
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Ahora bien y una vez expuesto la anterior, el ejercicio del poder tri butario y 

la actuación de las autoridades en esta materfa deben seguir determinados lineamientos 

que Ja propia Constitución y las leyes establecen. 

Estas reglas básicas, por tener su origen en la norma fundamenta l de nuestro 

sistema juridico, se conocen como Principios Constitucionales de la Tributación. 

El principio de legalidad tributaria se encuentra consagrado en la fracción IV 

del artículo 31 de la Constitución PoHtica de los Estados Unidos Mexicanos, al disponer 

que las contribuciones que se tiene la obligación de pagar para los gastos públicos de la 

Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios deben estar establecidas en leyes. 

Dicho principio puede anunciarse mediante e.l aforismo, adoptado por 

analogia del Derecho Penal, " nullum tributum sine lege", esto es que la ley que 

establece el tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la obligación 

tributaria. 

Por otra parte, examinando atentamente este principio de legalidad, a la luz 

del sistema general que informa nuestras disposiciones constitucionales en materia 

impositiva y de explicación racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que la 

carga tributaria de los gobernados esté establecida en una ley, no signi fica tan solo que 

el acto creador del impuesto deba emanar de aquel poder que, conforme a la 
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Constitución Federal está encargado de la función legislativa, ya que así se satisface la 

exigencia de que sean los propios gobernados, a través de sus representantes, los que 

determinen las cargas fiscales que deben soportar, sino fundamenta lmente que los 

caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación 

tributaria, estén consignados de manera expresa en la ley, de tal modo que no quede 

margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de impuestos 

imprevisibles o a titulo particular, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria 

pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos 

del Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar las djsposiciones generales 

de observancia obligatoria, dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante. 

Esto, por lo demás, es consecuencia del principio general de legalidad, conforme al cual, 

ningún órgano del Estado puede realizar actos individuales que no estén previstos y 

autorizados por d isposición general anterior, y está reconocido por el artículo 14 de 

nuestra ley fundamental. Lo contrario, es decir, la arbitrariedad en la imposición, La 

imprevisibilidad en las cargas tributarias y los impuestos que no tengan un claro apoyo 

legal, deben considerarse absolutamente proscritos en el régimen constitucional 

mexicano, sea cual fuere el pretexto con que pretenda justiciárseles. 

Por otra parte, como excepción a este principio, se tiene la posibilidad de que el 

Ejecutivo legisle en los térmillos de los artículos 29 y 131, párrafo segundo, de la 

Constitución Federal. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el principio de 
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legalidad en materia tributaria consiste en que las contribuciones sean establecidas 

mediante un acto legislativo, es decir, que provenga del órgano que tiene atribuida la 

función de crear leyes (aspecto formaJ) y en que los elementos esencia les de aquéllas, 

tales como el sujeto, objeto, base, tasa y época de pago, también se encuentren 

consignados en la ley (aspecto materiaJ). 

Para corroborar esta precisión, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido las siguientes jurisprudencias, cuyos rubros son: "lMPUESTOS, 

ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN ESTAR CONSIGNADOS 

EXPRESAMENTE EN LA LEY" y "IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE 

EN MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSITTUOÓN FEDERAL."ª 

En ese contexto, atendiéndo a la finalidad y al derecho a la seguridad jurídica 

que se tutela en el articuJo 31, fracción IV, constitucional, a través del principio de 

legalidad tributaria, el acatamiento de éste tiene lugar cuando se establecen en un acto 

materiaJ y formalmente legislativo todos aquellos elementos que sirven de base para 

realizar el cálculo de una contribución, fijándolos con la precisión necesaria que, por un 

lado, impida el comportamiento arbitrario o caprichoso de las autoridades que directa o 

indirectamente participen en su recaudación y que, por otro, generen al gobernado 

certidumbre sobre qué hecho o circunstancia se encuentra gravado, cómo se calculará la 

base del tributo, qué tasa o tarifa debe aplicarse, cómo, cuándo y dónde se realizará eJ 

8 Véase Semanario }udió al de la Federación, compilación 1917-1995, Tomo 1, Materia Constitucional, 
páp,ina 169 
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entero respectivo y, en fin, todo aquello que le permita conocer qué cargas tributarias le 

corresponden en virtud de la situación jurídica en que se encuentra o pretenda ubicarse. 

Ahora bien, en el caso concreto, dada la complejidad para llevar a cabo la 

cuantificación del fenómeno económico que el legislador ha estimado debe tomarse en 

consideración al llevar a cabo la determinación del monto al que asciende la obligación 

tributaria, situación consistente en el nivel de inflación, para fijar en qué términos se 

acata el principio de legalidad tributaria resulta necesario atender tanto a la naturaleza 

de ese fenómeno, como a la referida finalidad de esta garantía constitucional. 

En cuanto al fenómeno económico que se pretende medir a través del índice 

Nacional de Precios al Consumidor, conviene señalar que la estabilidad de precios 

constituye uno de los componentes básicos de la estabilidad económica de un país, y 

representa la permanencia del nivel general de precios en el tiempo; en consecuencia, 

para definir si existe o no estabilidad de precios es necesario elegir un determinado 

indicador de precios y compararlo con su evolución en el pasado para cuantificar el 

nivel que han tenido sus variaciones, las que dan lugar a la inflación, cuando 

constituyen un aumento del nivel general de precios, aumento que debe ser sostenido, 

elimfaando incrementos circunstanciales o coyunturales, como puede ser una mala 

cosecha; y, por ende, debe producir una disminución del poder adquisitivo del dinero. 

Ante la propia naturaleza de ese fenómeno, para lograr su medición resulta 

necesario acudir a instrumentos matemáticos que provee la teoría estadística y que 
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tienen una connotación precisa en el ámbito de ésta, específicamente, a los números 

índice, de los cuales se debe utilizar aquel que pueda reflejar con mayor veracidad, 

dependiendo de su complejidad, el fenómeno que se pretende cuantificar. 

En esa medida, atendiendo a los fines que se persiguen con el principio de 

legalidad tributaria, las disposiciones de observancia general que regulan los términos 

en que debe calcularse el Índice Nacional de Precios al Consumidor, indicador de la 

inflación o elevación de los precios de los bienes y servicios, que repercute directamente 

en la pérdida del valor adquisitivo de la moneda nacional, deben, necesariamente, 

impedir el comportamiento arbitrario o caprichoso del órgano técnico que realiza su 

cuantificación y, además, generar al gobernado la certidumbre jurídica, económica y 

matemáticamente posible, sobre cómo se calculará ese indice y, por ende, qué factores 

determinarán las cargas tributarias que le corresponden en virtud de la situación 

jurfdica en que se encuentra o pretenda ubicarse, con todo lo que se resguarda el 

derecho a la seguridad juridka que tutela en favor de todo gobernado el articulo 31, 

fracción N , constitucional. 

Cabe precisar que anteriormente, en el artículo 20 del Código Fiscal de la 

Federación, en el cual únicamente se establecía que a fin de determinar las 

contribuciones y sus accesorios se aplicarla el índice Nacional de Precios al Consumidor 

calculado por el Banco de México, sin que se precisara en ese precepto, o en uno 

diverso, los componentes, bases, criterios o reglas que se considerarian para formular 

ese indice, situación que prevaleció hasta el treinta y uno de diciembre de mil 
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novecientos ochenta y ocho, resultaba transgresora del principio de legalidad tributaría, 

como se observa a través de la siguiente tesis jurisprudencia! P./J. 27 /95: 

"ÍNDICE NACIONAL DE PREOOS AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 20 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERAOÓN ES INCONSTITUOONAL POR 
VIOLAR LA GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (TEXTO VIGENTE 
EN MIL NOVEOENTOS OCHENTA Y SIETE). El segundo párrafo del articulo 20 
del Código Fiscal de la Federación, según texto vigente en el año de mil novecientos 
ochenta y siete, al disponer que deberá aplicarse el Indice Nacional de Precios al 
Consumidor calculado por el Banco de México para determinar las contribuciones y 
sus accesorios, en los casos en que las leyes fiscales así lo establezcan, viola la 
garantía de legalidad tributaria consagrada en el artículo 31, fracción IV, 
constitucional, porque no precisa los componentes, bases, criterios o reglas que 
deberán considerarse para formular el citado Indice, sino que deja en manos del 
Banco de México la determinación de uno de los elementos que los contribuyentes 
deben considerar para calcular la base gravable, con Jo cual se quebranta la garantia 
ya citada que busca salvaguardar a los particulares de la actuación caprichosa de 
autoridades u órganos distintos del legislador, sin que obste a esta conclusión que el 
índice de que se trata puede ser un instrumento de medición económica confiable, 
por cuanto su elaboración se halla encomendada a un organismo capacitado 
técnicamente para detectar las variaciones inflacionarias, pues lo cierto es que la 
Constitución exige que sea precisamente el legislador y no otro órgano u organismo · 
diverso, quien precise todos los elementos de la contribución. "9 

De acuerdo con el criterio anterior, la inconstitucionalidad del índice 

Nacional de Precios al Consumidor regulado por el articulo 20 del Código Fiscal de la 

Federación vigente en mil novecientos ochenta y siete, se determinó, básicamente, por 

las siguientes razones: 

A) El legislador no precisó los componentes, bases, criterios o reglas que 

de berran considerarse para la formulación de dicho indice. 

B) El índice constituye para el contribuyente un elemento que, 

" V1~ilSI' St!manario Judicial J e la Federación y s u Gat:eta, Tomo 11, <le octubre <ll' 1995, página 52. 
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necesariamente, debe considerar para determinar el monto de la base gravable y, por 

consiguiente, el tributo a pagar. 

C) La circunstancia de que este indice conduzca a modificar la base gravable, 

pone de manifiesto que constituye un elemento de la contribución. 

D) Por consiguien te, la fi nalidad del índice es modificar el importe de la base 

gravable y, por tanto, el de incidir de manera determinante en la carga fiscal que el 

contribuyente debe soportar. 

E) Lo anterior basta para considerar que su determinación no puede quedar 

al arbitrio de un órgano d istinto del legislador, pues de otra manera se quebranta el 

principio de legalidad tributaria. 

Ante el nuevo sistema legal para calcular el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor derivado de la reforma legal que incorporó el articulo 20 bis al Código 

Fiscal de la Federación, el Máximo Tribunal de nuestro país, emitió la tesis 

íurisprudencial, cuyo rubro y texto son los siguientes: 

"ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS. LOS ARTÍCULOS 17-A, 20 Y 21 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN EN CUANTO LO ESTABLECEN, NO 
VIOLAN El PRINCIPIO DE LEGALIDAD.-Los artículos 17-A, 20 y 21 del Código 
Fiscal de la Federación aludidos, previenen que cuando las leyes fiscales así lo 
establezcan, a fin de determinar las contribuciones fiscaJes y sus accesorios se 
aplicará el Índice Nacional de Precios al Consumidor, el cual será calculado por el 
Banco de México y se publicará en el Diario Oficial de la Federación dentro de los 
primeros diez dfas del mes siguiente al que corresponda; que el monto de las 
contribuciones se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los 
cambios de precios en el pais, para lo cual se aplicará el factor de actualización a las 
cantidades correspondientes, el que se obtendrá dividiendo el fndice Nacional de 
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Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo entre el citado índice 
correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo; asl como que cuando no se 
cubran las contribuciones en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones 
fiscales, el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que debió hacerse el 
pago y hasta que el mismo se efectúe. Se sigue de lo anterior que el procedimiento 
para determinar el monto de la contribución que se cubre extemporáneamente se 
establece con toda precisjón, pues basta actualizarlo desde el mes en que debió 
hacers~ el pago y hasta que se cubra, aplicando dicho factor a la cantidad 
correspondiente, el que se obtendrá en la forma prevista por el articulo 17-A citado. 
No obsta a lo anterior, que eJ índice de referencia sea calculado por el Banco de 
México, que no es una autoridad legislativa, pues tal determjnación la efectúa 
aplicando el procedimiento previsto en el artículo 20 bis del propio Código Fiscal, 
de tal suerte que no queda al arbitrio de este organismo el monto de la contribución 
que se cubre extemporáneamente." (Octava Época, Pleno, Apéndice de 1995, Tomo 
1, Parte SCJN, tesis 175, página 175). 

En ese contexto jurisprudencial, resulta patente que la Suprema Corte de 

Justicia reconoció la necesidad de que el Índice Nacional de Precios al Consumidor y el 

procedimiento para su obtención se encuentren previstos en un acto formal y 

materialmente legislativo, en tanto que por voluntad expresa del legislador se ha 

tornado en un factor que trasciende a la fijación del valor de diversos elementos de las 

contribuciones o, inclusive, de estas mismas. 

Luego entonces, al prever el legislador el uso de ese indice, con el objeto de 

actualizar, en .su caso, el valor de las contribuciones, de Jos hechos o circunstancias que 

se gravan mediante éstas y de las tarifas que se establecen para su cálculo, resulta 

inconcuso que para cumplir con ef principio de legalidad tributaria fue necesario que en 

una disposición general, formal y materialmente legislativa, se fijara el procedimiento al 

cual se sujetaría la entidad o dependencia del Estado que llevarla a cabo el cálculo de tal 

índice, pues de lo contrario, al constituir un factor determinante para eJ cálculo de los 

tributos, el gobernado se encontraría en un estado de incertidum bre sobre el 
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procedimiento para determinarlos, quedando a discreción del órgano técnico el 

mecanismo para determinar el referido índ ice y, por ende, los términos en que se debe 

contribuir a l gasto público, por Jo que la regulación que rige el cálculo del Índice 

Nacional de Precios al Consumidor se encuentra sujeta al principio de legalidad 

tributaria, previsto por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Sirve susrento a lo anrerior, la Jurisprudencia 2a./J. 110/2000, sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, cuyo rubro 

y texto señalan: 

"ÍNDICE NACIONAL DE PREOOS AL CONSUMIDOR. CONSTITUYE UN 
ELEMENTO NECESARIO PARA DETERMINAR EL MONTO DE LAS 
CONTRIBUOONES Y, EN TANTO QUE ES CUANTIFICADO POR UN 
ÓRGANO DEL ESTADO, LAS DISPOSIOONES QUE REGULAN SU 
CÁLCULO SE ENCUENTRAN SUJETAS AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31, FRACOÓN IV, DE LA 
CONSTITUOÓN FEDERAL En virtud de que conforme a lo dispuesto en 
diversos preceptos de la legislación tributaria que íntegra el orden jurídico nacional, 
el resultado que reporte el referido indice sirve de sustento para actualizar, en su 
caso, el valor de las contribuciones, de los hechos o circunstancias que se gravan 
mediante éstas y de las cuotas o tarifas que se establecen para su autodeterminación 
o liquidación, y en razón de que los valores de ese referente son cuantificados por 
un órgano deJ Estado, la regulación que rige el cálculo del Índice Nacional de 
Precios al Consumidor se encuentra sujeta al principio de legalidad tributaria. Por 
ende, para cumplir con esta garantía constitucional, atendiendo a su finalidad y a la 
naturaleza del fenómeno que se pretende cuantificar, es necesario que en un acto 
formal y materialmente legislativo se fije el procedimiento al cual se debe sujetar la 
entidad o dependencia del Estado que lleva a cabo su cálculo, de manera tal que se 
impida la actuación caprichosa o arbitraria deJ respectivo órgano técnico y que, 
además, se genere certidumbre a los gobernados sobre los factores que inciden en la 
cuantía de sus cargas impositivas."•0 

10 Véase el Semanario Judicial de la Federadón y su Gacela, Tomo XII, de diciembre <le 2000, página 387 
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CAPÍTULO CUARTO 
ÍNDICE NAO ONAL D E PREO OS AL CONSUMIDOR COMO INDICADOR 

.ECONÓ M.JCO EN LA DETERMJNACIÓN DE LA CONTRIBUO ÓN FISCAL Y SUS 
ACCESORIOS, SU IMPUGNACIÓN A TRAVÉS D EL JUICIO DE NULIDAD 

Sumario: 4. /. Introducción al Capitulo. 4.2. El índiCI.' nacional de precios al consumidor como 
indic11dor económico en la determinación de /11 contribución fiscal y sus accesorios. 4.3. La contribución 
fiscal y su 11ct1111/ización con base en el índice nacional de precios al consumidor. 4.4. Medios de defensa 
legal en contra de la determinación fiscal respectiva. 

4.1. INTRODUCOÓN AL CAPÍTULO. 

La intención de este capítulo es, una vez precisada la importancia de la 

obtención del índice nacional de precios al consumidor y del papel que juega en la 

determinación de las contribuciones, acreditar que Ja vfa de defensa que tiene el 

conbibuyente para su impugnación, es el recurso de revocación y/ o eJ juicio 

contencioso administrativo. 

Pa ra ello, se enfatizara cómo la autoridad al determinar un créd ito fiscal a 

cargo de un particular, utiliza el citado indicador económico. 

Posteriormente, se precisara que al ser el procedimiento para la obtención de 

los índ ices nacionales de precios al consumidor, un proced imiento previsto por el 

legislad or, en e l artículo 20 Bis, del Código Fisca l de la Federación, no puede ser 

materia de constitucionalidad, pues su estudio se limita a verificar s i el Banco de 

México al calcular los citad os índ ices se apegó a la normatividad aplica ble. 
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4.2 EL ÍNDICE NAOONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR COMO INDICADOR 

ECONÓMICO EN LA DETERMINACIÓN DE LA CONTRIBUCIÓN FISCAL Y SUS 

ACCESORIOS. 

El Índice Nacional de Precios al Consumidor es un indicador económico, 

como ya se precisó en el Capitulo anterior, de varios productos para e l desarrollo de las 

familias en e l pals, y que por si sólo no causa ninguna afectación a las esfera jurldica del 

gobernado, toda vez que su publicación en e l Diario Oficial de la Federación no es causa 

para considerarlo obligatorio para los gobernados, pues la finalidad de la publicación 

del citado índice es para que todo el país tenga acceso y conocim iento de la información 

que en el se refleja, es decir, la economía del país. 

Sin embargo, cuando por virtud de lo dispuesto por un precepto legal, e l 

índice es utilizado como forma o parámetro de actualización del supuesto legal que 

regula la norma jurídica, se integra a ésta, tornándose obligatorio para e l particular que 

se coloca en ese supuesto, por tanto afecta a su interés jurídico. 

Bajo es te orden de ideas, en el presente caso, cuando el índice nacional de 

precios a l consumidor, que calcula e l Banco de México conforme al artículo 20 Bis del 

Código Fiscal de la Federación, es utilizado para actualizar la contribución fiscal, se 

integra a ésta, por lo que se vuelve obligatorio para el contribuyente. 

Luego entonces, e l contribuyente afectado por la determfoación de la 

autoridad, puede validamente reclamar su ilegalidad, dado que se acredita su interés 
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jurldico al causarle un perjuicio directo y actual tal determinación, es decir, se acredita 

su interés jurídico para reclamar su aplicación. 

Lo anterior, se encuentra fortalecido, por la Tesis P. UX/92, sustentada por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo texto y rubro, sei'lalan lo 

siguiente: 

"INDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. EXISTE INTERES 
JURIDICO PARA RECLAMAR EL PRECEPTO QUE LO ESTABLECE, CUANDO 
ES UTILIZADO PARA DETERMINAR LA CONTRIBUOON FISCAL. El fndice 
nacional de precios al consumidor calculado por el Banco de México constituye sólo 
un indicador económico que, por si mismo, no lesiona ningún derecho de los 
gobernados, ni constituye acto de autoridad; sin embargo, cuando por virtud de lo 
dispuesto por un precepto legal, el indice es utilizado para determinar la 
contribución fiscal, se integra a ésta, tomándose obligatorio para el contribuyente y, 
por tanto, afecta su interés juridico."1 

Ahora bien, cabe precisar que cuando la autoridad fiscal determina una 

contribución fiscal a cargo de un particular y utiliza el íncüce nacional de precios al 

consumidor para su actualización, éste cambia de ser un indicador con fines divulgativos, a 

ser un índice que sirve de parámetro para que la autoridad justifique su acto administrativo, 

adquiriendo el citado índice una característica de coercitivo, claro está, apoyado en los 

artfcuJos 17-A, 20 y 20 Bis, del Código Fiscal de la Federación, en Los cuales encuentra su 

sustento legal. 

Se afirma lo anterior, pues adquiere la característica de coercitivo porque existe la 

posibilidad de obligar al cumplimiento de la obligación, cuando esta no fue cumplida de 

1 Véase Gaceta J el Sao1ario Jut.lidaJ de la Feden1dón, Tomo 55, t.lt! julio de 1992, pá.gina 2J 
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forma espontánea, -procedimiento administrativo de ejecución-, es decfr, en contra de la 

voluntad del gobernado, utilizando la fuerza del Estado. 

También, adquiere la característica de heterónomo, al estar contenido en una ley, 

toda vez que su elaboración y aplicación emana de una voluntad distinta del gobernado, es 

decir, su elaboración está a cargo del Banco de México y su aplicación surge de un acto de 

autoridad que justifica su actuar en un ordenamiento legal, creado éste por el Poder 

Legislativo. 

Por último, es general, porque se encuentra inmerso en una ley, que se aplica a 

cuantas personas se sitúen en el supuesto normativo, es decir, no esta dirigido a un solo 

individuo en específico, sino a una comunidad en general, y es abstracto, precisamente por 

no estar dirigido a una persona en particuJar. 

Por tal motivo, si la autoridad determina una contribución fiscal a cargo de una 

persona, ya sea física o moral, utilizando el índice de referencia para su actualización, éste 

puede reclamar su aplicación, acorde al respeto a las garantías de audiencia y legalidad 

contempladas por eJ artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 
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4.3. LA CONTRIBUOÓN FISCAL Y SU ACTUALIZAOÓN EN BASE EN EL ÍNDICE 

NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. 

La contribución es un ingreso fiscal ordinario del Estado que tiene por objeto 

cubrir sus gastos públicos. 

En México, el articulo 31, fracción N, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, dispone que: son obligaciones para los mexicanos 

"contribuir para los gastos plÍblicos, así de Ja Federación, como el Distrito Federal o del Estado y 

m1micipio en que residan, de Ja manera proporcional y equitati:va que dispo11gm1 las leyes". 

De esta forma, ~as contribuciones en .México deben reunir los requisitos 

referidos. Es decir, deben ser destinados al gasto público, entendiéndose por ello, según 

Flores Zavala todo lo que sea necesario para que las entidades públicas realicen sus 

atribuciones, es decir, para el desarrollo de su actividad legal. 

Por otro lado, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

manifestado en diversos criterios que el principio de proporcionalidad tributaria 

exigido por el artículo 31, fracción N, de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos, consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben contribuir a los 

gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva. 

Lo anterior significa que para que un gravamen sea proporcional, se requiere 
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que el hecho imponible del tributo establecido por eJ Estado, refleje una auténtica 

manifestación de capacidad económica del sujeto pasivo, entendida ésta como la 

potencialidad real de contribuiI a los gastos públicos. 

En el mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado 

que el principio de equidad, debe entenderse como " la manifestación de lo justo"; y en 

el Derecho Fiscal se concibe cuando las autoridad grava a los individuos según la 

actividad que desarrollen, la fuente y cuantía de sus ingresos, el de sus necesidades, el 

interés de la colectividad desarrollada y su cooperación al bienestaI social. Ésta exige 

que se respete el principio de igualdad, es decir, que todas las personas que se ubiquen 

en la hipótesis normativa pagarán la misma contribución, esto es, la norma jurídica 

tributaria es igual para todos los contribuyentes, lo que se traduce en que las leyes 

tributarias deben tratar igual a Jos iguales y desigual a los desiguales. 

Por otro lado, resulta importante distinguir que en materia de Derechos por 

servicios, los requisitos constitucionales de proporcionalidad y equidad se rigen por un 

sistema distinto del de los impuestos. 

Esto es así, pues el legislador trata de satisfacer en materia de derechos 

dichos Iequisitos, a través de una cuota o tarifa aplicable a una base, cuyos parámetros 

contienen elementos que reflejan la capacidad contributiva del gobernado, se traduce en 

un sistema que únicamente es aplicable a los impuestos, pero que en manera alguna 

puede invocarse o aplicarse cuando se trate de la constitucionalidad de derechos por 

124 



"INl)IC'f NA< 'fl)NA. I l'lf- 1 ;:¡.. 1,~ Al. e '()N~IJt-..ill)<.) .,:: \ \)MO tcA.to:t- l 'A~A l.A fl lAt. ·10N l>t-: l.A <. "< lNT~ltHJCION 1-N.AI. Y~U' AC. ·c. ' f..'-'<lRlf~. 
:-U 1Ml'UC;1'1A< IO N A TRAVl'.'- l)f.l.)Ul<'IO 1.>E NUl.ll>A IY" 

servicios, cuya naturaleza es distinta de la de los impuestos y, por tanto, reclama un 

concepto adecuado de esa proporcionalidad y equidad. 

De rlCuerdo con la doctrina jurídico-fiscal y la legislación tributaria, por 

derechos han de entenderse: "las contraprestaciones que se paguen a la hacienda 

pública del Estado, como precio de servicios de carácter administrativo prestados por 

los poderes dei mismo y sus dependencias a personas determinadas que los soliciten", 

de tal manera que para la determinación de las cuotas correspondientes por concepto de 

derechos ha de tenerse en cuenta el costo que para el Estado tenga la ejecución del 

servicio y que las cuotas de referencia sean fijas e iguales para todos los que reciban 

servicios análogos, pues los servicios públicos se organizan en función del interés 

general y sólo secundariamente en el de los particulares. 

Ahora bien, el artículo -P del Código Fiscal de la Federación, establece que las 

contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, 

contribuciones de mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera: 

l. Impuestos son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las 
personas físicas y morales que se encuentren en la situación jurfdica o de 
hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en las 
fracciones II, III y IV de este artículo. 

II. Aportaciones de seguridad social son las contribuciones establecidas en 
ley a rargo de personas que son sustituidas por el Estado en el cumplimiento 
de obligaciones fijadas por la ley en materia de seguridad social o a las 
personas que se beneficien en forma especial por servicios de segt1rid ad 
social proporcionados por el mismo Estado. 

IU. Contribuciones de mejoras son las establecidas en ley a cargo de las 
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personas físicas y morales que se beneficien de manera d irecta por obras 
públicas. 

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en ley por el uso o 
aprovechamiento de los bienes del dominio público de la nación, así como 
por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho 
público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u 
órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de 
contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de 
Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los 
organismos p úblicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del 
Estado. 

Cuando sean organismos descentralizados los que proporcionen Ja seguridad 
social a que hace mención la fracción ll, las contribuciones correspondientes 
tendrán la naturaleza de aportaciones de seguridad social. 

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y Ja indemniz.ación a que 
se refiere el séptim o párrafo del articulo 21 de este código son accesorios de 
las contribuciones y participan de la naturaleza de éstas. Siempre que en este 
código se haga referencia únicamente a contribuciones no se entenderán 
incluidos los accesorios, con excepción de lo dispuesto en el articulo lo. 

De lo anterior, de conformidad con el articulo 17-A del Código Fiscal de la 

Federación: "El monto de las contribuciones, aprovechamientos, así como de las 

devoluciones a cargo del fisco federa l, se actualizará por el transcurso del tiempo y con 

motivo de los cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el factor de 

actualización a las cantidades que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá 

d ividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor d el mes anterior al más 

reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más 

antiguo de dicho periodo. Las contribuciones, los aprovechamientos, así como las 

devoluciones a cargo del fisco federal, no se actualizarán por fracciones de mes." 

Lo anterior, s ignifica que el Código Fiscal de la Federación prevé la 
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actua lización del monto de las contribuciones, cuando no se cubran en tiempo, lo cual 

implica darles su valor real al momento en que se efectúa su pago, en donde dicha 

cantidad actualizada conserva la naturaleza de la contribución. 

En este sentido, el legislador establece que se debe utilizar un factor de 

actualización a las cantidades que se deban actualizar, donde dicho factor se obtiene 

dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consu midor del mes anterior al más 

reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más 

antiguo de dicho periodo. 

Luego entonces, el papel que juega el indice nacional de precios al 

consumidor al llevar acabo la autoridad la determinación y con ello fijar en cantidad 

liquida la contribución omitida "crédito fiscal" es de suma importancia, pues de ésté 

depende el monto de la cantidad que exigirá en determinado momento la autoridad 

fiscal. 

Ahora bien, cabe hacer mención que muchos contribuyentes llevan acabo la 

figura de la compensación como forma de extinguir la obligación fiscal, en términos del 

artícu lo 23 del Código Fiscal de la Federación, sin embargo, en ocasiones suele suceder 

que una vez revisada por la autoridad fiscal, rechaza dichas compensaciones por 

improcedentes, teniendo como consecuencia, además de pagar el impuesto al momento, 

el pago de los accesorios correspondientes [actualización y recargos] y las sanciones 

procedentes, todo ello en detrimento de su economfa y de su tranquilidad. 
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En términos del artículo 23 del Códjgo Fiscal de la Federación, la 

compensación podrá efectuarse contra la misma contribución o contra diferente 

contribuciones, siempre que en este último caso se cumplen los requisitos establecidos 

en las reglas de carácter general. 

En lo relativo, al presente trabajo recepcional, en materia de actualización 

uno de los requisitos que deberá cumplir el contribuyente al efectuar su compensación, 

es: 

1) Actualizar el saldo a favor desde el mes en que se p resentó la declaración 

que lo contenía, hasta el mes en que la compensación se realice, considerando el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor establecido en el articulo 17-A, del Código Fiscal de 

la Federación. 

En este sentido, en materia de compensación el monto a actualizar en 

términos del artículo 17-A, del Código Fiscal de la Federación, es el saldo a favor que 

tenga el contribuyente desde el mes en que se presentó la declaración que lo contenía, 

hasta el mes en que la compensación se realice. 

Por otro lado, cabe hacer mención que en la última parte del artículo 'l:' del 

Código Fiscal de la Federación, se prevén los accesorios de las contribuciones, 

consis tentes en recargos, sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización del 20% 

por cheque recibido por las autoridades fiscales que sea presentado en tiempo y no sea 
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pagado, los cuales participan de la naturaleza de éstas. 

Sin embargo, el monto de estos debe darse en base a la contribución ya 

actualizada, tal y como lo contemplan los artfcu los 21, 70, 152 del Código Fiscal de la 

Federación, por lo que, en términos más precisos la autoridad liquidadora exigiría al 

pa rticular los siguientes conceptos: 

1.- La contribución actualizada, es decir el monto resultante de la aplicación 

del factor de actualización, en función del Índice nacional de precios al consumidor. 

2- Los recargos aplicables sobre el monto de la contribución ya actualizada 

3.- El importe resultante de la multa, sobre la contribución ya actualizada. 

4.- El monto de los honorarios por notificación de la contribución ya 

determinada, (crédito fisca l). 

Ahora bien, por lo que hace a las multas, contempladas por el artículo 76, 

fracción II, del Código Fiscal de la Federación, es decir por la omisión parcial o total de 

contribuciones, desde luego, su monto debe aplicarse en base al monto histórico de la 

contribución omitida, en razón de lo siguiente: 

Previamente resulta conveniente precisar que la violación a las normas 

tributarias implica la comisión de un ilícito tributario, que puede tener la consideración 

de infracción o de delito. Por razones de política legislativa, en aquellos casos en que se 

desee dispensar una mayor protección al interés tutelado por la norma, conllevará a 

129 



"fNl)ICE NM' IONAl . Of. l'Rf.<.:IU' Al .t:ll~UMll)(lKt:OMl) M Sf. l'ARA 1.A M)Al'IÓN ll~ l.A CONTRIBUCIÓN PISCAI. Y:>US AU:f.!'OKK~ • 
.,U IMl'UGNA<.;IÓN ATRA\IF.' Df.l. )Ul('IO llE NUl.ll>AD'' 

califica r la violación como delito; en cambio, cuando el legislador considere que su 

violación no perturba tan gravemente el ordenamiento jurídico, el ilícito puede 

constituir una infracción administrativa, que consiste en la acción u omisión por la que 

se incumple el mandato imperativo de la norma tributaria o adminjstrativa. 

En los casos de infracción se impondrán sanciones administrativas, 

normalmente de carácter pecuniario, como la multa fiscal que, por naturaleza, es una 

pena pecuniaria que se impone al sujeto activo que comete una infracción a las normas 

de naturaleza tributaria. Los elementos estructurales que definen la infracción 

administrativa y tributaria son: 

A. La acción u omisión constituye el acto a través del cual las _personas físicas 

o jurídicas colectivas incumplen con sus obligaciones tributarias, Jo cual puede dar 

lugar a Ja imposición de alguna sanción prevista en el ordenamiento legal aplicable. 

B. La tipicidad consiste en que la infracción debe ser contraria a una 

prohibición o a un mandato positivo, respectivamente. 

C. La antijuridicidad constituye una lesión de bienes asumidos como objeto 

de protección por el ordenamiento juriruco, de ahl que el autor de la infracción deba 

sufrir el reproche jurídico y asumir las consecuencias sancionadoras asociadas a la 

infracción. 
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D. La negligencia constituye la forma más débil de imputabilidad, por lo que 

basta la imprudencia para que un sujeto sea jurfdicamente responsabJe de una 

infracción tributaria. 

E. La punibilidad implica que la sanción debe estar expresamente prevista en 

el correspondiente tipo y en la norma legal. 

La omisión en el pago de contribuciones, tiene como efecto una disminución 

en la captación de recursos que el Estado tenia programado para el gasto público, por 

ello el legislador, fijó que en estos casos, al demostrarse que el contribuyente no acató 

las disposiciones tributarias relativas, se le exigiera el pago del impuesto omitido 

actualizado, además de fijarle una cantidad por concepto de recargos y una multa. 

La finaHdad de la actuaUzación de las contribuciones, no es otra que la de dar 

el valor real al monto de la contribución en el momento en que se efectúa su pago, pero 

no indemnizar al Fisco por la mora en que incu rre el causante, ni tampoco sancionar al 

contribuyente por su incum plimiento, pues únicamente se otorga un valor actual a la 

contribución para que el Fisco reciba, al liquidarse aquélla, una suma equjvalente a la 

que hubiera percibido de haberse cubierto la contribución dentro del plazo legal, más 

con ello no se le resarcen los perjuicios ocasionados por la falta oportuna del pago, 

concretamente, por no poder d isponer en su momento de las cantidades de dinero 

derivadas del pago puntual de las contribuciones a fin de sufragar los gastos públicos, 

ni tampoco se sanciona al infractor, aspectos que distinguen a la actualización tanto de 
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los recargos como de las multas. 

Por lo que hace a los recargos, éstos son accesorios de las contribuciones dado 

que surgen como consecuencia de la falta de pago oportuno de ellas, esto es, para que se 

origine la obligación de cubrir el recargo al fisco, es imprescindible la existencia de una 

contribución que no haya sido pagada en la fecha esta.blecida por la ley; de ahf que, 

lógicamente, si no se causa contribución alguna no puede incurrirse en mora, ni se 

pueden originar los recargos, ya que éstos tienen por objeto indemnizar al Fisco Federal 

por la falta oportuna del pago de contribuciones, mientras que las sanciones son 

producto de infracciones fiscales que deben ser impuestas en función a diversos 

factores, entre los que se encuentran elementos subjetivos, la naturaleza de la infracción 

y su gravedad. 

Así, para el cálculo de los recargos se toman en consideración elementos 

esencialmente iguales a los que corresponden para la determinación de intereses, como 

son la cantidad adeudada, el lapso de la mora y los tipos de interés manejados o 

determinados durante ese tiempo, elementos que acata el artículo 21 del Código Fiscal 

de la Federación. 

Desde esa óptica, el monto de los recargos y por consiguiente, su 

proporcionalidad y equidad, dependerán de las cantidades que durante la mora deje de 

percibir el Fisco, mientras que la proporcionalidad y equidad en cuanto al monto de las 

sanciones dependerá, según el caso previsto por el artículo 76, fracción II, del Código 
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Fiscal de la Federación, de las cantidades que por concepto de pago de contribuciones 

haya omitido el obligado. 

Por otra parte, la violación de las normas tributarias, determina la comisión 

de un ilrcito tributario, que tendrá la consideración de infracción o de delito. Cuando el 

legislador considere que la violación no perturba tan gravemente e1 ordenamiento 

jurídico, el ilícito tendrá la consideración de infracción administrativa de naturaleza 

tributaria. En dichos casos se impondrá una sanción de carácter pecuniario denominada 

multa. En relación con las multas fiscales, para determinar la procedencia jurídica de 

las mismas se deben dar los siguientes requisitos: 

a. Que haya una ley fiscal que ordene o prohíba Cierta conducta; 

b. Que el sujeto pasivo de esa obligación realice una conducta contraria; 

c. Que la propia ley (u otra) señale que la comisión de esa conducta 

constituye infracción fiscal; 

d. Que la multa esté prevista legalmente; 

e. Que el monto de ésta se encuentre dentro de los parámetros y montos 

fijados en la ley; y 
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f. Que la autoridad, al imponer la multa, señale en el documento que lo 

haga, las razones, motivos, consideraciones y situaciones de hecho y de derecho que la 

llevaron a calificar, en su caso, de grave la conducta que constituye infracción. 

De lo anterior se deriva que la multa tiene como objeto castigar la conducta 

especifica del sujeto pasivo, por cometer la infracción a una disposición legal que le era 

aplicable. 

Ahora bien, la equidad e11 las sa11cio11es, y su proporcio1lalídad, sólo puede 

apreciarse ate11die11do a la naturaleza de la i11fracción de las obligaciooes tributarias 

impuestas por la ley, así camo a la gravedad de diclta violación y a otros elemeritos 

subjetivos, siendo obvio que s11 finalidad 110 es i11dem11izatoria por la mora_, como e11 

los recargos, sino ftmdamentalme11te disuasiva o ejemplar para evitar cooductas 

similares. 

Las multas fiscales tienen como fin el sancionar la conducta realizada por el 

contribuyente, de ahí que tengan una naturaleza penal, pues se esta en presencia de un 

castigo que se impone al infractor de determinada obligación tributaria. Las multas no 

se establecen con el propósito principal de aumentar los ingresos del Estado, sino para 

castigar las transgresiones a las disposiciones legales. El articulo 76, fracción II del 

Código Fiscal de la Federación, vigente para el 2003, establece lo siguiente: 

"Articulo 76. Cuando la comJsión de una o varias infracciones origine la omisión 
total o parcial en el pago de contribuciones incluyendo las retenidas o recaudadas, 
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excepto tratándose de contribuciones al comercio exterior, y sea descubierta por las 
autoridades fiscales mediante el ejercicio de sus facultades, se aplicarán las 
siguientes multas: ( ... ] 
11. Del 70% al 100% de las contribuciones omitidas, actualizadas, en los 
demás casos. [ .. .]" 

De lo anterior, se desprende que la multa será impuesta tomando como base 

la contribución omitida actualizada, situación que pone de manifiesto el hecho de que 

toma en consideración para el cálculo de Ja misma un elemento ajeno a la conducta 

cometida, como lo es la actualización. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que una 

multa es excesiva cuando: 

a. Es desproporcionada a las posibilidades económicas del infractor en 

relación a la gravedad del ilícito; y 

b. Se propasa, va más adelante de lo licito y lo razonable. 

Situación que se corrobora en la tesis jurisprudencia! P./ J. 9/95 del Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Novena Época, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Il, julio de ·1995, página 5, cuyo rubro y 

contenido es eJ siguiente: 

"MULTA EXCESfVA. CONCEPTO DE. De la acepción gramatical del vocablo 
'excesivo', así como de las interpretaciones dadas por la doctrina y por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, para definir el concepto de multa excesiva, contenido 
en eJ articulo 22 constitucional, se pueden obtener los siguientes elementos: a) Una 
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multa es excesiva cuando es desproporcionada a las posibilidades económicas del 
infractor en relación a la gravedad del ilícito; b) Cuando se propasa, va más adelante 
de lo licito y lo razonable; y c) Una multa puede ser excesiva para unos, moderada 
para otros y leve para muchos. Por lo tanto, para que una multa no sea contraria al 
texto constitucional, debe establecerse en la ley que la autoridad facultada para 
imponerla, tenga posibilidad, en cada caso, de determinar su monto o cuantía, 
tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad económica del 
infractor, la reincidencia, en su caso, de éste en la comisión del hecho que la motiva, 
o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho 
infractor, para así determinar individualizada mente la multa que corresponda." 

En el presen te asunto, se está en presencia de una infracción en donde la 

cond ucta es una, y la consecuencia material lo es la contribución omitida. La base de la 

imposición de la sanción, no es la cond ucta en sí misma, s íno es la contríbución omitida 

(resultado de la acción del sujeto pasivo), más otro factor que es el de la actualización de 

esa contribución omitida; situación que es posterior al momento de la comisión de la 

infracción y exógeno a la conducta que se pretende castigar. 

Lo anterior no quiere decir que las multas no puedan ser actualizadas, 

situación que prevé específicamente el segundo párrafo del artículo 70 del Código Fiscal 

de la Federación, mismo que a la letra ordena: 

"Artículo 70. [ ... ] 
Cuando las multas no se paguen en Ja fecha establecida en las disposiciones fisca les, 
el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que debió hacerse el pago y 
hasta que el mismo se efectúe, en los términos del artículo 17-A de este Código. [ ... )" 

De la lectura del precepto transcrito, se advierte que al no pagar las multas en 

las fechas que establecen las d ísposiciones fiscales, las mísmas deben ser actualízadas de 

acuerdo al mecanismo establecido en el articulo 17-A del mismo ordenamiento. Ya que 

en este caso se trata de un crédito fiscal que ya fue dete rminado y como tal, de manera 
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.wtónoma, se actualiza por las mismas razones que el crédito principal. 

De ahi que se este en presencia de dos situaciones distintas, mientras que el 

articulo 76, fracción II del Código Fiscal de la Federación indica que la base para la 

imposición de la multa lo es la contribución omitida actualizada, el segundo párrafo del 

articulo 70 del mismo Código, establece la posibiHdad de actualizar las multas cuando 

estas no sean pagadas en las fechas establecidas para ello. 

Por otra parte, en relación con la comisión de la infracción, es de estimarse 

que el supuesto establecido en la fracción Il deJ artículo 76 de la ley en comento, es de 

realización instantánea, en atención a lo siguiente. 

En sentido lato, infracción tributaria es toda violación a las normas juridicas 

tributarias que imponen a los particulares obligaciones sustantivas o deberes formales. 

En el derecho mexicano dichas infracciones, también llamadas 

contravenciones o faltas, son determinadas y sancionadas por la autoridad 

administrativa y tienen como sanción penas distintas a la privación de libertad. 

Las infracciones tributarias consisten en hechos o conductas exteriores del 

agente infractor, que son contrarias a los dispositivos legales en esa materia. Dichas 

conductas pueden consistir en acciones u omisiones. Estas últimas consisten en dejar de 

cumplir con una obligación tributaria establecida por el ordenamiento jurídico, siendo 
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la más importante la falta de pago de la prestación tributaria principal. 

Tratándose del delito instantáneo, el derecho positivo mexicano, la doctrina y 

la jurisprudencia, son acordes al conceptuarlo como: " Aquél que se consuma en un solo 

acto, agotando el tipo", cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; en cambio, 

tratándose de las modalidades de "continuo" y "continuado", existen diversidad de 

criterios. 

El artículo 99 del Código Fiscal de la Federación da el concepto al que debe 

atenderse en esta materia respecto al del~to continuado, al establecer que: "El delito es 

continuado, cuando se ejecuta con pluralidad de conductas o hechos,. con unidad de 

intención delictuosa e identidad de disposición legal, incluso de diversa gravedad". 

Respecto del delito continuo, sus notas características, extraídas 

substancialmente de la jurisprudencia, consisten en las siguientes: "Es la acción u 

omisión que se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo". 

Con base en lo anterior, las infracciones administrativas podrán ser: 

Instantáneas, cuando se consuman en un solo acto, agotando todos los elementos de la 

infracción, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; continuas, si la acción u 

omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo; o, continuadas, en la 

hipótesis de pluralidad de acciones que integran una sola infracción en razón de la 

unidad de propósito infraccionario e identidad de lesión jurfdica. 
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Lo anterior encuentril apoyo en los criterios sustentados por la anterior 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultables en la página 14, 

Volumen LD<, Segunda Parte y página 46, Volumen XXVIl, Segunda Parte, del 

Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época que d icen: 

"DEUTO INSTANTÁNEO Y DELITO CONTINUO. DIFERENCIA ENTRE 
AM.BOS. Una distinción entre el delito instantáneo y continuado se funda en que el 
primero se consuma en un solo acto, agotando el tipo, mientras el segundo supone 
un estado, o sea una acción consumativa del delito, que se prolonga sin 
interrupción, por más o menos tiempo". 

" DELITO CONTINUO O CONTINUADO. Un delito continuo consiste, como 
expresamente lo declara el articulo 19 del Código Penal del Distrito, en una acción u 
omisión que se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo, y se está en . 
prese.ncia de un delito contiJ:iuado, frente a una pJutalidad de acciones que integran 
un solo delito en razón de la unidad de propósito delictuoso y la identidad de lesión 
jurfdica". 

En el presente caso la infracción consistente en Ja omisión en el entero de 

contribuciones, no es de ca.rácter continuo. Para que lo fuera, se requerirla que Ja acción 

se prolongara indefinidamente en el· tiempo, y taJ situación no se aprecia, ya que su 

consumación es instantánea, aunque sus efectos sr se prolonguen, pues si bien no se 

realizó el pago de la contribución respectiva, ello es el resultando del acto ejecutivo de 

la infracción de no haber cumplido con la obligación fiscal, pero no por ello puede 

decirse que durante todo el tiempo que no se realice el pago de la contribución se está 

cometiendo la infracción, ya que ésta queda agotada con una sola conducta de omisión. 

En efecto, no podrá decirse, du.rante el transcurso del tiempo en el que no se 

entera la contribución, que durante el mismo se está cometiendo la infracción por omitir 

139 



"fN!ll(' E NACl\)NAl. l)f. l'IU'.l:IQ; Al.CO~UMllXlR\ 'OM\) KASt. l'ARA l.A f lJAl'ION l)t l.A CONTRJKU<.:IÓN f l!'CAI. YSUS AC<.:f1'0RI<~. 
~\! IMl' U\.N 111.'. IÓN A TRA Vfs D~.I. JUIC IO DE NULIJ)A O" 

el pago de la misma, sino que tal infracción se cometió en una fecha determinada, esto 

es, cuando debió enterar la contribución, de acuerdo con la obligación tributaria 

respectiva. 

Por otra parte y en relación con lo anterior, el primer párrafo del artículo 6° 

del Código Fiscal de la Federación ordena: 

"Artículo 6º. Las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones 
juridicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que 
ocurran. [ ... ]" 

El articulo anterior, prevé un principio general consistente en que las 

contribuciones se causan en el momento en que se realizan las situaciones previstas en 

las leyes fiscales vigentes, iniciándose la obligación del contribuyente en ese instante de 

enterar las mismas en los plazos que la misma ley Je fije. Esto quiere decir que, se trata 

del momento exacto en que se consuma el hecho generador del tributo, y en 

consecuencia el nacimiento de la obligación tributaria. 

A pesar de que el artículo 6° del Código Fisca l de la Federación esta referido 

a las contribuciones, ante Ja inexistencia de una normatividad especial para las multas 

en tratándose de la precisión de la comisión de la infracción, es evidente que hay que 

utilizar el principio establecido dicho articulo y por ende en el presente caso, se esta en 

presencia de un acto cuya comisión es de resultados instantáneos, pues el artículo en 

estudio, en Ja fracción Il, literalmente ordena que se impondrá una multa "Del 70% al 

100% de las contribuciones omitidas, actualizadas, en los demás casos", situación que 
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pone de manifiesto de que se trata de la omisión de una contribución, y el momento 

justo de esa omisión lo es cuando se dan los supuestos del hecho generador de la 

misma, produciendo el nacimiento de la obligación tributaria. Sirve además de apoyo a 

lo anterior, la tesis cuyos datos, rubro y contenido son del tenor siguiente. 

Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario judicial de la Federación 
y su Caceta. Tomo: IX, Mayo de 1999. Tesis: 2a. LIX/99. Página: 505. 
" INFRACOONES ADMINISTRATIVAS. SUS MODALIDADES. Las 
modalidades de las infracciones tributarias a que se refiere el artículo 67, fracción m, 
del Código Fiscal de la Federación, no aparecen definidas en dicho cuerpo 
normativo. Es en material penal, tratándose de delitos, donde mejor se han 
perfilado estos conceptos, motivo por el cual analógicamente debe acudirse a los 
mismos. Tratándose del delito instantáneo, el derecho positivo mexicano, la doctrina 
y la jurisprudencia, son acordes al conceptuarlo como: ' Aquel que se consuma en un 
solo acto, agotando el tipo', cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; en 
cambio, tratándose de las modalidades de 'continuo' y 'continuado', existe 
diversidad de criterios. El artículo 99 del referido Código Fiscal da el concepto al 
que debe atenderse en esta materia respecto ·al delito continuado al establecer que: 
'El delito es continuado, cuando se ejecuta con pluralidad de conductas o hechos 
con unidad de intención delictuosa e identidad de disposición legal, incluso de 
diversa gravedad'. Respecto- del delito continuo, sus notas caracterfsticas, extraidas 
sustancialmente de la jurisprudencia, consisten en las siguientes: 'Es la acción u 
omisión que se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo'. Con base en lo 
anterior; las infracciones administrativas podrán ser: instantáneas, cuando se 
consuman en un solo acto, agotando todos los elementos de la infracción, cuyos 
efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; continuas, si la acción u omisión se 
prolonga sin interrupción por más o menos tiempo; o, continuadas, en la hipótesis 
de pluralidad de acciones que integran una sola infracción en razón de la unidad de 
propósito inflacionario e identidad de lesión jurídica." 

Ahora bien, en atención a que se desprende del artículo en cita que los 

elementos que se toman en consideración para fijar la multa son dos, a saber, la 

conducta realizada por e l infractor al dejar de enterar una contribución y la inflación 

que se vaya dando hasta el momento del cálculo para la imposición de la multa, 

situación que va más allá de lo razonable, en relación con La conducta cometida que se 

pretende castigar, es por lo que se estima que se trata de una multa excesiva. 
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Es por ello que, en el presente caso, al tomar en la base un elemento ajeno a la 

conducta que se castiga (como es la inflación), la autoridad legislativa se propasa y va 

más allá de Jo razonable, situación que torna a la sanción en estudio en una multa 

excesiva, poniendo de manifiesto que la fracción II, del artículo 76, del Código Fiscal de 

Ja Federación, transgrede la garantía que prevé el artículo 22 de la Constitución Polftica 

de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que introduce un eJemento que nada 

tiene que ver con la conducta que se pretende sancionar y, por ende, con la realidad de 

la acción a castigar. 

Tiene pJena apHcación la tesis jurisprudenciaJ 2a./J. 68/2003 de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de 1a Nación, visible en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo .xvm, septiembre de 2003, 

página 421, con rubro y contenido siguiente: 

"MULTAS FISCALES. LAS ESTABLEODAS EN CANTIDAD MÍN1MA, NO 
PlERDEN ESE CARÁCTER AL ACTUALIZARSE CONFORME AL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 17-A Y 17-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERAC1ÓN. La actualización del monto de las 
multas establecidas en el Código Fiscal de la Federación cuando no se paguen en 
las fechas indicadas en las disposiciones fiscales, se encuentra prevista en su 
articulo 70, y debe llevarse a cabo conforme al procedimiento indicado en los 
artículos 17-A y 17-B de ese ordenamiento, el cual, además, impone a la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público la obligación de realizar operaciones 
aritméticas para la determinación del factor de actualización y publicarlo en el 
Diario Oficial de la Federación; dicha actualjzación, que generalmente se calcula 
de conformidad con lineamientos contenidos en resoluciones misceláneas fiscales 
o en sus anexos, implica darle a las multas su valor real al momento en que se 
efectúa su pago para que el fisco reciba un.3 suma equivalente a la que hubiera 
percibido dentro del plazo legal. Las cantidades actualizadas, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artfculo 17-A de la codificación en cita, conservan la naturaleza 
jurfdica que tentan antes de la actualización y, en consecuencia, las multas 
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mínimas previstas en el Código Fiscal de la Federación, actualizadas conforme a 
lo establecido en los artículos 17-A y 17-B referidos, mediante la aplicación del 
factor de actualización determinado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público y publicado en el Diario Oficial de la Federación no pierden ese carácter, 
pues no constituyen multas diversas o independientes de las que se actualizan, 
sino que se trata de la propia multa mlnima impuesta no cubierta en tiempo y a 
la que se le ha dado el valor real que le corresponde''. Contradicción de tesis 
36/2003-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito. 8 
de agosto de 2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicen te Aguinaco 
Alemán. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: José de jesús 
Murrieta López. Tesis de jurisprudencia 68/2003. Aprobada por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada del quince de agosto de dos mil tres. 

Por otro lado, establecido que la mu.I ta es la cantidad o suma en pecuniar io 

que como sanción se impone a los infractores de las disposiciones legales, debe decirse 

también que el procedimiento de ajuste o actua.lización de los valores de bienes u 

operaciones que por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en 

el país han variado, tiene como finalidad determinar el valor de un bien o de una 

operación al término de un periodo; en materia impositiva, el Tri bunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de Ja Nación, ha sostenido el criterio que Ja actualización del 

monto de las contribuciones implica darles su valor real al momento en que se efectúa 

su pago, para que el fisco reciba una suma equivalente a la que hubiera percibido de 

haberse cubierto dentro del plazo lega.! y que conforme al último párrafo del artfcu.lo 17-

A del Código Fiscal de la Federación, las cantidades actualizadas conservan la 

naturaleza jurfdica que tenfan antes de la actualización. 

Lo anterior es así, pues la actualización, como ya se ind icó en líneas 

anteriores, es la cantidad adicionada para ajustar en el tiempo la suma determinada 

originalmente, es decir, situación que nada tiene que ver con la realidad de la acción a 
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pagar, por lo que la multa contemplada en dicho precepto es excesiva y por ende 

violatoria del artícu lo 22 de la Constitución Federal. 

Por todo lo anterior, cuando se determina en cantidad liquida la contribución 

omitida, -crédjto fiscal-, ya se precisa en su importe total, cantidades que derivan de la 

contribución actualizada, es decir, un monto que deriva de la aplicación del Índice 

Nacional de Precios al Consumidor y tomando en consideración que no queda aJ 

arbitrio o discreción del Banco de México la elaboración del citado índice, sino que debe 

determinarlo conforme al procedimiento previsto por eJ legislador, en tratándose de los 

elementos necesarios para fijar el monto de la contribución que se pague 

extemporáneamente, resulta necesario que el contribuyente pueda combatir el índice 

calculado por el organismo mencionado, a través de los medios legales de defensa con 

que cuente el gobernado para com batir la determinación de la contribución fiscal. 

Esto es, de conformidad con los artículos 117, fracciones L inciso a) y Il, inciso 

a), deJ Código Fiscal de la Federación y 11, fracción L de la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues las resoluciones que determinan 

contribuciones, accesorios o aprovechamiento y los créditos fiscales tienen el carácter de 

definitivas, y por lo tanto son actos susceptibles de impugnación. 
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4.4. MEDIOS DE DEFENSA LEGAL EN CONTRA DE LA DETERMINACIÓN FISCAL 

RESPECTIVA. 

La detem1inación de la contribución fiscal omitida por la autoridad, es necesaria 

que se fije en cantidad liquida, esto es su transformación a crédito fiscal, ya que en ese 

momento la obligación es cuantificada en cantidad líquida y en consecuencia se conoce a 

ciencia cierta el monto del impuesto a pagar a cargo deJ sujeto obligado. 

Los artículos 117, fracciones L inciso a), Il, inciso a), del Código Fiscal de la 

Federación y U, fracción L de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, establecen lo siguiente: 

CÓDIGO FISCAL DE lA FEDERAOÓN 
"Artículo 117.- El recurso de revocación procederá contra: 
L Las resoluciones definitivas dictadas por autoridades.fiscales federales que: 

a) Determinen contnbuciones, accesorios o aprovechamientos. 
( ... ) 
U. Los actos de autoridades fiscales federales que: 

a) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han extinguido o 
que su monto rea.! es inferior al exigido, siempre que el cobro en exceso sea imputable a 
la autoridad ejecutora o se refiera a recargos, gastos de ejecución o a la indemnización a 
que se refiere el a rtículo 21 de este código. 
( .. .)" 

LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA 

''Artículo 11. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conoce rá de los 
juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas que se indican a 
continuación: 

l. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en 
que se determine la existencia de una obügación fiscal, se fije en cantidad Uquida o se den 
las bases para su liquidación. 
( ... )." 

De los preceptos en cita, se observa que procede el recurso d e revocación, 

entre otros, en contra de las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales 
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federales en donde se determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos, exijan 

el pago de créditos fiscales; a su vez, procede el juicio contencioso administrativo ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en contra de resoluciones 

defi nitivas dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos 

en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad liquida o 

se den bases para su liquidación. 

Además, con forme al artículo 120 del Código Fiscal de la Federación, la 

interposición del recurso de revocación será optativa para el interesado antes de acudir 

al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

En este sentido, se advierte que, aun cuando el indice calculado por el Banco 

de México no constituye un acto de autoridad, ni que en sf mismo lesione algún derecho 

de los gobernados, lo cierto es que en el supuesto de que tal indice sea aplicado a fin de 

determinar la contribución fiscal, forma parte de ella y se toma obligatorio para el 

contribuyente; de ahf que éste puede combatir el citado indice, y que es utilizado en el 

procedimiento seguido para la fijación del impuesto a pagar, a través del recurso de 

revocación o juicio de nulidad, es decir, los medios legales de defensa con que cuenta 

para combatir el crédito fiscal 

Lo anterior es asf, toda vez que el artículo 20 Bis del Código Fiscal de la 

Federación, exige al Banco de México que se cumplan en forma exacta los requisitos 

considerados en dicho dispositivo legal, entre lo que se coticen cuando menos 1,000 
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productos y servicios específicos. 

Antes del 2000, el Código Fisca.1 de la Federación establecía que el Banco de 

México debla cotizar cuando menos 2,000 productos y servicios específicos, en donde el 

citado organismo técnico sólo cotizaba 1,600 productos y servicios especlficos, lo que incluso 

fue confirmado con Ja exposición de motivos planteada para la reforma del articulo de 

mérito relativo al 2000, al haberse señalado en ésta que debido al rango tal amplio de 

cotizaciones que exige el citado dispositivo legal, el Banco de México, se habia enfrentado a 

dificultades para cumplir apropiada y oportunamente con el contenido de éste, y que incluso 

en algunas ocasiones utilizaba un número inferior de bienes y servicios. 

Luego entonces, el particular afectado por el incumplimiento a dicho 

ordenamiento legal, se encuentra en estado de indefensión jurídica, pues tanto la autoridad 

fiscal al resolver el recurso interpuesto y el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa al emitir su fallo, consideran, inoperante tal argumentación, señalando que Ja 

autoridad liquidadora no determina el Índice Nacional de Precios aJ Consumidor. 

Sin embargo, la vía de defensa legal que tiene el contribuyente para hacer valer Ja 

violación de ese carácter es el recurso de revocación o juicio contencioso administrativo, 

tomando en cuenta que dicho índice, es un elemento indispensable para determinar el factor 

de actualización de las contribuciones. 

Por lo anterior, se plantea la posibilidad de que contribuyente afectado por una 
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resolución determinante "crédito fiscal", pueda combatir vfa recurso de revocación o juicio 

contencioso administrativo el cómo la autoridad obtuvo el factor de actualización aplicado a 

la contribución fi scal, es decir, Ja obtención del fndice nacional de precios al consumidor y su 

aplicación, pues dichos medios de defensa se crean con la finalidad de controlar la legalidad 

de los actos administrativos, siendo más relevante el juicio de nulidad, pues es un medio de 

defensa jurisdiccional en el que el juzgador de manera autónoma y desligado de la 

administración, analiza la legalidad de la resolución administrativa emitiendo formaJ y 

materialmente una sentencia. 

Se dice lo anterior, toda vez que si en el juicio de nulidad se alega, entre otras 

cosas, la violación aJ procedimiento para determinación de los indices nacionales de 

precios al consumidor como indicador económico de la liquidación a pagar, es decir su 

aplicación, es claro que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa esta 

obligado a su estudio y resolución, pues su impugnación es una cuestión de legalidad 

que afecta el interés jurídico del particuJar ocasionándole un perjuicio directo y actuaJ. 

A mayor abundamiento, es necesario señalar que el hecho de la propia autoridad 

emisora de la resolución impugnada no haya calculado el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor, ni el fndice citado sea la resolución cuya nulidad se demande en ese jukio, 

por no ser el Banco de México parte del mismo, ello no im pUca que el contribuyente 

pueda señalar como concepto de impugnación la determinación de la actualización en 

base en el citado índice, en cuyo cálculo no siguió el procedimiento establecido por el 

artículo 20-bis del Código Fiscal de la Federación, pues es precisamente dicha aplicación 
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del Índice Nacional de Precios al Consumidor la que le ca usa· perjuicio a su esfera 

jurídica. 

Lo anterior es así, pues decir lo contrario, sería tanto como determinar que 

los procedimientos llevados acabo por las autoridades, de los que tienen conocimiento 

los particulares hasta le emjsión de una resolución, no se pudieran combatir 

esgrimiendo violaciones cometidas durante ellos, con independencia de las autoridades 

involucradas en las distintas fases. 

Cabe hacer runcapié que, la elaboración del índice de referencia, no queda al 

arbitrio o discreción del Banco de México, sino que debe determmarlo conforme al 

procedimiento establecido por eJ legislador, -facultad reglada-. 

Por tanto, tratándose de los elementos necesarios para fijar el monto de la 

contribución que se pague extemporáneamente, como lo es el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor, se encuentran sujetas aJ principio de legalidad tributaria, por lo que, si bien ya 

se dijo que el citado índice no lesiona por sf sólo aJgún derecho del gobernado, lo cierto es 

que cuando es aplicado con el fin de determinar la contribución fiscal, se integra esta y se 

vuelve obligatorio para el contribuyente; y si éste se contrapone a lo establecido por el 

articulo 20 Bis del Código Fiscal de la Federación, el crédito fiscal determinado en esas 

condiciones resuJta violatorio de las garantfas individuales. 

Asf las cosas, La aplicación del artfcuJo 20 Bis del Código Fiscal de la Federación aJ 
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crédito fisca l, es decir para obtener el índice nacional de precios aJ consumidor que es 

utiliz.ado para obtener el factor de actualiz.ación aplicado a la actualiz.ación de contribuciones, 

claramente afecta el interés jurídico del particuJar, por lo que este puede reclamar su 

aplicación via recurso de revocación o juicio contencioso administrativo. 

Robustece lo anterior, eJ hecho de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por 

jurisprudencia ha considerado que para efectos deJ amparo indirecto eJ Banco de México no 

tiene el carácter de autoridad, pues sólo actúa como un órgano auxiliar de carácter técnico, 

obligado por eJ a.rtfcuJo 20 del Código Fiscal de La Federación, a calcular un indice 

económico que es utilizado en la determinación de ciertas contribuciones y sus 

accesorios, pues para que una persona u organismo tenga el carácter de autoridad para 

efectos del juicio de amparo debe estar en posibilidad material de ejercer actos públicos a 

través de la fuerza pública que posea por circunstancias de hecho o de derecho, 

circunstancia que no cumple el Banco de México. 

En este sentido, hacer nugatoria la posibilidad de combatir eJ citado indice, a 

través del recurso de revocación o del juicio de nulidad, en donde se ventile la impugnación 

de la determinación respectiva "crédito fiscal", eJ particular afectado por su aplicación no 

tendría ningún medio de defensa a su alcance, pues como se explicó en lineas anteriores, 

para efectos del amparo indirecto, eJ Banco de México no reúne el carácter de autoridad. 

Por tanto, la vfa de defensa legal que tiene el particuJar afectado por esa 

determinación es el juicio contencioso administrativo, pues forzosamente tendrfa que 
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agotarlo antes de acudir a la instancia de amparo directo, y en donde válidamente puede 

combatir como vicio de legalidad el procedimiento seguido para la fijación del 

impuesto a pagar, dentro de él, el índice calculado por el organismo mencionado y que 

es utilizado en el procedimiento de referencia, pues su estudio se limita a verificar si 

dicho organismo del Estado al emitir un acto que trasciende a la esfera jurídica de los 

gobernados, se apegó a la normatividad aplicable en respeto del principio de legalidad 

garantizado en su expresión genérica en el artículo 16 de la Constitución Federal, esto es 

si se cumplió con lo establecido por el artículo 20 Bis del Código Fiscal de la Federación. 

Por último, resulta claro que, al ser impugnable la resolución de 

determfoante o "crédjto fiscal", a través del recurso de revocación o juicio de nulidad, el 

demandante en d ichas vias puede hacer valer cuestiones relativas a la aplicación del 

factor de actualización, respecto de la cantidad que se paga extemporáneamente, como 

es lo relativo al Índice Nacional de Precios al Consumidor, pues dicho indicador 

económico se encuentra sujeto al principio de legalidad tributaria, consagrado por el 

articulo 31, fracción N, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Consecuentemente, el sustentante estima que Ja via de defensa legal que tiene el 

particular para combatir la aplicación del Índice Nacional de Precios al Consumidor cuando 

es utilizado para fijar el monto de contribución a pagar, es el juicio contencioso 

administrativo, pues de otra manera una determinación proveniente de un procedimiento 

ilegal, quedaría convalidada con el simple argumento de que la autoridad emisora de la 

resolución definitiva sólo se limitó a aplicar, ejecutar o resolver la situación jurídica del 
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particular, sin que las violaciones cometidas por otra autoridad puedan ser materia del juicio, 

cuando precisamente el acto que se le perjudica es el resultado de un procedimiento ilegal, lo 

que en opinión del sustentante es plenamente combatible vfa juicio de nuJidad. 

Se dice lo anterior, toda vez que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa debe pronunciarse sobre los conceptos de impugnación en los que se 

controviertan los valores calculados por el Banco de México, esto es el Índice Nacional 

de Precios al Consumidor cuando sirvan de base a una liquidación, pues si bien es 

cierto que este Tribunal sólo tiene competencia expresa para conocer de los juicios 

promovidos contra las resoluciones definitivas mencionadas en el articulo 11 de Ja ley 

orgánica que lo regula, también lo es que conforme a lo previsto en el diverso 202, 

fracción IX, del Código ~iscal de la Federación, el juicio contencioso administrativo es 

improcedente contra ordenamientos que establezcan normas o instrucciones de carácter 

general y abstracto, sin haber sido aplicados concretamente al promovente, Jo que 

procesalmente implica que la legalidad de ese tipo de actos -disposiciones de 

observancia general inferiores a los reglamentos del Presidente de la República- si 

pueden ser materia de análisis de la sentencia que se emita en un juicio de esa indole, 

cuando el gobernado que lo promueve sufrió en su perjuicio la aplicación concreta de 

aquéllas, ya sea en la resolución definitiva impugnada o en el procedimiento que le 

precedió. 

En ese tenor; la circunstancia de que, una regla general administrativa no 

pueda ser impugnada en forma destacada en un juicio contencioso ad ministrativo, sólo 
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implica que en la demanda que se enderece en contra de la resolución en la que fue 

t1plicada no sea factible señalarla como resolución impugnada, nj al órgano del Estado 

que la emitió como autoridad demandada, por lo que en dicho escrito el actor se 

limitará a plasmar Jos conceptos de impugnación en los que desarrolle los argumentos 

para demostrar por qué la respectiva regla general no se emitió con apego a lo 

dispuesto en el acto formalmente legislativo o formalmente reglamentario -cláusula 

habilitante- que regula su expedición, por lo que cuando se trata de los valores del 

Índice Nacional de Precios aJ Consumidor, al constituir disposiciones de observancia 

general que sirven de sustento a una liquidación, en la medida en que en ésta se 

actualiza con base en ellos el monto de la contribución adeudada, los gobernados sr 

pueden atribuir vicios de legalidad a los actos a través de los cuales de calculan los 

referidos valores, con independencia de que en la demanda del respectivo juicio no los 

señale como actos impugnados, ru como autoridad demandada al órgano que los 

emitió, ya que en cumplimiento al principio de legalidad aquéllos deben cuantificarse 

conforme a las reglas establecidas en el artículo 20 bis del Código citado, el cual se 

estableció con el fin de generar certeza a los gobernados sobre sus obligaciones 

tributarias. 
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CONCLUSJONES 

PRIMERA.- Dentro de nuestro marco legal, se creó un órgano de control jurisdiccional 

de legalidad de Jos actos administrativos, que es el llamado actualmente Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el cual conoce del juicio contencioso 

administrativo, en donde generalmente a petición del actor, revisa los actos de 

autoridad, para obtener su nulidad y con eJlo liberarse del cumplimiento de la 

obligación determinada a su cargo en el acto administrativo impugnado. 

SEGUNDA.- Si es obligación de los contribuyentes contribuir a los gastos públicos, de 

conformidad con el artículo 31, fracción N , de Ja Constitución Federal, ello no impide 

que Ja actuación de las autoridades fiscales pueda ser arbitraria y caprichosa, en su afán 

de exigir el cumplimiento de una obligación a cargo del gobernado; por ello la 

necesidad de acudir a este Tribunal Fiscal, en donde el gobernado como actor solicita 

que mediante sentencia definitiva quede liberado del cumplimiento de la obligación 

que de manera unilatera.l le exige el Estado. 

TERCERA.- La elaboración del indice nacional de precios al consumidor, no queda al 

arbitrio o discreción del Banco de México, sino debe determinarlo conforme al 

procedimiento previsto por el legislador, esto es debe toma en cuenta las ciudades, 

zonas conurbadas, entidades federativas y ramas de actividad económica, asl como la 

fórmula de Laspeyres, su constitución y los factores, que se establecen en el artículo 20 

Bis del Código Fiscal de la Federación, mismos que debe publicar en el Diario Oficial de 
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la Federación esto es, como una facultad reglada y no como una facultad discrecional, 

toda vez que d icho organismo sus facultades se hallan preestablecidos en la ley, es decfr 

su obligación de obrar y cómo debe hacerlo, en forma que no deja margen alguno para 

la apreciación subjetiva del funcionario sobre las circunstancias del acto. 

CUARTA.- Al prever el legislador el uso de el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor, con el objeto de actualizar, en su caso, el monto de las contribuciones, 

aprovechamientos, así como de las devoluciones a cargo del fisco federal, dicho 

indicador económico se encuentra sujeto al principio de legalidad tributaria, pues es un 

elemento necesario para fijar en cantidad líquida la contribución actualizada 

determinada por la autoridad fiscal, en donde las cantidades actualizadas conservan la 

naturaleza jurídica que tenfan antes de la actualización, es decir de la contribución 

misma. 

QUINTA.- En materia de multas, por omisión en el pago de contribuciones, el momento 

justo de esa omisión lo es cuando se realiza la conducta concreta y material que se despliega 

de la realidad, esto es la omisión de esa contribución, -hecho generador-, misma que 

actualiza la hipótesis normativa, -hecho imponible-, produciendo el nacimiento de Ja 

obligación tributaria, por lo que su porcentaje debe ser aplicado en razón del monto de la 

contribución histórica. 
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SEXTA.- Las multas fiscales, su monto si puede actualizarse, mismo que se rige por lo 

dispuesto por los artículos 17-A, 17B y 70 del Código Fiscal de la Federación, mismos 

que imponen a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la obligación de realizar 

operaciones aritméticas para la determinación del factor de actualización y publicarlo 

en el Diario Oficial de la Federación; dicha actualización, que generalmente se calcula 

de conformidad con Lineamientos contenidos en resoluciones misceláneas fiscales o en 

sus anexos. 

SÉPTIMA.- Si bien es cierto, que en tratándose de Jos elementos necesarios para fijar el 

monto de la contribución que se pague extemporáneamente, y aun cuando el indice 

calculado por el Banco de México no constituye un acto de autoridad, ni que en sf 

mjsmo lesione algún derecho de los gobernados, lo cierto es que en el supuesto de que 

tal índice sea aplicado a fin de determinar la contribución fiscal actualizándola, se 

integra a ésta y se torna obligatorio para el contribuyente. 

OCTAVA.- El contribuyente puede combatir el Índice Nacional de Precios al 

Consumidor calculado por el Banco de México, y que es utilizado en el procedimiento 

seguido para la fijación de las contribuciones, a través de los medios ordinarios de 

defensa con que cuente el gobernado para combatir Ja determinación de la contribución 

fiscal, esto es recurso de revocación y/ o juicio contencioso administrativo. 
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NOVENA.- El particular afectado por una resolución donde se determinen 

contri buciones y sus accesorios puede impugnar vía recurso de revocación o juicio 

contencioso adm inistrativo, la aplicación del Índice Nacional de Precios al Consumidor a 

la actualización del impuesto a pagar, pues es precisamente tal aplicación de ese indice 

lo que le ca usa un perjuicio directo y actual, cuando no cumple con los requisitos 

establecidos por el legislador. 

DÉCIMA.- La elaboración del Ínctice Nacional de Precios al Consumidor, que al efecto 

reaHza el Banco de México, no puede ser materia del juicio de amparo indirecto, pues 

dicho organismo técnico no reúne los requisitos para ser considerado como autoridad 

para tal juicio, pero sí como Tercero en el juicio de amparo directo. 

DÉCIMA PRMERA.- La vía de defensa legal que tiene el particuJar afectado por una 

resolución determinante de una contribución omitida, es el recurso de revocación o juicio 

contencioso administrativo, en donde éste puede combatir como vicio de legaHdad el 

procedimiento seguido para la fijación del impuesto a pagar, dentro de él, el indice 

calculado por el organismo mencionado y que es utilizado en el procedimiento de 

referencia, pues su estud io se limita a verificar si dicho organismo del Estado al emitir 

un acto que trasciende a la esfera jurídica de los gobernados, se apegó a la normatividad 

aplicable en respeto del principio de legalidad 
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DÉCIMA SEGUNDA.- Si en el juicio de nulidad se aJega, entre otras cosas, la violación 

al proced imiento para determinación de los indices nacionales de precios al 

consumidor, es decir, Ja aplicación de ese índice, como indicador económico de la 

liquidación a pagar, es claro que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

está obligado a su estudio y resolución, pues su impugnación es una cuestión de 

lega lidad que afecta el interés jurídico del particular ocasionándole un perjuicio directo 

y actual, ya que dicho Tribunal de manera autónoma y desligado de la administración 

pública, analiza la legalidad de una resolución administrativa emitiendo formal y 

materialmente una sentencia. 

DÉCIMA TERCERA.- Jurídicamente resulta procedente el juicio contencioso administrativo 

para combatir la aplicación del Índice Nacional de Precios al Consumidor cuando es 

utiJizado para fijar el monto de contribución a pagar, pues de otra manera una 

determinación proveniente de un procedimiento ilegal, quedaría convalidada con el simple 

argumento de que la autoridad emisora de la resolución definitiva sólo se Limitó a aplicar, 

ejecutar o resolver la situación jurídica del particular, sin que las violaciones cometidas por 

otra autoridad puedan ser materia del juicio, cuando precisamente el acto que se le perjudica 

es el resultado de un procedimiento ilegal, pues es absurdo considerar que por el simple 

hecho de que el Índice Nacional de Precios al Consumidor no sea la resolución 

impugnada y el Banco de México no sea parte en el juicio fiscal los conceptos de 

impugnación hechos valer por el actor en su contra sean considerados inoperantes. 
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DÉCIMA CUARTA.- Si bien es cierto que el Tribunal Federal de Justicia Fisca l y 

Adm inistrativa sólo tiene competencia expresa para conocer de los juicios promovidos 

contra las resoluciones definitivas mencionadas en eJ articulo 11 de su ley Orgánica, 

también lo es que violaciones de este tipo sí pueden ser materia de análisis de la 

sentencia que se emita en un juicio de esa índole, cuando el gobernado que lo promueve 

sufrió en su perjuicio la aplicación concreta de aquéllas, ya sea en la resolución 

definitiva impugnada o en el procedimiento que le precedió, ya que en cumplimiento al 

principio de legalidad aquéllos deben cuantificarse conforme a las reglas establecidas 

en el articulo 20 bis del Código citado, el cual se estableció con eJ fin de generar certeza 

a los gobernados sobre sus obLigaciones bibutarias. 
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